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Argentina

Proyecto de Ley 

Expediente 0891 –D-97 Héctor A. Gatti y otros del año 1997.

Modifica la legislación procesal para posibilitar la ejecución de sentencias de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Proyecto de Ley
El Senado y Cámara de Diputados,

Artículo 1º. Modifícase el título del capítulo II del libro III del Código de Pro-

cedimiento Civil y Comercial de la Nación actualizado y ordenado según Ley 

22.434, el que queda redactado de la siguiente manera: “Sentencias de tribuna-

les extranjeros o supranacionales. Laudos de tribunales arbitrales extranjeros”.

Artículo 2º. Agréguese  a continuación de la última parte del artículo 518 de 

dicho código, lo siguiente: “En caso que se trate del caso del artículo 662 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos  firmada en San José de Costa 

Rica el 22 de noviembre de 1969”.

Artículo 3º. Agréguese a continuación de la última parte del artículo 518 de 

dicho código lo siguiente: “En caso de tratarse de un fallo de la Corte Inte-

ramericana de Derechos Humanos que modifique una sentencia de tribunal 

argentino, la ejecución de sentencia del artículo 68, inciso 2 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, se pide al Tribunal de Primera Instancia 

donde se resolvió dicho juicio”.

Artículo 4º.  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Héctor A Gatti - Héctor T. Polino - Rodolfo Rodil - Irma F. Parentella - Cristina Zuc-

cardi - Alfredo H. Villalba - Juan P. Cafiero – Manuel A. Martínez – Manuel A. Martí-

nez Zuccardi – Guillermo E. Estévez Boero – Mary Sánchez – Fernando E. Solanas.

Fundamentos: 
Señor Presidente:

La vigencia del Pacto de San José de Costa Rica requiere la modificación de 

nuestra legislación procesal para hacer posible la ejecución de sentencias de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, que a diferencia de las sentencias 

de tribunales extranjeros, actualmente previstas en nuestra legislación, pueden 

ser contradictorias de sentencias dictadas por tribunales internos. 

Por estos motivos es que proponemos el siguiente proyecto, el que solicitamos 

sea aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.

(…) 
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Argentina

Proyecto de Ley 

Expediente 1566 - S - 2000. Ángel Pardo.

Introduce en el procedimiento penal  una nueva causal  de revisión para 

posibilitar la ejecución de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos.

Proyecto de Ley
El Senado y Cámara de Diputados,

Artículo 1º. Cuando después de una condena corresponda dar cumplimiento a 

una disposición de un organismo de verificación de alguno de los tratados inter-

nacionales a los que se les reconoce rango constitucional, que haya declarado la 

violación del tratado con relación a uno o varios condenados en la causa donde 

se recurre, el condenado podrá impugnar la sentencia firme por medio del recurso 

de revisión consagrado en la ley procesal penal conforme a la cual se llevó a cabo 

el proceso. Si la ley procesal penal no tuviese este recurso, el mismo habrá de 

realizarse conforme a lo dispuesto por el Código Procesal Penal de la Nación.

Artículo 2º. El recurso deberá tender siempre a demostrar  la existencia de la 

lesión del tratado en el proceso penal.

Artículo 3º. En el acto de interposición del recurso, además de las condiciones 

impuestas por la ley procesal respectiva, deberá adjuntarse copia de la disposi-

ción del organismo de verificación pertinente. 

Artículo 4º.  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Ángel F. Pardo

Fundamentos: 
Señor Presidente:

Nuestro país ha firmado pactos internacionales, hoy con rango constitucio-

nal que consagran determinadas garantías o derechos entre los cuales deben 

destacarse ciertas garantías judiciales que protegen a la persona sometida a 

proceso penal. El problema a resolver se produce cuando en nuestro país  se 

ha llevado a cabo un proceso penal con lesión de esas garantías, situación que 

genera la protesta internacional, por ejemplo, ante los organismos creados por 

la Convención Americana de derechos Humanos, y a consecuencia de ello y 

en virtud de mecanismos internacionales se obliga a nuestro país a cumplir o 

respetar la garantía afectada. Actualmente, por lo menos en la legislación pro-

cesal penal argentina, no están consagradas las instituciones jurídicas tendientes 
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a hacer efectivas tales garantías cuando ello se demanda o exige en función de 

los pactos internacionales. Sin duda alguna que ello constituye un preocupante 

silencio legal.

Entiendo que es necesario crear los mecanismos jurídicos internos que permitan 

hacer realmente efectivas las garantías judiciales consagradas por los pactos 

internacionales suscritos por nuestro país, y que conforme el derecho vigente 

tienen rango constitucional.

En función de lo expuesto en los párrafos anteriores me permito poner de 

manifiesto  una discrepancia con los proyectos que permiten regular este as-

pecto.

En ellos se advierte que hay especial preocupación por una garantía judicial en 

particular que es la denominada “regla de la doble instancia”. Soy de la opinión 

que las herramientas jurídicas a crearse deben tener un contenido más amplio 

a fin de proteger todas las garantías o derechos consagrados en los pactos in-

ternacionales. En este sentido debo recordar, a modo de ejemplo, que el pacto 

de  San José de Costa Rica, en su artículo 8º, entre otros, consagra el derecho 

a contar con defensores, derecho a conocer en forma previa y detallada los 

términos de la acusación, el derecho a controlar prueba, derecho a no declarar 

contra sí mimo, derecho a recurrir el fallo, derecho a no ser sometido a nuevo 

juicio por el mismo hecho luego de haber sido absuelto por sentencia firme y 

recuerdo también otras garantías, como la de legalidad e irretroactividad de la 

ley penal más grave previstas en el artículo 9º, entre otras.

En resumen, propongo que las normas jurídicas a crearse tengan un sentido de 

protección amplio como el aquí postulado.

Existe una segunda cuestión que considero de fundamental importancia. Tengo 

plena conciencia de lo delicado del tema y que la propuesta que hago va a dar 

lugar a discusiones de derecho constitucional. Paso a analizar dicha cuestión: 

se ha propuesto como mecanismo de corrección de la sentencia dictada en un 

juicio concluido con fallo firme el recurso de revisión. Comparto la idea, pues 

se trata de corregir un proceso penal que concluyó con sentencia firme, y que 

debe ser revisado en virtud de protesta y decisiones internacionales.

En función de ello los proyectos que menciono sugieren introducir en el Código 

Procesal Penal de la Nación una nueva causal penal de revisión (se trata del 

nuevo inciso 6 del artículo 479).

En este punto me permito disentir con ello y sugerir otra idea. Paso a desarro-

llar la misma:

Si el mecanismo de revisión se introduce en el Código Procesal Penal de la 

Nación, ello tendrá como consecuencia que el cumplimiento de los pactos in-

ternacionales sólo se hará efectivo cuando el proceso penal se tramitó ante el 

fuero federal o nacional, pero no cuando se tramitó ante el fuero provincial.
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Debo destacar que todos los habitantes del país tienen derecho a las garantías a 

que nos referimos. Y el Estado argentino, más allá de su conformación federal 

está obligado a garantizar la efectiva vigencia en todo el país y para todos los 

habitantes de los derechos citados.

Por tal razón propongo que el mecanismo de revisión a crearse se introduzca 

por una ley a fin de su vigencia en todo el país. Tengo plena conciencia de la 

objeción que se hará a esta manera de pensar; que tal ley será inconstitucional 

en razón de regular institutos procesales para ámbitos provinciales. A tal posible 

argumento respondo lo siguiente:

El Pacto de San José de Costa Rica se incorporó a nuestro derecho y tiene vigen-

cia en todo el país por Ley del Congreso Nacional (23.054), contiene normas de 

indiscutible carácter procesal -son las previstas en el artículo 8º- y a pesar de ello 

nunca se impugnó de inconstitucional a dicha ley 23.054. Ahora se pretende crear 

una norma que viene a consolidar la efectiva vigencia de las reglas de ese pacto 

y otras reglas internacionales. Si así no se piensa, se habrá de crear condiciones  

para generar fuertes desigualdades ante a un mismo texto legal; un habitante del 

país condenado por jueces penales del fuero federal tendrá mecanismos internos 

para hacer cumplir las garantías judiciales de rango constitucional; en cambio el 

condenado en ámbito provincial no dispondrá de ello.

Por todas estas razones solicito a los señores senadores la aprobación del pre-

sente proyecto de ley.

Ángel F. Pardo

A las Comisiones de Asuntos Penales y de Regímenes Carcelarios y Asuntos 

Constitucionales. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



167

A
rg

en
tin

a
N

or
m

at
iv

a

Sumario

Argentina

Proyecto de Ley 

Expediente 3528 - S - 2000. Alberto J. Rodríguez Saa.

Propone mecanismos para hacer operativa la puesta en marcha de las 

resoluciones de carácter dispositivo de los organismos de verificación de los 

tratados internacionales de rango constitucional.

Proyecto de Ley
El Senado y Cámara de Diputados,

Artículo 1º. Cuando corresponda dar cumplimiento a una disposición de un 

organismo de verificación de alguno de los tratados internacionales a los que 

se les reconoce rango constitucional emitida en un caso individual contra el 

Estado argentino, será obligatoria para el Estado desde el momento en que se 

encuentre firme. Una disposición será entendida como firme a los efectos de 

esta ley cuando sea irrecurrible para el Estado o cuando haya sido consentida 

expresamente.

Artículo 2º. Si la disposición mencionada en el artículo anterior, dispusiera el 

pago por parte del Estado de una indemnización, el Estado argentino por medi-

do del Poder Ejecutivo lo hará efectivo a favor de quién resulte ser beneficiario, 

dentro de los noventa (90) días de ser recibida la comunicación de la disposi-

ción que quedó firme contados desde el momento de su recepción.

Si por razones de fuerza mayor debidamente justificadas el Estado no pudie-

ra atender esta obligación en el plazo mencionado, deberá ineludiblemente 

incluirla en el presupuesto nacional inmediato posterior a la fecha de notifi-

cación, adicionándole los intereses correspondientes, calculándolos sobre una 

tasa equivalente a la utilizada por bancos de primera línea para descubiertos 

en cuenta corriente.

Artículo 3º. En el supuesto en el que la condena indemnizatoria sea originada 

exclusivamente a un acto atribuible a un gobierno provincial o al de la Ciudad 

de Buenos Aires, el Estado argentino, sin descuidar la obligación contraída, 

establecerá por separado con el obligado la forma, modo y plazo del reintegro 

del pago de la condena que fuera impuesta.

Artículo 4º. Si la disposición emitida y firme mencionada en le artículo prime-

ro, estableciera obligaciones indemnizatorias, pero no determinara el monto del 

pago o fuera notoriamente imprecisa con relación a alguna de sus circunstan-

cias, el Estado argentino y el beneficiario del pago designarán de común acuer-

do un árbitro amigable componedor para que lo establezca o precise dentro de 

los quince días corridos desde su designación. A partir de la determinación del 
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monto por el árbitro designado o la precisión con relación a la indemnización, 

el pago deberá efectuarse en el plazo establecido en el artículo 2º.

Si no existiera acuerdo sobre la designación del árbitro dentro de los siete días 

de ser notificada la disposición a las partes, cualquiera de las mismas podrá 

solicitar al organismo emisor de la disposición que lo designe o que precise el 

monto indemnizatorio.

Artículo 5º. Si la disposición emitida y firme mencionada en el artículo prime-

ro, estableciera otras obligaciones diferentes de la indemnizatoria o concomi-

tante con ésta, el Estado argentino deberá disponer:

a) El cese de la situación que diera origen a la disposición referida, disponien-

do la adopción inmediata de las pertinentes medidas administrativas, judiciales 

o legislativas para que ello suceda dentro del plazo de 90 (noventa) días de 

recibida la comunicación de la disposición que quedó firme, contados desde el 

momento de la recepción. de la notificación;

b) En el supuesto en el que la disposición del organismo de verificación refe-

rido en el artículo primero sea originada exclusivamente en un acto atribuible 

a un gobierno provincial o al de la Ciudad de Buenos Aires, el Estado nacional 

establecerá por separado con las mismas dentro del mencionado plazo la forma 

de dar cumplimiento a la obligación generada, quedando facultado en caso de 

incumplimiento al ejercicio de todos los actos que estén a su alcance para que 

se cumpla la obligación internacional asumida.

c) Si la situación que origina la disposición es una sentencia condenatoria dic-

tada por un tribunal de cualquier fuero, pero que se encuentre firme, la misma 

habilita que la parte beneficiada por la disposición plantee la revisión de la 

condena ante el organismo judicial que resuelve los recursos de revisión en el 

procedimiento correspondiente.

Artículo 6º. Las disposiciones de la presente ley serán aplicadas en forma re-

troactiva a todas aquellas situaciones por ella previstas que a la fecha de publi-

cación en el Boletín Oficial no se les haya dado cumplimiento.

Artículo 7º. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Alberto J. Rodríguez Saa

Fundamentos: 
Señor Presidente:

Como ya lo señalé en otro proyecto de ley la reforma operada en la Constitución 

en 1994 ha agregado la disposición del inciso 22 del artículo 75 por la que se con-

cede “jerarquía constitucional” a varios tratados fundamentales del ámbito de los 
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derechos humanos como son la Declaración Americana de los Derechos y Debe-

res del Hombre, la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, los Pactos Internacionales de 1966, de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de Derechos Civiles y Políticos y su 

Protocolo Facultativo, La Convención sobre la Prevención y Sanción del Delito de 

Genocidio, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles Inhu-

manos y Degradantes, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial y la de Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño.

Dentro de estos tratados, hoy de rango constitucional, varios establecen meca-

nismos de verificación del cumplimiento de los derechos como sucede con la 

Convención  Americana sobre Derechos Humanos ratificada por ley 23.054. La 

mayoría de las demás Convenciones establecen Comités que tienen por obje-

tivo examinar los programas realizados por los países miembros como sucede 

con el previsto por el art.17 de la Convención sobre la Eliminación de todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer o el artículo 17 de la Convención 

contra la Tortura. Adicionalmente existen otros Comités como el establecido 

por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y por su Protocolo 

Facultativo, ratificado por ley 23.313 del 17 de abril de 1986, que tiene hasta la 

capacidad de recibir denuncias individuales, realizar solicitudes a los Estados 

Miembros, hacer uso de sus buenos oficios para llegar a soluciones amistosas y 

elaborar informes así como hacer observaciones que producirán consecuencias 

en el Estado denunciado.

A pesar de los buenos auspicios que podría significar el otorgamiento de tal 

rango institucional, nuestra legislación, sin embargo, no ha establecido un mé-

todo para dar cumplimiento a las disposiciones de los organismos de verifica-

ción de estas convenciones, sea para modificar disposiciones legales nacionales 

que los organismos de control, por medio del dictado de pronunciamientos de 

su competencia, las haya verificado en un caso concreto planteado, como en 

violación de disposiciones del tratado de rango constitucional al que pertene-

cen, sea para disponer el pago de indemnizaciones acordadas. 

En el proyecto de ley que introduzco me ocupo de todos los aspectos posibles 

en los que se puede presentar la necesidad de cubrir esa falencia. En conse-

cuencia propongo concretos mecanismos que hagan operativa la puesta en 

marcha de las resoluciones de carácter dispositivo de los mencionados organis-

mos supranacionales. La propia Corte Interamericana ha establecido en el caso 

Loayza Tamayo� que el Estado al que dirigen las recomendaciones que consti-

tuyen un ejemplo de disposición por parte de un organismo de control, debe 

atenderlas realizando sus mejores esfuerzos para aplicarlas. El Estado debe 

�	 Del 17 de septiembre de 1997, párrafos 80 y 81.
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proceder a atender esas disposiciones por sus distintos órganos de manera 

que aseguren la conformidad de la conducta del Estado con sus compromisos 

internacionales�. 

Esa obligación de adoptar todas aquellas medidas que fueran necesarias para 

prevenir, castigar, y reparar las violaciones ha sido también reconocida en el 

paradigmático caso Velásquez Rodríguez�

No puede dejar de llamar la atención la actitud  omisiva para el cumplimiento 

por nuestro país de las disposiciones de algunos de esos Tratados, los cuales 

obligan a los Estados Parte a tomar recaudos que necesariamente importan mo-

dificar disposiciones de derecho interno que nuestro país parece negarse. 

La ausencia de tipificación no ha impedido a la  jurisprudencia de la Corte Su-

prema de Justicia tipificar en un único caso una conducta como “genocidio” a 

los efectos de una extradición como sucedió en el caso Priebke. Sin embargo 

el Código Penal argentino carece de esa calificación, que aparece en cambio en 

varios códigos latinoamericanos.� Pero la misma reticencia que enseñamos para 

tipificar como delitos a los crímenes contra el derecho internacional, también la 

tenemos para llevar a la práctica las disposiciones de los organismos de verifi-

cación de los Pactos de Derechos Humanos de jerarquía constitucional.

Así Colombia ha dictado una ley para hacer efectivo el pago de indemnizacio-

nes compensatorias a las víctimas y de la que hemos extraído algunas experien-

cias en la elaboración de nuestro proyecto. 

En nuestro país también existió un proyecto preparado por el ex Procurador 

General de la Nación Oscar Fappiano aunque dirigido solamente a la Conven-

ción Americana y del que hemos aprovechado algunas observaciones�. 

Aunque sería deseable que las disposiciones emanadas de los organismos de 

verificación tuvieran un efecto inmediato sobre la legislatura local para modi-

�	 Kristicevic Viviana “Líneas de trabajo para mejorar la eficacia del sistema” en El futuro Sistema 

Interamericano de los derechos Humanos, HDL, San José, 1998, 413-448 aquí 430. 

�	 Del 29 de julio de 1998 párrafos 176-177.

�	 Bolivia incluye en el artículo 138 de su Código Penal (Código Penal de Bolivia en la versión del 

Decreto Ley 10426, modificado por Ley 1768) al delito de genocidio, como lo hace también el 

artículo 349 del Código Penal de Nicaragua, el artículo 149 bis del de México y Perú lo incluía en el 

derogado texto de su artículo 129 del Código Penal (sustituido por otro texto sin ningún contacto 

con el delito por ley 26.926). El título IX del nuevo Código Penal de Paraguay en un capítulo único 

que titula “Genocidio y crímenes de guerra” incorpora en el artículo 319 la figura del genocidio 

como crimen castigado con pena privativa de la libertad no menor a cinco años. El Código Penal 

de Guatemala (decreto 17/73) tipifica en el artículo 375 a la figura del genocidio y en el artículo 

siguiente la instigación a cometerlo y El Salvador tipifica el genocidio en el artículo 486.

�	 Conf. Fappiano, Oscar L., “La ejecución de las decisiones de los Tribunales Internacionales por 

parte de los órganos locales” en La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los 

tribunales locales, Abregú M y Courtis, C. (comps.), Buenos Aires, 1997, 147-157.-
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ficar aquellas disposiciones que se han encontrado incompatibles con los de-

rechos y obligaciones asumidas por el Estado, ello no ha sucedido en nuestro 

país a diferencia de lo acontecido en otras latitudes. Ejemplo de lo expuesto 

es lo que sucedió en Europa con el Caso Brogan donde se condenó al Reino 

Unido por la violación de la Convención Europea -que es equivalente al Pacto 

de San José- y las autoridades holandesas que no habían sido condenadas pero 

habían tenido injerencia en la cuestión, advirtieron también la necesidad de 

modificar su legislación� .

En el proyecto que remito se utiliza la palabra “disposición” para referirme 

a lo emanado del organismo de verificación del Tratado en cuestión. La voz 

así usada, es coherente con el sentido dado por la Corte Interamericana a esa 

palabra en la Opinión Consultiva OC-13/93 del 6 de junio de 1993 cuando in-

tegra dentro de la misma además de una decisión de la Corte, a las opiniones, 

conclusiones y recomendaciones que la Comisión Interamericana puede emitir 

en uso de sus facultades de conformidad con el artículo 41 de la Convención. 

Este criterio que sugiero aplicar es coherente también con lo establecido por 

la Corte Suprema en el Caso Acosta� de diciembre de 1998, cuando estimó 

que: “…como fuente de derecho, los informes y las opiniones de la Comisión 

Interamericana constituyen criterios jurídicos de ordenación valorativa para 

los Estados miembros que deben tomar en cuenta razonadamente para adoptar 

decisiones en el derecho interno con miras a armonizarlas en todo lo posible 

con aquellos criterios establecidos por la Comisión”. 

De esta forma, si un organismo de verificación de alguno de los tratados, a los 

que nuestra Constitución les ha otorgado rango constitucional, estimara que en 

una causa abierta contra nuestro país, se constatara la violación del tratado y así 

lo declarara, disponiendo el otorgamiento de indemnizaciones pecuniarias, en 

el proyecto que remito se establece el mecanismo para efectivizarlas.

En el artículo 1º se hace reconocimiento de la obligatoriedad para el Estado de 

la disposición emitida desde el momento que se encuentra firme. Si la disposi-

ción emitida condenara al Estado al pago de indemnizaciones las disposiciones 

del artículo 2º establecen los mecanismos y los plazos para darles cumplimien-

to. El artículo 3º establece que si la disposición por la que el Estado fuera con-

denado proviene de un acto que sea atribuible con exclusividad a un gobierno 

provincial o al de la Ciudad de Buenos Aires, el Estado asume su obligación 

como propia sin perjuicio de la forma, modo y plazo que por separado esta-

blezca con la provincia o con el gobierno de la Ciudad para la cancelación de 

�	 Sobre el tema Zwaak, Leo, “The Implementation of Decisions of the Supervisory Organs under 

the European Convention on Human Rights” en The Execution of Strasbourg and Geneva Hu-

man Rights Decisions in the National Legal Order, M. Nijhoff  Publ., La Haya, 1999, 75-88, aquí 

página 77 y sucesivas.

�	 ED 185-345.
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dicho crédito. Si no se estableciera el monto o la forma de la indemnización, el 

proyecto establece en el artículo 4º diversas modalidades para solucionar esa 

omisión. El artículo 5º se refiere a la situación en la que la disposición estable-

ce otras obligaciones diferentes de la indemnización o concomitante con ésta, 

obligándose el Estado a solucionarla en un plazo de 90 días. Si la disposición 

se originara en una conducta penal o civil firme, se habilita la vía del recurso 

de revisión por el órgano judicial pertinente. Las disposiciones de la ley rigen 

retroactivamente también para aquellas situaciones pendientes (artículo 7º).

Alberto J. Rodríguez Saa

(…)
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Texto original S-01-0327. Romero Feris (Reproducción). Expediente Nº 327/01 

del año 2001. 

Establece que las proposiciones y/o recomendaciones de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos -previstas en el apartado 3 del artículo 

50 de la Convención Americana de Derechos Humanos- emitidas con relación 

a casos individuales que determinen responsabilidad internacional para el 

Estado argentino, son obligatorias para el mismo.

El Senado y Cámara de Diputados,

Artículo 1°. A partir de la sanción de la presente ley, las proposiciones y/o 

recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos pre-

vistas en el apartado 3 del artículo 50 de la Convención Americana de De-

rechos Humanos emitidas con relación a casos individuales que determinen 

responsabilidad internacional para el Estado argentino son obligatorias para 

el mismo.

Artículo 2°. Una vez notificado oficialmente el informe de la Comisión Inte-

ramericana de Derechos Humanos previsto en el artículo 50 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos en el cual se formulen proposiciones y/o 

recomendaciones, el Estado argentino, dentro del plazo previsto en el artículo 

51 de dicha Convención, deberá proceder a ejecutarlas salvo que decidiera so-

meter el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos conforme la 

facultad que para los Estados emerge del citado artículo 51.

Artículo 3°. En los casos en que las proposiciones y/o recomendaciones de 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o la eventual sentencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableciera obligaciones 

no indemnizatorias, el Estado Nacional deberá disponer el cese de la situa-

ción que dio origen al pronunciamiento y adoptar a la brevedad las medidas 

ejecutivas, judiciales y /o legislativas correspondientes. Cuando la respon-

sabilidad por la violación de los derechos humanos fuere atribuible a las 

provincias y/o a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Gobierno Nacional 

les notificará formalmente el informe o la sentencia otorgándoles un plazo 

razonable para su cumplimiento. El incumplimiento de la recomendación o 

de la sentencia dentro del plazo otorgado, faculta al Gobierno Nacional para 

la adopción de las medidas administrativas, judiciales y/o políticas que crea 

conveniente a fin de dar cumplimiento a las obligaciones internacionales y 

determinar las responsabilidades en que se hubiera incurrido con motivo del 

incumplimiento.
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Artículo 4°. En los casos en que las proposiciones y/o recomendaciones acon-

sejaren el pago de indemnizaciones a favor de las víctimas directas de la viola-

ción de derechos humanos y/o de sus derecho habientes, el Estado argentino 

por intermedio del Poder Ejecutivo Nacional deberá notificar el informe o la 

sentencia a la provincia comprometida o a la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires y presentarse ante el órgano jurisdiccional competente según el derecho 

interno para su determinación, la cual tramitará por vía incidental previa convo-

catoria por parte del magistrado interviniente a una audiencia de conciliación.

Artículo 5°. La homologación por parte del magistrado interviniente del acuer-

do arribado por las partes en la audiencia de conciliación en relación al monto 

y conceptos de la indemnización o su resolución en el incidente de determina-

ción, tiene los alcances y efectos de cosa juzgada.

Artículo 6°. La aplicación y procedencia de las indemnizaciones debidas de-

ben ser guiadas y/o determinadas por parte de los magistrados tomando como 

base el principio del perjuicio probado y según los criterios establecidos por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, la legislación interna argentina y 

la jurisprudencia nacional.

Artículo 7°. El Poder Ejecutivo Nacional deberá incluir en el proyecto de pre-

supuesto correspondiente al ejercicio inmediato posterior al del acuerdo judi-

cialmente aprobado o resolución judicial firme, el crédito correspondiente para 

la atención de las indemnizaciones que se debieran abonar.

Artículo 8°. Cuando los hechos o actos que fundamenten la denuncia ante la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el eventual sometimiento del 

caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos sean atribuible a las 

provincias o a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el Poder Ejecutivo Nacio-

nal las invitará formalmente a participar de los procesos que se realicen ante 

los organismos internacionales debiendo coordinar su actuación con el área 

competente del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y 

Culto de la Nación. Cuando estos hechos o actos originaran proposiciones y/o 

recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o una 

sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos el Estado Nacional 

deberá repetir de las provincias o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de 

los agentes y funcionarios responsables de la violación de los derechos huma-

nos todo lo pagado en concepto de indemnizaciones.

Artículo 9°. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

José A. Romero Feris.
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Expediente 6192-D-02 del año 2002. Alfredo Bravo y otros. 

Propone la creación del Comité de Ministros que tendrá a su cargo la atención 

de las recomendaciones que emitiere la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos con relación a casos individuales de violación de tales derechos y de 

la cual resulte internacionalmente responsable el Estado Nacional.

El Senado y Cámara de Diputados, 

Artículo 1º. Créase el Comité de Ministros que tendrá a su cargo la atención 

de las recomendaciones que emitiere la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos con relación a casos individuales de violación de tales derechos y de 

la cual resulte internacionalmente responsable el Estado Nacional.

Artículo 2º. El Comité de Ministros estará constituido por:

a) El ministro de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto;

b) El ministro de Justicia y Derechos Humanos;

c) El ministro de Economía y de Obras y Servicios Públicos.

Artículo 3º. El Comité de Ministros invitará para que se incorpore a su seno de 

modo transitorio al ministro del gabinete nacional bajo cuya jurisdicción se en-

cuentra el órgano al que se le atribuye la violación de derechos humanos. Del 

mismo modo, procederá con las provincias y con la Ciudad Autónoma de Bue-

nos Aires cuando el hecho materia del informe de la Comisión de Interamericana 

de Derechos Humanos se hubiese producido en sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 4º. El Comité de Ministros dictaminará sobre las recomendaciones 

formuladas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Si el dic-

tamen resultara favorable al cumplimiento de tales recomendaciones, el Poder 

Ejecutivo Nacional procederá a dar cumplimiento a ellas. Si, en cambio, el dic-

tamen fuese desfavorable, el Poder Ejecutivo deberá someter el caso a la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos.

Artículo 5º. Para emitir su dictamen, el Comité deberá tener en cuenta, entre 

otros elementos, las pruebas recogidas y las resoluciones recaídas en los pro-

cesos judiciales o actuaciones administrativas o militares internas y las rendidas 

ante el órgano interamericano de tutela.

Artículo 6º. El Comité dictaminará en un plazo máximo de treinta días conta-

dos a partir de la notificación oficial del informe de la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos.
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Respecto de las recomendaciones formuladas por la CIDH antes de la sanción de 

la presente ley, el plazo fijado en el párrafo anterior comenzará a contarse a partir 

de la entrada en vigencia de esta norma. Para estos últimos casos, el plazo deberá 

limitarse de modo tal que permita al Poder Ejecutivo cumplir con el término máxi-

mo fijado por el artículo 51 de la Convención Americana de Derechos Humanos.

Artículo 7º. Cuando el Comité dictamine favorablemente respecto a una reco-

mendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que estable-

ciere obligaciones no indemnizatorias, el Poder Ejecutivo adoptará las medidas 

que resulten idóneas para disponer el cese de la situación que dio origen al 

pronunciamiento.

Artículo 8º. Cuando el Comité dictamine favorablemente respecto a un reco-

mendación de la CIDH que aconsejare el pago de indemnizaciones a favor de 

las víctimas de la violación constatada, o de sus derechohabientes, el Poder 

Ejecutivo se presentará dentro de los cinco días de recibido el dictamen ante 

el órgano jurisdiccional que según el derecho interno resulte competente para 

determinar el monto de la indemnización.

Artículo 9º. Recibida la petición el tribunal citará a los interesados para que en 

un plazo de cinco días concurran ante él y presenten las pruebas que acrediten 

su interés legítimo y la cuantía de los perjuicios.

El tribunal correrá traslado de las pretensiones formuladas de las pruebas apor-

tadas por los interesados al Poder Ejecutivo y citará a las partes a una audiencia 

de conciliación con el objeto de acordar los rubros o conceptos que serán ob-

jeto de indemnización y el monto de la misma.

El Defensor del Pueblo será convocado al trámite de conciliación, con el objeto 

de oír su opinión.

Artículo 10. Si del trámite de conciliación resultare un acuerdo entre las partes, 

éstas firmarán un acta en la que constará dicho acuerdo y a la que el tribunal 

interviniente, dará judicial aprobación, salvo que mediante resolución fundada 

el tribunal determinase que lo acordado resulta lesivo a los intereses patrimo-

niales del Estado o que se halla viciado de nulidad.

Artículo 11. La resolución que apruebe la conciliación tiene los alcances y 

efectos de la cosa juzgada y, por ende, pone fin a todo proceso que se haya 

iniciado contra el Estado Nacional por los beneficiarios de la indemnización en 

relación con los hechos materia de la conciliación.

Artículo 12. De no arribarse a un acuerdo al cabo de la conciliación o si se die-

re cualquiera de los supuestos previstos por el artículo 10 in fine de la presente 

ley, el órgano jurisdiccional dictará sentencia sobre las cuestiones controverti-

das que tendrá el efecto preceptuado en el artículo 11.
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Artículo 13. El Poder Ejecutivo remitirá copia de toda la actuación a la Conven-

ción Interamericana de Derechos Humanos para cumplimentar con lo previsto 

en tratados internacionales aplicables.

Artículo 14. Sólo se reconocerán indemnizaciones por los perjuicios debida-

mente probados y que tengan nexo de causalidad con los hechos materia del 

informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Para su determinación y procedencia son aplicables los criterios establecidos por 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la legislación interna argentina y 

la jurisprudencia nacional, en tanto no resulten modificados por aquellos.

Para la fijación de los daños y perjuicios se tendrá como pruebas, entre otras, 

las que consten en procesos judiciales o actuaciones administrativas o militares 

y en especial, las valoradas por la Comisión Interamericana de Derechos Hu-

manos para expedir su informe.

Artículo 15. Por medio de los agentes que designe, el gobierno nacional ten-

drá acceso a los expedientes administrativos de jurisdicción provincial o de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, militares o judiciales correspondientes a 

efectos de las actuaciones que deban producirse ante la Comisión o ante la Cor-

te Interamericana de Derechos Humanos y, cuando sea el caso, para verificar la 

identidad de los beneficiarios de las indemnizaciones así como el monto de los 

daños y perjuicios que deban ser objeto de las mismas. Igual facultad poseerá 

el comité al objeto de su propio cometido.

Artículo 16. Las indemnizaciones que se paguen de acuerdo a lo previsto en la 

presente ley, darán lugar al ejercicio de la acción de repetición contra el agente o 

funcionario nacional responsable de la violación.  A tal fin, el Poder Ejecutivo lo 

citará a estar a derecho en el procedimiento establecido en esta ley.

Todo ello, sin perjuicio de las demás responsabilidades, administrativa penal, 

constitucional o política en que hayan incurrido, para cuya determinación pro-

moverá las acciones o actuaciones pertinentes.

Artículo 17. El Poder Ejecutivo nacional deberá incluir en el proyecto de pre-

supuesto, correspondiente al ejercicio inmediato posterior al del acuerdo judi-

cialmente aprobado o al que quede firme la sentencia dictada, el crédito corres-

pondiente para la atención de las indemnizaciones que deba pagar la presente 

disposición se incluirá en la ley complementaria permanente de presupuesto.

Artículo 18. Cuando los hechos o actos que fundamentan la denuncia ante la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos sean atribuibles a las provin-

cias o a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o sus agentes o funcionarios, el 

gobierno nacional las invitará formalmente a participar de los procesos ante 

dichas instancias internacionales a fin de formular las alegaciones y producir las 

pruebas que estimen hagan a su derecho.
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Igual invitación se les cursará con relación a la materia objeto de la presente ley.

Artículo 19. El Estado nacional debe requerir la repetición de lo pagado en 

concepto de indemnizaciones a la provincia correspondiente o a la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires.

Si transcurrido seis meses de efectuado el requerimiento no es satisfecho por el 

Poder Ejecutivo, con conocimiento del Congreso Nacional, deducirá las sumas 

adeudadas de las cuotas de la coparticipación federal o de todo otro crédito o 

recurso que les pertenezca o le corresponda.

Artículo 20.  La conciliación de que trata la presente ley también se practicará 

en el proceso judicial promovido para obtener la indemnización de los perjui-

cios, derivados de los mismos hechos a que se refiere la recomendación de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, aun cuando hubiere preclui-

do en la oportunidad para realizarla.

Artículo 21. Cuando la recomendación de la Comisión de Derechos Humanos, 

estableciere obligaciones no indemnizatorias, el gobierno nacional deberá dis-

poner el cese de la situación que dio origen al pronunciamiento en el menor 

tiempo posible adoptando las medidas legislativas o de otro carácter que resul-

ten idóneas a ese fin.

Las reparaciones serán fijadas de común acuerdo con el afectado personal y 

directo de la violación o sus derecho habientes y, en el supuesto de no haberlo, 

decididas judicialmente según el procedimiento instituido por la ley.

Artículo 22.  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Alfredo Bravo. – Margarita R. Stolbizer.

Fundamento
Señor presidente:

El presente proyecto de ley lleva como finalidad reglamentar la Convención 

Americana de Derechos Humanos, de la cual la Argentina es Estado parte, en lo 

relativo el cumplimiento de las recomendaciones efectuadas por la Convención 

Interamericana de Derechos Humanos en sus informes sobre casos individua-

les llevados a su conocimiento y de las sentencias condenatorias pronunciadas 

por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de modo que el sistema 

americano de tutela de los derechos y libertades fundamentales cobre mayor 

eficacia en la República.

En tal sentido el proyecto establece que las recomendaciones de la Comisión 

serán analizadas por un Comité de Ministros el que se expedirá aconsejando su 

cumplimiento, cuando se den las circunstancias de hecho y de derecho que el 

mismo prevé, o si así no ocurre, el sometimiento del caso a la jurisdicción de la 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos para su resolución definitiva.

Es decir, que a partir de su vigencia ya no podrá haber comportamientos elusi-

vos por parte del Estado: o se cumple con la recomendación o, en la hipótesis 

de no compartirse las motivaciones de la Convención Interamericana, someter 

el caso al órgano jurisdicción previsto en la convención, para que ésta resuelva 

en definitiva la controversia.

Fija, asimismo, un procedimiento judicial para la hipótesis de tratarse de una 

recomendación de pago de indemnizaciones a la víctima de la violación; con lo 

cual la gestión de establecimiento de los rubros o conceptos por los que corres-

ponde y los montos resarcitorios, estarán bajo el control del Poder Judicial.

Igualmente se autoriza el Estado Nacional, responsable internacional de la vio-

lación, a repetir lo pagado del agente o funcionario nacional responsable inter-

no de la misma, asegurándole a éste su derecho de defensa. Y se deja aclarado 

que la repetición lo es sin perjuicio de las otras responsabilidades de naturaleza 

administrativa, penal o política en que pudiera haber incurrido, para lo cual el 

gobierno debe promover las actuaciones o acciones correspondientes; esto es, 

no debe abandonarse a una pasiva indiferencia.

Otro tanto sucede cuando la responsabilidad interna de la violación recae en 

la ciudad de Buenos Aires o una provincia confederada, sus agentes o funcio-

narios. En este supuesto integrarán el Comité de Ministros, así como también la 

representación argentina tanto ante la Comisión cuanto ante la Corte Interame-

ricana, para asegurar su derecho a defensa.

Habida cuenta de lo preceptuado por la “cláusula federal” contenida en la 

Convención Americana de Derechos Humanos, el Estado Nacional responderá 

internacionalmente por la infracción, pero repetirá de la jurisdicción local el 

monto indemnizatorio como medio de asegurar en ella la plena vigencia del 

Pacto de San José de Costa Rica.

El proyecto prevé la circunstancia de no tratarse la recomendación de la Con-

vención o la sentencia de la Corte de naturaleza indemnizatoria, a saber: Si 

el hecho sucedió en jurisdicción nacional, el Poder Ejecutivo hará cesar de 

inmediato sus efectos. Si lo fue en jurisdicción local, será ésta la que tendrá la 

iniciativa pero, si en un plazo razonable no lo hace, entonces es la autoridad 

nacional la competente para hacerla efectiva.

Como circunstancia particular se contempla el concepto “reparaciones” que ha-

bitualmente traen tanto las recomendaciones de la Comisión cuanto las senten-

cias de la Corte Interamericana, así como también la recomendación o condena 

a investigar judicialmente un hecho por parte de la jurisdicción local. En este 

último respecto se adopta el criterio de ser la justicia federal la actuante si la 

otra no lo hace en un plazo razonable.
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Señor presidente, es por todo lo anteriormente expuesto que solicitamos la 

pronta aprobación de este proyecto de ley.

Alfredo Bravo. Margarita R. Stolbizer.

A las comisiones de Relaciones Exteriores y Culto, de Justicia, de Derechos 

Humanos y Garantías y de Presupuesto y Hacienda.
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Poder Ejecutivo Nacional

Decreto 99/06 del 25 de Enero de 2006. 

Indica los cursos de acción para dar cumplimiento a la sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos recaída en el caso Cantos-CDH 11.636. 

Visto
el Expediente Nº 2207/03 del registro de la Procuración Del Tesoro De La Na-

ción, y

Considerando:
Que en las citadas actuaciones se examinan los arbitrios jurídicos necesarios 

para dar cumplimiento a la sentencia emitida por la CORTE INTERAMERICANA 

DE DERECHOS HUMANOS en el caso “CANTOS-CDH 11.636”.

Que en dicho pronunciamiento, emitido por el referido Tribunal Internacional 

el 28 de noviembre de 2002, se decidió, en el párrafo 77, que:

“1. el Estado debe de (sic) abstenerse de cobrar al señor José María Cantos la 

tasa de justicia y la multa por falta de pago oportuno de la misma”.

“2. el Estado debe fijar en un monto razonable los honorarios regulados en 

el caso C-1099 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación argentina, en los 

términos de los párrafos 70. b. y 74”.

“3. el Estado debe asumir el pago de los honorarios y costas correspondientes 

a todos los peritos y abogados del Estado y de la Provincia de Santiago del 

Estero, bajo las condiciones establecidas en el punto anterior”.

“4. el Estado debe levantar los embargos, la inhibición general y demás medi-

das que hayan sido decretadas sobre los bienes y las actividades comerciales 

del señor José María Cantos para garantizar el pago de la tasa de justicia y de 

los honorarios regulados”.

“5. el estado debe pagar a los representantes de la víctima la cantidad total de 

US$ 15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) por con-

cepto de gastos causados en el proceso internacional ante el sistema interameri-

cano de protección de los derechos humanos, de conformidad con lo expuesto 

en los párrafos 73 y 74 de la presente Sentencia”.

“6. desestima por no ser procedentes las demás pretensiones de la demanda”.

“7. el Estado debe rendir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un 

informe sobre las medidas tomadas para dar cumplimiento a la presente Sentencia 

cada seis meses a partir de la notificación de la misma”.

“8. supervisará el cumplimiento de esta Sentencia y dará por concluido el pre-

sente caso una vez que el Estado haya dado cabal aplicación a lo dispuesto en 

el presente fallo”.
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Que según el artículo 67 de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS, los fallos dictados por la CORTE INTERAMERICANA DE DERE-

CHOS HUMANOS tienen el carácter de definitivos e inapelables.

Que según el artículo 68. 1 del mismo instrumento, los estados se comprometen 

a cumplir con la decisión de la Corte (Fallos 321:3555, en especial Consideran-

do octavo del voto de los ministros BOGGIANO Y BOSSERT).

Que las decisiones de un tribunal creado por un tratado de derechos humanos 

que reviste jerarquía constitucional no pueden ser revisadas por los tribunales 

internos, ni siquiera por nuestra propia CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

NACIÓN (“FIBRACA CONSTRUCTORA S.C.A. C/COMISIÓN TÉCNICA MIXTA 

DE SALTO GRANDE S/RECURSO DE HECHO”, del 7 de Julio de 1993; Diario 

de la Convención Nacional Constituyente 22, Reunión del 2 de agosto de 1994, 

SARMIENTO GARCÍA, Jorge H. y otros: “La Reforma Constitucional Interpreta-

da”, Desalma, BUENOS AIRES, 1995, página 363).

Que la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, llamada 

PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA, integra el repertorio de pactos recepta-

dos por el artículo 75, inciso 22, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL con rango 

constitucional, por lo que debe ser acatada por el Estado, sin que disposiciones 

del derecho interno enerven su plena virtualidad y vigencia.

Que dando cumplimiento al pronunciamiento internacional citado se reafirmará 

que “la vocación aperturista del sistema jurídico argentino hacia el sistema jurídico 

internacional, se encaminó a privilegiar claramente la jerarquización de los derechos 

humanos…” (ROSATTI, Horacio D., “Los tratados bilaterales de inversión, el arbitra-

je internacional obligatorio y el sistema constitucional argentino”, La Ley, 15-01-03).

Que corresponde por ello al PODER EJECUTIVO NACIONAL, en tanto Jefe Su-

premo de la Nación, condición que representa la unidad del Estado como perso-

na jurídica tanto en el orden interno como externo, y conforme a su atribución 

constitucional de conducir las relaciones internacionales (artículo 99, inciso 11, de 

la CONSTITUCIÓN NACIONAL; BIDART CAMPOS, Germán J., “El Derecho Cons-

titucional del Poder”, Tomo II, BUENOS AIRES, 1967, páginas 128 y siguientes), el 

proveer al cumplimiento de las sentencias del Tribunal de Derechos Humanos.

Que dado el rango constitucional que reviste la CONVENCIÓN AMERICANA 

SOBRE DERECHOS HUMANOS si la sentencia dictada por un órgano creado por 

ella no fuera acatada por ausencia de disposiciones internas que instrumenten 

ese acatamiento, el Estado incurriría en un supuesto de inconstitucionalidad 

por omisión (“EKMEKDJIAN C/SOFOVICH”, 7 de julio de 1992, Fallos 315:1492, 

citado por BIDART CAMPOS, Germán J. en “Manual de la Constitución 

reformada”, Tomo I, Ediar, BUENOS AIRES, 1998, página 355 y siguientes).
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Que las aludidas competencias contienen como razonablemente implícitas o 

como inherentes a su ratio, todas aquellas atribuciones que resulten menester 

para atender las obligaciones que surgen para el ESTADO NACIONAL de los 

referidos tratados de derechos humanos.

Que la Sentencia Internacional no estableció una indemnización compensatoria 

que sería ejecutable por el procedimiento de ejecución de sentencias contra el 

Estado (artículos 63. 1 y 68. 2, de la citada Convención).

Que, contrariamente, consideró, con invocación de constante doctrina de la 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, el carácter de repara-

ción moral que involucraba el decisorio (párrafo 71 de la Sentencia).

Que entre las restantes medidas que adoptó, básicamente se dispuso la no 

ejecución de la tasa de justicia y de la multa por falta de pago de la misma, el 

pago por el ESTADO ARGENTINO de los gastos producidos ante el Tribunal 

Internacional, la asunción por parte del ESTADO ARGENTINO de las costas 

y honorarios regulados a favor de los peritos y de los abogados del ESTADO 

NACIONAL y de la Provincia de SANTIAGO DEL ESTERO en el caso C-1099 de 

la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, y la fijación en un monto 

razonable de los honorarios regulados en el mencionado caso, en los términos 

de los párrafos 70. b. y 74.

Que la remisión que efectúa el punto 2 del párrafo 77 no deja traslucir pauta 

o estándar alguno que permita concretar el monto razonable a que alude este 

punto resolutivo.

Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN estimó que la posibi-

lidad de que los honorarios regulados a los profesionales intervinientes en el 

caso pudieran ser reducidos requería la previa e inexorable intervención de 

aquellos (Resolución de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Nº 

1404 del 21 de agosto de 2003).

Que en lo tocante al mandato de la Sentencia a cuyo tenor el Estado debe de 

abstenerse de cobrar al señor José María CANTOS la tasa de justicia y la multa 

por falta de pago oportuno de dicha tasa, corresponde que se ponga en cono-

cimiento de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, entidad 

autárquica del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, el contenido de 

la Sentencia Internacional y se den expresas instrucciones a ese organismo a 

efectos de que ajuste su obrar a la manda obrante en dicho resolutorio.

Que sin perjuicio de proceder de la manera indicada, en tanto desde el reparto 

interno de competencias constitucionales el cumplimiento de dicha manda roza 

el ejercicio de atribuciones en la materia tributaria y de condonación de deudas, 
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resulta oportuno convocar al HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN en el 

cumplimiento de este aspecto de la Sentencia.

Que para la fijación en un monto razonable de los honorarios ya regulados en 

la causa C-1099 del registro de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NA-

CIÓN, conforme al criterio del punto 3, párrafo 77, de la Sentencia de la CORTE 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, corresponde convocar a las 

partes interesadas a efectos de establecer las bases para la ejecución de dicho 

pronunciamiento internacional.

Que no existe punto de contradicción alguno entre el tenor de la Resolución de 

la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Nº 1404/03 según la cual los 

honorarios regulados judicialmente a los profesionales intervinientes en el caso 

C-1099 de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN no pueden ser 

reducidos, y la manda que dimana de los puntos 2 y 3, del párrafo 77 de la Sen-

tencia de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, conforme 

a los cuales estos honorarios deben ser fijados en un monto razonable (punto 

2, párrafo 77), y asumidos por el Estado (punto 3, párrafo 77).

Que ello es así porque lo que la Sentencia Internacional ordena no es la reduc-

ción de los honorarios regulados judicialmente en el caso C-1099 de la CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, sino que el ESTADO ARGENTINO 

asuma sólo en un monto razonable esos honorarios.

Que dado que la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS no ha 

fijado en la Sentencia ningún estándar o parámetro de razonabilidad, corres-

ponde entonces que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, en su carácter de re-

presentante de la unidad jurídica y política del Estado y ejecutor de la Sentencia 

de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, proporcione tales 

parámetros conforme las circunstancias del caso, los que deben ser puestos en 

conocimiento de los profesionales interesados.

Que ello es sin perjuicio del eventual control de razonabilidad que pueda ejer-

cer el Tribunal Internacional respecto del cumplimiento de la Sentencia de la 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS en este aspecto.

Que oportunamente corresponderá proveer en orden al levantamiento de las 

medidas cautelares trabadas sobre los bienes y las actividades comerciales del 

señor José María CANTOS, con el concurso de las partes interesadas y de con-

formidad con la manda del punto 4 del párrafo 77 del resolutorio.

Que corresponde poner de inmediato en conocimiento de la CORTE INTERA-

MERICANA DE DERECHOS HUMANOS el estado actual del trámite de cumpli-

miento de la referida Sentencia.
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Que han emitido opinión la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS 

del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS y la PROCURACIÓN 

DEL TESORO DE LA NACIÓN.

Que el presente acto se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artí-

culo 99, inciso 1, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA

Decreta:
Artículo 1º. Dése cumplimiento a la sentencia de la CORTE INTERAMERICANA 

DE DERECHOS HUMANOS recaída en el Caso CANTOS – CDH 11.636, median-

te los siguientes cursos de acción:

a) Instrúyese a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, en-

tidad autárquica del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, a fin de 

que ajuste su obrar al contenido de la Sentencia Internacional y se abstenga de 

ejecutar la tasa y la multa por falta de pago oportuno de la misma.

b) Convócase a las partes interesadas a efectos de establecer las bases para la 

ejecución de la Sentencia de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HU-

MANOS en lo relativo al pago de los honorarios regulados en el caso C-1099 de 

la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN en las condiciones indicadas 

en la Sentencia de dicho Tribunal.

Encomiéndase al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS la reali-

zación de las gestiones necesarias para la instrumentación de la convocatoria a 

que alude el párrafo precedente.

c) Instrúyese a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, en-

tidad autárquica del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y PRODUCCIÓN, para que 

en la oportunidad procesal pertinente proceda a dar cumplimiento al reque-

rimiento impuesto en el punto 4 del párrafo 77 de la Sentencia de la CORTE 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.

d) Requiérese la participación del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN 

respecto del cumplimiento del punto 1 del párrafo 77 de la Sentencia de la COR-

TE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS de que trata el presente.

Artículo 2º.- Los gastos que demande el cumplimiento de la medida se imputarán 

a las partidas específicas de la Jurisdicción 91 -Obligaciones a Cargo del Tesoro-.

Artículo 3º.- Dése cuenta a la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HU-

MANOS del estado actual del trámite de cumplimiento de la referida Sentencia.

Artículo 4º.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Re-

gistro Oficial y archívese.
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Corte Suprema de Justicia de la Nación

Ekmekdjián, Miguel A. c. Sofovich Gerardo y otros. Sentencia del 7 de julio de 

1992. Amparo interpuesto por Miguel A. Ekmekdjián, en ejercicio del derecho a 

réplica, contra Gerardo Sofovich. 

Frente al recurso extraordinario interpuesto por el recurrente para acceder a la 

vigencia del derecho de rectificación y respuesta, la Corte Suprema sostuvo que la 

interpretación de la Convención Americana debe guiarse por la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Considerando:
1º)	 Que la sala H de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil rechazó 

el amparo interpuesto por Miguel A. Ekmekdjián, en ejercicio del derecho de 

réplica, contra Gerardo Sofovich. Contra dicho pronunciamiento el actor dedujo 

recurso extraordinario, cuya denegación motiva la presente queja.

2º)	 Que de acuerdo a lo expuesto por el recurrente, lesionado profundamente 

en sus sentimientos religiosos, a fs. 84/85 promovió demanda de amparo contra 

Gerardo Sofovich, para que se lo condenara a leer en el programa "La Noche del 

Sábado" -que se emitía por el canal 2 de televisión-, una carta documento que 

le remitiera contestando a Dalmiro Sáenz, quien expresó frases que consideraba 

agraviantes en relación a Jesucristo y a la Virgen María, en la audición del sábado 

11 de junio de 1988. Que, como la carta no fue leída, debió iniciar juicio de am-

paro, fundado en el derecho de réplica que, según su criterio, le concede el art. 

33 de la Constitución Nacional y el art. 14.1 del Pacto de San José de Costa Rica 

aprobado por ley 23.054 y vigente para la República Argentina desde el depósito 

del instrumento de ratificación el 5 de septiembre de 1984.

3º)	 Que el fundamento central utilizado por el a quo para rechazar las preten-

siones del actor consiste en considerar que el art. 14.1 del Pacto de San José de 

Costa Rica consagra el derecho de respuesta "en las condiciones que establezca 

la ley", razón por la cual el propio tratado inhibe la autofuncionalidad de la 

respuesta normada en él mientras no se reglamenten sus requisitos sustanciales 

y se regule procesalmente su ejercicio. Considera, en consecuencia, que el de-

recho de respuesta no tiene carácter operativo, como lo resolviera esta Corte en 

el caso E. 60. XXII "Ekmekdjián, Miguel A. C. Neustadt Bernardo y otros s/am-

paro", el 1 de diciembre de 1988 (LA LEY, 1989-C, 18). A este fundamento el a 

quo agrega que el propio actor reconoció no ser titular de un derecho subjetivo 

a la respuesta que reclama sino que tiene un interés de carácter difuso, lo que 

obsta a su legitimación, pues conforme a la índole del derecho de respuesta o 

rectificación, éste sería un derecho de la personalidad o personalísimo, lo que 

involucra en su titularidad a un determinado sujeto - persona física- y excluye a 
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los de carácter difuso o colectivo, concluyendo que el actor no está habilitado 

para obtener una sentencia estimatoria.

4º)	 Que en el caso existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria 

del tribunal, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de cláusulas de la 

Constitución Nacional y del Pacto de San José de Costa Rica y la decisión impug-

nada resulta contraria al derecho que el recurrente pretende sustentar en aquéllas 

(arts. 31 y 33, Constitución Nacional y 14, Pacto de San José de Costa Rica).

(...)

15)	Que, en nuestro ordenamiento jurídico, el derecho de respuesta, o rectifica-

ción ha sido establecido en el art. 14 del Pacto de San José de Costa Rica que, al 

ser aprobado por ley 23.054 y ratificado por nuestro país el 5 de septiembre de 

1984, es ley suprema de la Nación conforme a lo dispuesto por el art. 31 de la 

Constitución Nacional. Cabe, entonces, examinar si -como afirma el recurrente- 

aquella disposición resulta directamente operativa en nuestro derecho interno 

o si, por el contrario, es menester su complementación legislativa.

16)	 Que, en tal sentido, la violación de un tratado internacional puede acceder 

tanto por el establecimiento de normas internas que prescriban una conducta 

manifiestamente contraria, cuanto por la omisión de establecer disposiciones 

que hagan posible su cumplimiento. Ambas situaciones resultarían contradic-

torias con la previa ratificación internacional del tratado; dicho de otro modo, 

significarían el incumplimiento o repulsa del tratado, con las consecuencias 

perjudiciales que de ello pudieran derivarse.

17)	Que un tratado internacional constitucionalmente celebrado, incluyendo 

su ratificación internacional, es orgánicamente federal, pues el Poder Ejecutivo 

concluye y firma tratados (art. 86, inc. 14, Constitución Nacional), El Congreso 

Nacional los desecha o aprueba mediante leyes federales (art. 67, inc. 19, Cons-

titución Nacional) y el Poder Ejecutivo nacional ratifica los tratados aprobados 

por ley, emitiendo un acto federal de autoridad nacional. La derogación de un 

tratado internacional por una ley del Congreso violenta la distribución de com-

petencias impuesta por la misma Constitución Nacional, porque mediante una 

ley se podría derogar el acto complejo federal de la celebración de un tratado. 

Constituiría un avance inconstitucional del Poder Legislativo nacional sobre 

atribuciones del Poder Ejecutivo nacional, que es quien conduce, exclusiva y 

excluyentemente, las relaciones exteriores de la Nación (art. 86, inc. 14, Cons-

titución Nacional).

18)	Que la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados -aprobada 

por ley 19.865, ratificada por el Poder Ejecutivo nacional el 5 de diciembre de 

1972 y en vigor desde el 27 de enero de 1980- confiere primacía al derecho 

internacional convencional sobre el derecho interno. Ahora esta prioridad de 
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rango integra el ordenamiento jurídico argentino. La convención es un tratado 

internacional, constitucionalmente válido, que asigna prioridad a los tratados 

internacionales frente a la ley interna en el ámbito del derecho interno, esto 

es, un reconocimiento de la primacía del derecho internacional por el propio 

derecho interno.

Esta Convención ha alterado la situación del ordenamiento jurídico argentino 

contemplada en los precedentes de Fallos: 257:99 y 271:7 (La Ley, 43-458; 

131-773), pues ya no es exacta la proposición jurídica según la cual "no existe 

fundamento normativo para acordar prioridad" al tratado frente a la ley. Tal 

fundamento normativo radica en el art. 27 de la Convención de Viena, según el 

cual "Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como 

justificación del incumplimiento de un tratado".

19)	Que la necesaria aplicación del art. 27 de la Convención de Viena impone 

a los órganos del Estado argentino asignar primacía al tratado ante un even-

tual conflicto con cualquier norma interna contraria o con la omisión de dictar 

disposiciones que, en sus efectos, equivalgan al incumplimiento del tratado 

internacional en los términos del citado art. 27.

Lo expuesto en los considerandos precedentes resulta acorde con las exigen-

cias de cooperación, armonización e integración internacionales que la Repú-

blica Argentina reconoce, y previene la eventual responsabilidad del Estado por 

los actos de sus órganos internos, cuestión a la que no es ajena la jurisdicción 

de esta Corte en cuanto pueda constitucionalmente evitarla. En este sentido, el 

tribunal debe velar porque las relaciones exteriores de la Nación no resulten 

afectadas a causa de actos u omisiones oriundas del derecho argentino que, de 

producir aquel efecto, hacen cuestión federal trascendente.

20)	Que en el mismo orden de ideas, debe tenerse presente que cuando la Na-

ción ratifica un tratado que firmó con otro Estado, se obliga internacionalmente 

a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos 

que ese tratado contemple, siempre que contenga descripciones lo suficiente-

mente concretas de tales supuestos de hechos que hagan posible su aplicación 

inmediata. Una norma es operativa cuando está dirigida a una situación de la 

realidad en la que puede operar inmediatamente, sin necesidad de instituciones 

que deba establecer el Congreso.

(...)

21)	Que la interpretación del Pacto debe, además, guiarse por la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, uno de cuyos objetivos es la 

interpretación del Pacto de San José (Estatuto, art. 10), Ante la consulta hecha a 

dicho tribunal acerca de si cuando el art. 14.1 dispone que el derecho de rectifi-

cación o respuesta se ejercerá "en las condiciones que establezca la ley", quiere 

decir que dicho derecho sólo es exigible una vez que se emita una ley formal que 

establezca las condiciones en que el mismo puede ser concretamente ejercido, 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



189

A
rg

en
tin

a
Ju

ris
pr

ud
en

ci
a

contestó rechazando este argumento y afirmando que allí se consagra un derecho 

de rectificación o respuesta en favor de toda persona, ya que "el sistema mismo 

de la Convención está dirigido a reconocer derechos y libertades a las personas 

y no a facultar a los Estados para hacerlo" (Opinión Consultiva OC-7/86, "Exigi-

bilidad del derecho de rectificación o respuesta" (arts. 14.1, 1.1 y 2), Serie A, N° 

7, p. 13, par. 14). Llegó a la opinión unánime en el sentido de que el art. 14.1, 

"reconoce un derecho de rectificación o respuesta internacionalmente exigible"  

(Ibídem, p. 19, letra A) y que la frase "en las condiciones que establece la ley" se 

refiere a cuestiones tales como "si los afectados tienen derecho a responder en 

espacio igual o mayor, cuándo debe publicarse la respuesta una vez recibida, en 

qué lapso puede ejercerse el derecho, qué terminología es admisible, etc." (Ibí-

dem, p.14, par. 27), pero que "el hecho de que los Estados partes puedan fijar las 

condiciones del ejercicio del derecho de rectificación o respuesta, no impide la 

exigibilidad conforme al derecho internacional de las obligaciones que aquéllos 

han contraído conforme el art. 1.1 (...) En consecuencia, si por cualquier circuns-

tancia, el derecho de rectificación o respuesta no pudiera ser ejercido por 'toda 

persona' sujeta a la jurisdicción de un Estado parte, ello constituiría una violación 

de la Convención" (p. 15, par. 28).

22)	Que en dicha opinión consultiva la Corte Interamericana sostuvo que "todo 

Estado parte que no haya ya garantizado el libre y pleno ejercicio del derecho 

de rectificación o respuesta, está en la obligación de lograr ese resultado, sea 

por medio de legislación o cualesquiera otras medidas que fueren necesarias 

según su ordenamiento jurídico interno para cumplir ese fin".

Que las palabras "en las condiciones que establezca la ley" se refieren a los di-

versos sistemas jurídicos internos, integrados, también por las sentencias de sus 

órganos jurisdiccionales, pues tanto la tarea judicial como legislativa persiguen 

el fin común de las soluciones valiosas (confr. Fallos: 302:1284 -La Ley, 1981-A, 

401-, entre otros).

Esta Corte considera que entre las medidas necesarias en el orden jurídico 

interno para cumplir el fin del pacto deben considerarse comprendidas las 

sentencias judiciales. En este sentido, puede el tribunal determinar las carac-

terísticas con que ese derecho, ya concedido por el tratado, se ejercitará en el 

caso concreto.

(...)
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Giroldi David y otro s/ recurso de casación. Sentencia del 7 de abril de 1995. 

La Corte declaró inconstitucional el artículo 459 inc.2 del Código Procesal 

Penal Argentino -que veda la admisibilidad del recurso de casación contra las 

sentencias de los Tribunales en lo Criminal en razón del monto de la pena- , por 

ser contrario al art.8 inc.2 ap.h de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, toda vez que por mandato constitucional la Convención Americana 

tiene jerarquía constitucional “en las condiciones de su vigencia”. 

Considerando: 
1. Que el Tribunal Oral en lo Criminal N° 6 de la Capital Federal condenó a 

Horacio D. Giroldi a la pena de 1 mes de prisión en suspenso, como autor pe-

nalmente responsable del delito de robo simple en grado de tentativa. Contra 

dicho pronunciamiento, la defensora oficial interpuso recurso de casación. 

Sostuvo, en cuanto al fondo del litigio, que la sentencia del tribunal oral 

violaba la garantía de la defensa en juicio. Consideró, además, a fin de fundar 

la admisibilidad del mencionado recurso, que era inconstitucional el límite 

impuesto por el art. 459, inc. 2° del Cód. Procesal Penal de la Nación, por 

contrariar lo dispuesto en el art. 8° inc. 2°, apart. h) de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, que otorga a toda persona inculpada de delito el 

derecho "...de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior". 

2. Que la Cámara Nacional de Casación Penal (sala I) rechazó el planteo de 

inconstitucionalidad y, en consecuencia, declaró inadmisible el recurso de ca-

sación. Para llegar a ese resultado, el a quo invocó, en lo que interesa, el caso 

"Jáuregui" (Fallos: 311:274), en el que esta Corte resolvió que el requisito de la 

doble instancia judicial en materia penal quedaba satisfecho con la posibilidad 

de interponer el recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Con-

tra el pronunciamiento de la Cámara de Casación, la defensa interpuso recurso 

extraordinario, cuya denegación dio origen a la presente queja. 

3. Que el recurso es admisible en tanto se ha puesto en tela de juicio la validez 

de una ley nacional por ser contraria a normas de la Constitución Nacional y 

de un tratado internacional al que ella hace referencia, y la decisión ha sido 

adversa al derecho fundado en estas últimas (art. 14, inc. 3°, ley 48). 

4. Que el a quo sostuvo que: "Por virtud de los límites objetivos fijados en los 

arts. 458 a 462 del Cód. Procesal Penal no hay posibilidad de recursos de ca-

sación ni inconstitucionalidad (…) y la causa ha fenecido en instancia única, 

por lo que su sentencia es final y contra ella cabe el recurso extraordinario de 

apelación". 
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5. Que la reforma constitucional de 1994 ha conferido jerarquía constitucional 

a varios acuerdos internacionales (art. 75, inc. 22, párr. 2°), entre ellos la Con-

vención Americana sobre Derechos Humanos que, en su ya recordado art. 8°, 

párr. 2°, inc. h, dispone que toda persona inculpada de delito tiene derecho "de 

recurrir del fallo ante juez o tribunal superior". 

6. Que en virtud de lo expuesto corresponde determinar si dentro del ordena-

miento procesal penal existen el órgano y los procedimientos para dar adecua-

da satisfacción a la garantía constitucional antes invocada. En ese sentido, la 

inexistencia de recursos en la ley de rito ha conducido al a quo a sostener que 

la sentencia del tribunal oral era susceptible del recurso extraordinario ante esta 

Corte, sobre la base del precedente "Jáuregui" (citado). 

7. Que en el caso antedicho, el tribunal consideró que el requisito previsto en 

el ya señalado art. 8°, párr. 2°, inc. h, de la Convención se hallaba satisfecho 

por la existencia del recurso extraordinario federal ante este tribunal (Fallos: 

311:274, consid. 6° del voto de la mayoría, 7° del voto del juez Caballero y 6° 

del voto del juez Petracchi). 

Sin embargo, las reglas y excepciones que en aquella época determinaban la 

competencia apelada de la Corte Suprema sufrieron modificaciones a partir de 

la reforma introducida en el año 1990 por la ley 23.774, que otorgó al tribunal 

la facultad de rechazar, por la sola aplicación del art. 280 del Cód. Procesal Civil 

y Comercial de la Nación, recursos extraordinarios por falta de agravio federal 

suficiente o cuando las cuestiones planteadas resultaren insustanciales o caren-

tes de trascendencia. 

8. Que en tales condiciones puede sostenerse hoy con nuevos fundamentos 

que, en hipótesis como la de autos, el recurso extraordinario no constituye un 

remedio eficaz para la salvaguarda de la garantía de la doble instancia que debe 

observarse dentro del marco del proceso penal como "garantía mínima" para 

"toda persona inculpada de delito" (art. 8°, párr. 2°, apart. h, Convención). 

9. Que, asimismo, las reformas introducidas por las leyes 23.984 y 24.050 res-

pecto de los distintos órganos judiciales que conforman los "tribunales infe-

riores" de la Justicia nacional (art. 75, inc. 20, Ley Fundamental), incluyeron la 

creación de la Cámara Nacional de Casación Penal. 

Esta circunstancia modificó la organización del Poder Judicial de la Nación exis-

tente para la época en que fue fallado el caso "Jáuregui" -que no contemplaba 

un "tribunal intermedio" entre la Corte Suprema y las Cámaras Nacionales o 

Federales de Apelación-. La Cámara Nacional de Casación Penal ha sido creada, 

precisamente, para conocer, por vía de los recursos de casación e inconstitu-

cionalidad -y aun de revisión- de las sentencias que dicten, sobre los puntos 

que hacen a su competencia, tanto los tribunales orales en lo criminal como los 

juzgados en lo correccional. 
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10. Que lo expuesto determina que la forma más adecuada para asegurar la 

garantía de la doble instancia en materia penal prevista en la Convención Ameri-

cana sobre Derechos Humanos (art. 8°, inc. 2°, apart. h), es declarar la invalidez 

constitucional de la limitación establecida en el art. 459, inc. 2 del Cód. Procesal 

Penal de la Nación, en cuanto veda la admisibilidad del recurso de casación 

contra las sentencias de los tribunales en lo criminal en razón del monto de la 

pena. 

11. Que la ya recordada "jerarquía constitucional" de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos (consid. 5°) ha sido establecida por voluntad expresa 

del constituyente, "en las condiciones de su vigencia" (art. 75, inc. 22, párr. 2°), 

esto es, tal como la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacio-

nal y considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los 

tribunales internacionales competentes para su interpretación y aplicación. 

De ahí que la aludida jurisprudencia deba servir de guía para la interpretación de 

los preceptos convencionales en la medida en que el Estado Argentino reconoció 

la competencia de la Corte Interamericana para conocer en todos los casos rela-

tivos a la interpretación y aplicación de la Convención Americana (confr. arts. 75, 

Constitución Nacional, 62 y 64 Convención Americana y 2°, ley 23.054). 

12. Que, en consecuencia, a esta Corte, como órgano supremo de uno de los 

poderes del Gobierno Federal, le corresponde -en la medida de su jurisdicción- 

aplicar los tratados internacionales a que el país está vinculado en los términos 

anteriormente expuestos, ya que lo contrario podría implicar responsabilidad de 

la Nación frente a la comunidad internacional. En tal sentido, la Corte Interameri-

cana precisó el alcance del art. 1° de la Convención, en cuanto los Estados parte 

deben no solamente "respetar los derechos y libertades reconocidos en ella", sino 

además "garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdic-

ción". Según dicha Corte, "garantizar" implica el deber del Estado de tomar todas 

las medidas necesarias para remover los obstáculos que puedan existir para que 

los individuos puedan disfrutar de los derechos que la Convención reconoce. 

Por consiguiente, la tolerancia del Estado a circunstancias o condiciones que im-

pidan a los individuos acceder a los recursos internos adecuados para proteger 

sus derechos, constituye una violación del art. 1.1 de la Convención (Opinión 

Consultiva N° 11/90 del 10 de agosto de 1990 -"Excepciones al agotamiento de 

los recursos internos" párr. 34-). Garantizar entraña, asimismo, "el deber de los 

estados parte de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las 

estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de 

manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 

de los derechos humanos" (íd., parág. 23). 

13. Que síguese de lo expresado, que la solución que aquí se adopta permite, 

desde el punto de vista de las garantías del proceso penal, cumplir acabada-

mente los compromisos asumidos en materia de derechos humanos por el 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



193

A
rg

en
tin

a
Ju

ris
pr

ud
en

ci
a

Estado Nacional a la vez que salvaguarda la inserción institucional de la Cáma-

ra Nacional de Casación Penal en el ámbito de la Justicia federal y respeta el 

sentido del establecimiento de órganos judiciales "intermedios" en esa esfera, 

creados para cimentar las condiciones necesarias para que el tribunal satisfaga 

el alto ministerio que le ha sido confiado sea porque ante ellos pueden encon-

trar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, 

sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar 

por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado (Fallos: 308:490 -La 

Ley, 1986-B, 476-, consid. 5°, con cita del Diario de Sesiones de la Cámara de 

Senadores, período de 1901, Congreso Nacional, Buenos Aires, 1961). 

Por ello, habiendo dictaminado el Procurador General, se declara procedente 

la queja y el recurso extraordinario y se deja sin efecto el pronunciamiento 

apelado. Acumúlese al principal y devuélvase al tribunal de origen, a fin de 

que, por quien corresponda, se dicte un nuevo fallo conforme a lo resuelto en 

el presente. 

Julio S. Nazareno. Eduardo Moliné O'Connor. Carlos S. Fayt. Augusto César 

Belluscio. Enrique S. Petracchi. Antonio Boggiano. 
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B. 851. XXXI. Recurso de Hecho. Bramajo, Hernán Javier s/ incidente de 

excarcelación. Causa Nº 44.891. Sentencia del 12 de septiembre de 1996. 

Rechaza la inconstitucionalidad del art.1º de la ley 24.390, que libera al 

imputado después de 3 años de prisión sin condena, con fundamento en que 

“...la opinión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos debe servir 

de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en la medida en 

que el Estado argentino reconoció la competencia de aquella…”.

VISTOS los autos: "Recurso de hecho deducido por Norberto Julio Quantin (fis-

cal ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional) en la 

causa Bramajo, Hernán Javier s/ incidente de excarcelación -causa N° 44.891-", 

para decidir sobre su procedencia. 

Considerando:
1°) Que contra la resolución de la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelacio-

nes en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal que concedió la excar-

celación de Hernán Javier Bramajo, el señor fiscal de cámara dedujo recurso 

extraordinario, cuya denegación dio lugar a la presente queja.

2°) Que de las constancias de la causa surge: a) que el procesado Bramajo fue 

detenido el 1 de julio de 1992, habiendo sido excarcelado por aplicación del art. 

1° de la ley 24.390, al cumplir tres años de detención en prisión preventiva.

(…)

7°) Que la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone en el art. 

7°, inc. 5°, que "toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, 

ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 

judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 

puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso".

Por su parte la ley 24.390, que se autodefine como reglamentaria del art. 7°, inc. 

5°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 9°) determina 

un plazo fijo de dos años, con una prórroga de un año y otra de seis meses 

para los procesados que habiendo cumplido aquel lapso de detención en pri-

sión preventiva no hubiesen sido juzgados en forma definitiva (arts. 1° y 2°). 

Además dispone que transcurrido el plazo mencionado, se computará por un 

día de prisión preventiva dos de prisión o uno de reclusión (art. 7°).

8°) Que la "jerarquía constitucional" de la Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos ha sido establecida por voluntad expresa del constituyente, "en 
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las condiciones de su vigencia" (art. 75, inc. 22, 2° párrafo) esto es, tal como 

la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacional y conside-

rando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales 

internacionales competentes para su interpretación y aplicación. 

De ahí que la opinión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en 

la medida en que el Estado argentino reconoció la competencia de aquélla para 

conocer en todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Con-

vención Americana, art. 2° de la ley 23.054 (confr. doctrina de la causa G.342.

XXVI. "Giroldi, Horacio David y otro s/ recurso de casación", sentencia del 7 

de abril de 1995).

9°) Que sobre la base de tales pautas y a los efectos de determinar si la ley 

24.390 armoniza con el art. 7°, inc. 5°, del tratado internacional mencionado, 

resulta pertinente reseñar la opinión de la Comisión Interamericana de Dere-

chos Humanos, desarrollada en el informe sobre el caso 10.037 de la República 

Argentina del 13 de abril de 1989 el que, si bien es anterior a la vigencia de 

la ley 24.390 resulta de significativa importancia para el caso debido a que el 

mencionado organismo internacional ha fijado las pautas que los Estados Partes 

deben tener en cuenta al reglamentar lo que se ha denominado "plazo razona-

ble de detención sin juzgamiento".

Así, consideró la Comisión que "...la determinación del plazo razonable en el 

derecho interno argentino surge en cada caso de la consideración armoniosa 

de estas dos disposiciones -hizo referencia al art. 379, inc. 6° y al art. 380 del 

Código de Procedimientos en lo Criminal quedando librada esa consideración 

al criterio del juez que debe decidir en base a los parámetros que la ley le marca 

taxativamente para que los valore en forma conjunta".

(…)

14) Que la conclusión expuesta no significa desconocer las palabras de la ley, 

sino interpretarla a la luz del tratado con jerarquía constitucional que aquélla 

reglamenta.

Además, cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la 

literalidad de uno de sus textos conduzca a resultados concretos que no armo-

nicen con los principios axiológicos enunciados en otro de rango superior y 

produzca consecuencias notoriamente disvaliosas, resulta necesario dar preemi-

nencia al espíritu de la ley, a sus fines, al conjunto armonioso del ordenamiento 

jurídico y a los preceptos fundamentales del derecho en el grado y jerarquía en 

que éstos son valorados por el ordenamiento normativo.

De lo contrario aplicar la ley se convertiría en una tarea mecánica incompatible 

con la naturaleza misma del derecho y con la función específica de los magis-

trados que les exige siempre conjugar los principios contenidos en la ley con 
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los elementos fácticos del caso, pues el consciente desconocimiento de unos u 

otros no se compadece con la misión de administrar justicia (confr. doctrina de 

Fallos: 302:1284 y la jurisprudencia allí citada).

15) Que por los argumentos expuestos, en el caso sometido a estudio del Tri-

bunal, el examen de las condiciones personales del procesado, la gravedad de 

los hechos que se le imputan, la condena anterior que registra -que eventual-

mente ha de ser unificada con la que pueda resultar en la presente así como la 

pena solicitada por el fiscal, hacen presumir que en caso de obtener la libertad 

intentará burlar la acción de la justicia, razón por la cual debe revocarse la reso-

lución impugnada, puesto que la interpretación efectuada por el a quo del art. 

1° de la ley 24.390 ha sido incompatible con la jurisprudencia elaborada por la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la establecida por esta Corte 

en la causa "Firmenich" (Fallos: 310:1476).

Por ello, se rechaza la inconstitucionalidad del art.1° de la ley 24.390 y se re-

voca la resolución impugnada.

Hágase saber y vuelva al tribunal de origen para que se dicte nuevo fallo con 

arreglo a derecho. Agréguese la queja al principal.

Julio S. Nazareno. Eduardo Moliné O'Connor. Carlos S. Fayt (en disidencia). Au-

gusto César Belluscio (en disidencia). Antonio Boggiano. Guillermo A. F. López. 

Gustavo A. Bossert (en disidencia). Adolfo Roberto Vázquez.
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Argentina 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Acosta, Claudia Beatriz y otros s/ habeas corpus. Sentencia del 22 de diciembre 

de 1998.

En relación con el ataque perpetrado el 23 de Enero de 1989 en los cuarteles 

de La Tablada, sostiene la Corte que “la Jurisprudencia internacional, por más 

novedosa y pertinente que se repute, no podría constituir un motivo de revisión 

de las resoluciones judiciales –equiparable al recurso de revisión-, pues ello 

afectaría la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales…”

(…)

Considerando:
1°) Que contra la decisión de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín 

que no hizo lugar a la acción de hábeas corpus promovida en favor de Claudia 

Beatriz Acosta y otros, todos condenados en la causa "Abella, Carlos y otros", 

respecto de los hechos ocurridos el 23 de enero de 1989 en el Regimiento de La 

Tablada, dedujeron los doctores Marta Fernández y Héctor Trajtemberg recurso 

extraordinario, que fue concedido.

2°) Que de las constancias de autos surge: 

a) que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a Claudia 

Beatriz Acosta, Miguel Angel Aguirre, Luis Alberto Díaz, Roberto Felicetti, Isa-

bel Margarita Fernández de Mesutti, Gustavo Alberto Mesutti, José Moreyra, 

Carlos Ernesto Motto, Sergio Manuel Paz, Luis Darío Ramos, Sebastián Joaquín 

Ramos, Claudio Néstor Rodríguez, Claudio Omar Veiga, Juan Antonio Puigjane, 

Dora Esther Molina de Felicetti, Miguel Angel Faldutti, Daniel Alberto Gabioud 

Almiron, Juan Manuel Burgos, Cintia Alejandra Castro y Juan Carlos Abella a 

diversas penas por el ataque perpetrado el 23 de enero de 1989 en los cuarteles 

de La Tablada; decisión que quedó firme a raíz de la intervención de esta Corte 

en las presentaciones directas (Fallos: 315:319/325); 

b) que con posterioridad a que la sentencia adquirió firmeza al pasar en auto-

ridad de cosa juzgada, Marta Fernández de Burgos y Eduardo Salerno presen-

taron una petición a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la 

que alegaron diversas violaciones a los derechos humanos, entre los que men-

cionaron los derechos a la vida, respeto a la integridad física, psíquica y moral, 

a ser juzgado dentro de un plazo razonable, derecho a las garantías judiciales, 

a la igualdad ante la ley y a la protección judicial.

c) que la Comisión "no encontró evidencia alguna en el expediente de este 

caso para sustentar las alegadas violaciones al derecho a la libertad personal" 

(parágrafo 436). En cambio, consideró al Estado argentino responsable por las 

violaciones a los derechos a la vida, integridad personal, posibilidad de recurrir 

el fallo condenatorio ante un tribunal superior y derecho a un recurso sencillo 
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y efectivo y por esas razones recomendó al Estado argentino, que "...adopte 

las medidas más apropiadas para reparar a las víctimas o sus familiares el daño 

sufrido por las personas individualizadas en el párrafo 436 (A) -y 436 (B)-" es-

tos últimos son los peticionarios del hábeas corpus. Dado que el plazo de un 

mes otorgado al Estado argentino para informar acerca del cumplimiento de las 

recomendaciones precedentes, expiró sin haberse dado respuesta, la Comisión 

decidió hacer público el informe e incluirlo en su Informe Anual (art. 51 inc. 3° 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos);

d) que los letrados de los recurrentes dedujeron acción de hábeas corpus, con 

sustento en que la recomendación formulada por la Comisión Interamericana 

al Estado argentino referente a la reparación a las víctimas o a sus familiares del 

daño sufrido, "implica, ante todo, la libertad inmediata de quienes resultaron 

víctimas de las violaciones a los derechos humanos...De modo que lo que esta-

mos examinando es la forma de poner en estado operativo, de cumplimentar, 

una orden jurisdiccional tuitiva de la libertad individual, emanada de un órgano 

supremo de tutela y contralor de los derechos y garantías individuales...".

3°) Que el tribunal anterior en grado confirmó la resolución que desestimaba 

el hábeas corpus. Para así decidir expresó que las atribuciones de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos son instructorias o de prevención, aparte 

de conciliatorias y que en caso de desconocerse las recomendaciones formuladas 

por aquélla, lo único que la Comisión puede hacer es publicar su informe, y que 

"'las obligaciones contraídas por el Estado del caso se reducen a auxiliar a la Co-

misión en sus roles instructorios o prevencionales sin que asuma jurídicamente el 

compromiso de cumplir sus recomendaciones, conclusiones u opiniones'".

Concluyó afirmando que "la limitación que actualmente pesa sobre la libertad 

de los beneficiarios de esta acción ha emanado de la autoridad competente 

para su dictado - sentencia condenatoria firme- y mantiene actualmente su 

vigencia por lo que (...) no se dan los supuestos para la procedencia de la me-

dida requerida mediante la acción de hábeas corpus".

4°) Que en el remedio federal los letrados de los condenados plantean bási-

camente tres agravios: 1) una alegada discrepancia con la interpretación efec-

tuada por el a quo en relación al valor no vinculante de las recomendaciones 

formuladas por la Comisión Interamericana, la que -afirman- se hallaría en 

contradicción con la doctrina de esta Corte en los casos "Giroldi" y "Bramajo", 

en los que este Tribunal - según el criterio de los apelantes - habría reconocido 

fuerza vinculante a las sentencias y opiniones consultivas de la Comisión;

(...)

6°) Que esta Corte ha de determinar si el alcance que el tribunal a quo ha dado 

a las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

resulta compatible con las normas pertinentes de la Convención Interamericana 

que regulan las funciones de la Comisión, a la luz de la interpretación efectuada 
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por este Tribunal en los casos "Giroldi" y "Bramajo" .

En caso de que la respuesta fuese negativa deberá dilucidarse si la Comisión 

Interamericana ha formulado alguna recomendación relacionada con la libertad 

de los condenados y si el hábeas corpus es la vía apta.

7°) Que resulta necesario recordar que entre las funciones que la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos confiere a la Comisión Interamericana se 

incluye la de "formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los 

gobiernos de los Estados Miembros para que adopten medidas progresivas en 

favor de los derechos humanos, dentro del marco de sus leyes internas y sus 

preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar 

el debido respeto a esos derechos" (art. 41 inc. b).

8°) Que el procedimiento a seguir cuando no se alcanzaron soluciones con el 

Estado parte consta de diversas etapas. En la primera, regulada por el art. 50, 

la Comisión, siempre que no se haya alcanzado una solución amistosa, puede 

exponer los hechos y sus conclusiones en un documento dirigido al Estado in-

teresado que tiene carácter preliminar, el mencionado informe se transmite con 

carácter reservado al Estado para que adopte las proposiciones y recomenda-

ciones de la Comisión y solucione el problema, y el Estado no tiene la facultad 

de publicarlo. La segunda etapa está regulada por el art. 51 y en ella, si en el 

plazo de tres meses el asunto no ha sido solucionado por el Estado al cual se 

ha dirigido el informe preliminar atendiendo las proposiciones formuladas en el 

mismo, la Comisión está facultada, dentro de dicho período, para decidir si so-

mete el caso a la Corte por medio de la demanda respectiva o bien si continúa 

con el conocimiento del asunto. Puede existir una tercera etapa con posteriori-

dad al informe definitivo, en los casos en que habiendo vencido el plazo que 

la Comisión ha dado al Estado para cumplir las recomendaciones contenidas 

en este último no se hubiesen acatado, ocasión en que la Comisión decidirá si 

lo publica o no, decisión ésta que también debe apoyarse en la alternativa más 

favorable para la tutela de los derechos humanos (conf. pautas fijadas por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 13-

93 del 16 de julio de 1993).

9°) Que, como se advierte, las etapas mencionadas representan la conclusión 

del procedimiento ante la Comisión, por medio del cual ésta toma una determi-

nación tras haber examinado la evidencia sobre si el Estado cumplió o no con 

sus obligaciones convencionales y con las medidas que han sido consideradas 

necesarias para remediar la situación examinada.

Del texto de la Convención Americana surge que la decisión que los estados par-

tes se comprometen a cumplir es la de la Corte Interamericana (art. 68 inc. 1°).

10) Que esta Corte tuvo ocasión de expedirse sobre los alcances de la compe-

tencia de la Comisión Interamericana al expresar en el caso "Giroldi" (Fallos: 
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318:514) que la jerarquía constitucional de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos ha sido establecida por voluntad expresa del constituyente 

en las condiciones de su vigencia (art. 75, inc. 22, 2° párrafo), esto es, tal como 

la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacional y conside-

rando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales 

internacionales competentes para su interpretación y aplicación. Añadió que 

por ello la aludida jurisprudencia debe servir de guía para la interpretación de 

los preceptos convencionales en la medida en que el Estado argentino recono-

ció la competencia de la Corte Interamericana para conocer en todos los casos 

relativos a la interpretación y aplicación de la Convención Americana. Tales 

pautas fueron reiteradas por este Tribunal al decidir el caso "Bramajo" (Fallos: 

319:1840), en el que mencionó que "...la opinión de la Comisión Interameri-

cana de Derechos Humanos debe servir de guía para la interpretación de los 

preceptos convencionales...".

11) Que, por otra parte, las funciones de la Comisión Interamericana fueron 

ponderadas por la Corte Interamericana, al pronunciarse en la Opinión Consul-

tiva OC 13-93 solicitada por la República Argentina y la República Oriental del 

Uruguay, al expresar que "...la atribución otorgada a la Comisión para formular 

recomendaciones a los gobiernos de los Estados Miembros para que adopten 

medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de 

sus leyes internas y sus preceptos constitucionales o el compromiso de los 

Estados de adoptar las medidas legislativas necesarias para hacer efectivos los 

derechos y libertades garantizados por la convención 'con arreglo a sus pro-

cedimientos constitucionales' no le dan a la Comisión facultad para calificar el 

cumplimiento por el Estado de los preceptos constitucionales en la elaboración 

de normas internas (párrafo 29). Al resolver el caso decidió que "la Comisión es 

competente, en los términos de las atribuciones que le confieren los artículos 

41 y 42 de la Convención, para calificar cualquier norma del derecho interno 

de un Estado Parte como violatoria de las obligaciones que éste ha asumido al 

ratificarla o adherir a ella, pero no lo es para dictaminar si contradice o no el 

ordenamiento jurídico interno de dicho Estado...".

12) Que asimismo, la Comisión Interamericana, en el informe 30/97 del caso 

10.087 de la República Argentina, al mencionar las funciones que la Convención 

le atribuía señaló que no tenía competencia "para declarar per se que una ley 

nacional o dictamen de la justicia es inconstitucional o ilegal...Sin embargo, tie-

ne una facultad fundamental para examinar si los efectos de una medida dada 

de alguna manera violan los derechos humanos del peticionario reconocidos 

en la Convención Americana. Esta práctica es congruente con los precedentes 

sentados por la Comisión Europea de Derechos Humanos".

13) Que, bajo los supuestos indicados, cabe expresar que la interpretación 

efectuada por el a quo del alcance que los jueces deben dar a las recomenda-
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ciones de la Comisión Interamericana, resulta compatible con la interpretación 

efectuada por este Tribunal en los casos mencionados, la que, por lo demás, se 

adecua a la efectuada por la Corte Interamericana en el supuesto mencionado.

Al respecto cabe destacar que si bien por el principio de buena fe que rige la 

actuación del Estado argentino en el cumplimiento de sus compromisos interna-

cionales, aquél debe realizar los mejores esfuerzos para dar respuesta favorable 

a las recomendaciones efectuadas por la Comisión, ello no equivale a consagrar 

como deber para los jueces el de dar cumplimiento a su contenido, al no tratarse 

aquéllas de decisiones vinculantes para el Poder Judicial. Es que la jurisprudencia 

internacional, por más novedosa y pertinente que se repute, no podría constituir 

un motivo de revisión de las resoluciones judiciales -equiparable al recurso de 

revisión-, pues ello afectaría la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales, la 

que, en la medida en que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad 

jurídica, es exigencia del orden público y posee jerarquía constitucional. 

Lo expuesto torna insustancial el tratamiento de los restantes agravios, más aún 

si se tiene en cuenta la falta de relación directa entre las recomendaciones for-

muladas por la Comisión y la privación de libertad que se hallan cumpliendo 

los condenados por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Por ello, oído el señor Procurador Fiscal, se declara procedente el recurso ex-

traordinario y se confirma la sentencia impugnada. Notifíquese. 

Julio S. Nazareno. Eduardo Moliné O'Connor. Carlos S. Fayt. Augusto César Bellus-

cio. Enrique Santiago Petracchi (en disidencia). Antonio Boggiano (por su voto). 

Guillermo A. F. López. Gustavo A. Bossert (por su voto). Adolfo Roberto Vázquez.

Voto de los Señores Ministros Doctores Don Antonio Boggiano y 
Don Gustavo A. Bossert

Considerando:
1°) Que contra la resolución de la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de 

San Martín que no hizo lugar al hábeas corpus interpuesto en favor de Claudia 

Beatriz Acosta, Miguel Angel Aguirre, Luis Alberto Díaz, Roberto Felicetti, Isabel 

Margarita Fernández de Mesutti, Gustavo Alberto Mesutti, José Moreyra, Carlos 

Ernesto Motto, Sergio Manuel Paz, Luis Darío Ramos, Sebastián Joaquín Ramos, 

Claudio Néstor Rodríguez, Claudio Omar Veiga, Juan Antonio Puigjané, Dora Es-

ther Molina de Felicetti, Miguel Angel Faldutti, Daniel Alberto Gabioud Almirón, 

Juan Manuel Burgos, Cintia Alejandra Castro y Juan Carlos Abella, sus letrados 

patrocinantes interpusieron el recurso extraordinario que fue concedido.

2°) Que para resolver de ese modo, el a quo se remitió a los fundamentos del 

juez de primera instancia que había considerado que la acción en favor de la 
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libertad de los nombrados -quienes se encuentran cumpliendo condena firme- 

se basaba en el informe 55/97 de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, en el que se había declarado al Estado argentino responsable de 

diversas violaciones a esos derechos a raíz de la sustanciación de la causa que 

había motivado la condena, y se le recomendó adoptar las medidas necesarias 

para repararlas. 

El magistrado consignó que las violaciones al derecho a la vida concernían a 

personas distintas de los beneficiarios de esta acción por lo que en este trá-

mite no correspondía tratarlas. En relación con los efectos del citado informe, 

integrante de la acción de hábeas corpus, sostuvo que los pronunciamientos 

de la Comisión Interamericana no eran de cumplimiento obligatorio, aun en 

el caso de que fuesen publicados, pues sólo una decisión de la Corte Intera-

mericana podía establecer que habían existido violaciones de un derecho o 

libertad protegidos por la Convención y disponer con fuerza obligatoria que se 

garantizase su ejercicio o se procediese a su reparación. El juez concluyó en 

que la denuncia debía desestimarse porque en las condiciones antes señaladas 

no se presentaba en autos ninguna de las situaciones previstas en la ley de 

hábeas corpus (art. 3° de la ley 23.098), en la medida que la limitación actual 

de la libertad ambulatoria era consecuencia de una orden escrita emitida por 

autoridad competente (fs. 30/32). 

Elevada la causa en consulta, la Cámara confirmó esa decisión y, a mayor abun-

damiento, sostuvo la necesidad de delimitar cuál era a su criterio "el alcance 

de la competencia de la Comisión, que es el órgano sobre cuya opinión se 

sustenta el reclamo de autos". Expresó que las atribuciones de tal órgano eran, 

fundamentalmente, instructorias o de prevención, aparte de conciliatorias y que 

era a la Corte Interamericana a quien le correspondía resolver el tema mediante 

un pronunciamiento definitivo e inapelable. Por ello concluyó en que frente 

al desconocimiento de las recomendaciones de la Comisión lo único que ésta 

podía hacer era publicar sus informes y que las obligaciones contraídas por el 

Estado se reducían a auxiliar a ese órgano en sus roles instructorios o preven-

cionales sin que hubiese asumido el compromiso de cumplir sus recomenda-

ciones, conclusiones u opiniones. 

Por último señaló que "en tal contexto, la limitación que actualmente pesa sobre 

la libertad de los beneficiarios de esta acción ha emanado de la autoridad com-

petente para su dictado -sentencia condenatoria firme- y mantiene actualmente 

su vigencia por lo que, tal como fuera resuelto por el magistrado actuante, no 

se dan los supuestos para la procedencia de la medida requerida mediante la 

acción de hábeas corpus (arts. 3, inc. 1ro y 10 de la ley 23.098)".

3°) Que los recurrentes fundan su apelación en la inteligencia que a su juicio 

cabe acordar a cláusulas constitucionales y de tratados internacionales de dere-

chos humanos, así como en la gravedad institucional emergente de la inobser-

vancia de las recomendaciones emitidas por un organismo de la Organización 
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de los Estados Americanos. Sostienen que en dicho informe se declaró respon-

sable al Estado argentino por la violación de varios derechos de los recurrentes 

y se formularon distintas recomendaciones tendientes a reparar a los beneficia-

rios por los daños sufridos como consecuencia de la sustanciación de la causa. 

Argumentan que la reparación puede tener vastos alcances pero, después de 

nueve años de detención, no puede conducir a otra solución que a la inmediata 

libertad de quienes resultaron víctimas de tales violaciones, al restablecerse así 

la situación existente con anterioridad a éstas. 

Aportan diversos fundamentos para justificar que el Estado argentino - sus tribu-

nales incluidos - deben cumplir las recomendaciones de la Comisión bajo pena 

de incurrir en una violación al Pacto de San José de Costa Rica. Justifican la vía 

elegida en virtud de que la acción de hábeas corpus tutela el bien jurídico libertad 

individual y las lesiones a otros bienes jurídicos que le son conexos, y en el retar-

do del Poder Ejecutivo en cumplir con lo dispuesto en el informe. Además, alegan 

que en el precedente "Ekmekdjian" esta Corte reconoció que las decisiones judi-

ciales eran un medio idóneo para hacer efectivos los derechos de la Convención. 

Por último, afirman que una decisión adversa violaría la supremacía del derecho 

federal plasmada en los arts. 31 y 75, incs. 22 y 23, de la Constitución Nacional.

4°) Que la decisión apelada proviene de la Cámara Federal de Apelaciones de 

San Martín, que es en el caso el superior tribunal de la causa de conformidad 

con lo dispuesto en el art. 7 de la ley 23.098, toda vez que el Código Procesal 

Penal de la Nación no prevé en el trámite del hábeas corpus la intervención de 

la Cámara Nacional de Casación Penal.

5°) Que en autos existe cuestión federal suficiente ya que se ha puesto en tela 

de juicio la inteligencia que cabe asignar a distintas disposiciones de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos y su ley aprobatoria (art. 75, inc. 22 

de la Constitución Nacional y ley 23.054) y la interpretación efectuada por el a 

quo ha sido contraria a las pretensiones que en ellas fundaron los recurrentes 

(art. 14, inc. 3° de la ley 48). 

En efecto, en tanto éstos sostienen que los jueces de un Estado parte están 

obligados a ceñir sus decisiones al contenido de los informes de la Comisión y 

que, según el alcance que atribuyen al citado informe 55/97, su aplicación en 

el sub lite sería determinante del cese de toda restricción de su libertad, el a 

quo ha negado que estos documentos tuviesen el carácter aludido y que fuese 

admisible la pretensión deducida en el hábeas corpus.

6°) Que el informe 55/97 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

-Caso n° 11.137 Argentina- en el que apoyan su reclamo los recurrentes, fue 

dictado en los términos del art. 51 de la Convención, en virtud de que el Estado 

argentino no había adoptado las medidas adecuadas para remediar las violacio-

nes señaladas una vez expirado el plazo para hacerlo. Como consecuencia de 
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ello ese organismo decidió publicarlo como corolario del procedimiento propio 

de su competencia en el marco del sistema interamericano de protección de los 

derechos humanos. En él se reiteran y ratifican las conclusiones de su anterior 

-n° 22/97- emitido con carácter confidencial en los términos del art. 50.

7°) Que un examen de los preceptos convencionales que regulan la creación 

y funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos pone 

de manifiesto que la elaboración de informes como los que fundan esta acción 

-que pueden o no incluir recomendaciones a los estados- se inserta dentro de 

un procedimiento que reconoce básicamente tres etapas que se desarrollan de 

modo progresivo. Una primera, de carácter confidencial (primer informe en 

los términos del art. 50) y una última, caracterizada por la publicidad (segundo 

informe en los términos del art. 51), con la posibilidad de que entre una y otra 

etapa el debate se traslade a la competencia de la Corte Interamericana de De-

rechos Humanos (art. 52), en cuyo caso la Comisión pierde la suya para seguir 

actuando en lo que se describió como última etapa.

8°) Que tanto de los términos expresos del pacto como de su contexto, se des-

prende que cuando ese instrumento convencional ha querido asignar carácter 

obligatorio a las decisiones emanadas de sus órganos de aplicación lo hizo en 

forma explícita. En este sentido, la Convención dispone que cuando la Corte In-

teramericana de Derechos Humanos decida que hubo violación de un derecho 

o libertad protegidos en el pacto dispondrá que se garantice al lesionado en el 

goce de su derecho o libertad conculcados. Asimismo, si ello fuera procedente, 

que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado 

la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 

lesionada (art. 63.1). 

El fallo de la Corte es definitivo e inapelable (art. 67). Los estados partes en la 

Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en 

que sean partes (art. 68.1). Cuando el fallo disponga una indemnización com-

pensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno 

vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado (art. 68.2).

9°) Que, por lo demás, tanto el texto del acto de aprobación legislativa como el 

instrumento de ratificación concuerdan con la conclusión antes expuesta. Así, 

la ley 23.054 en su art. 2 únicamente reconoce la competencia de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos por tiempo indefinido sobre todos los 

casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención, bajo condi-

ción de reciprocidad, al igual que el instrumento de ratificación suscrito el 14 

de agosto de 1984.

10) Que lo expuesto, sin embargo, no obsta a que por aplicación del principio 

de buena fe, que rige la actuación del Estado argentino en el cumplimiento de 

sus obligaciones internacionales y en virtud de la calidad de los argumentos y la 
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autoridad de quien emanan, este Tribunal considere a los informes de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos formulados en el marco del art. 51 del Pac-

to de San José de Costa Rica como una inestimable fuente de hermenéutica en el 

ámbito del derecho internacional de los derechos humanos y que, por ende, ellos 

constituyan un criterio valioso de interpretación de las cláusulas convencionales en 

la materia tal como lo ha sostenido esta Corte expresamente (voto de la mayoría 

en Fallos: 319:1840) o al adoptar sus pautas interpretativas para resolver cuestiones 

traídas a su conocimiento (Fallos: 318:1877, cons. 8°; 318:2611; voto del juez Bos-

sert en la causa E.381.XXXII, "Estévez, José Luis s/ solicitud de excarcelación -causa 

N° 33.769-", resuelta el 3 de octubre de 1997; voto de los jueces Fayt y Petracchi en 

la causa T.114.XXXIII, "Tabarez, Roberto Germán s/ delito de homicidio agravado 

por alevosía -causa N° 232-", resuelta el 17 de marzo de 1998; entre otros).

11) Que cabe aquí destacar que este criterio jurisprudencial se corresponde 

con el de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al que este Tribunal 

consideró que debía servir de guía para la interpretación de los preceptos con-

vencionales (Fallos: 318:514, cons. 11).

12) Que este órgano jurisdiccional del sistema interamericano se pronunció 

respecto de las consecuencias jurídicas que un informe de la Comisión Inte-

ramericana de Derechos Humanos genera para los estados parte. La cuestión 

le fue sometida a petición de la Comisión ante la negativa de un Estado a "dar 

cumplimiento a las recomendaciones formuladas por la Comisión" (caso "Loay-

za Tamayo", sentencia del 17 de septiembre de 1997).

En esa oportunidad, la Corte Interamericana al reiterar conclusiones que había 

formulado en su Opinión Consultiva 13/93 sobre "Ciertas atribuciones de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos", resolvió que, en virtud del 

principio de buena fe consagrado en el art. 31.1 de la Convención de Viena 

sobre Derecho de los Tratados, "...80...si un Estado suscribe y ratifica un tratado 

internacional, especialmente si se trata de derechos humanos, como es el caso 

de la Convención Americana, tiene la obligación de realizar sus mejores es-

fuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano de protección como la 

Comisión Interamericana que es, además, uno de los órganos principales de la 

Organización de los Estados Americanos, que tiene como función “promover la 

observancia y la defensa de los derechos humanos” en el hemisferio (Carta de 

la OEA, art. 52 y 111)...". "81...Asimismo, el art. 33 de la Convención Americana 

dispone que la Comisión Interamericana es un órgano competente junto con 

la Corte “para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los 

compromisos contraídos por los Estados Parte”, por lo que, al ratificar dicha 

Convención, los Estados Parte se comprometen a atender las recomendaciones 

que la Comisión aprueba en sus informes" (el subrayado no es original).

13) Que, en tales condiciones, el tribunal apelado al resolver como lo hizo se 

apartó de los criterios expuestos en los considerandos que anteceden en cuanto, 
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más allá de asistirle razón en el sentido de que los jueces de un Estado parte no es-

tán obligados a ceñir sus decisiones a lo establecido en los informes emitidos por 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, existe el deber de tomar en 

consideración su contenido. Afirmación ésta que encuentra apoyo normativo en el 

art. 41.b. del pacto que consagra como facultad de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos la de formular recomendaciones cuando lo estime convenien-

te y delimita lo que constituye el objeto de ellas: que "los gobiernos de los Estados 

Miembros adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos".

14) Que, como fuente de derecho, los informes y las opiniones de la Comisión 

Interamericana constituyen criterios jurídicos de ordenación valorativa para los 

estados miembros que deben tomar en cuenta razonadamente para adoptar de-

cisiones en el derecho interno con miras a armonizarlas en todo lo posible con 

aquellos criterios establecidos por la Comisión. En tales condiciones, este deber 

de tomar en consideración las recomendaciones formuladas por la Comisión 

para adoptar medidas progresivas en favor de los derechos humanos se inserta 

dentro de un deber general de "respetar los derechos y libertades" contenido en 

el art. 1° de la Convención, cuyo alcance ha sido interpretado por la Corte Inte-

ramericana de Derechos Humanos como comprensivo del deber de "garantizar" 

su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción (OC- 11/90 del 

10 de agosto de 1990 "Excepciones al agotamiento de los recursos internos", 

parágrafo 34) entendido este último, en uno de sus aspectos, como "el deber 

de los estados parte de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, 

todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder 

público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y 

pleno ejercicio de los derechos humanos" (íd., parágrafo 23).

15) Que, al respecto, esta Corte Suprema tiene dicho que en la esfera de sus 

atribuciones, representa la "soberanía nacional" (Fallos: 12:134) y que, en este 

sentido, debe velar porque la buena fe que rige la actuación del Estado Na-

cional en el orden internacional para el fiel cumplimiento de las obligaciones 

emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional no se 

vea afectada a causa de actos u omisiones de sus órganos internos, cuestión a 

la que no es ajena la jurisdicción de esta Corte en cuanto pueda constitucional-

mente evitarla (Fallos: 315:1492, cons. 19 in fine y 318:373, cons. 4°).

16) Que los deberes reconocidos en los considerandos que anteceden, se ex-

tienden a todos los jueces de cualquier jerarquía y fuero quienes, aun ante la 

inexistencia de reglamentación legislativa indicativa del curso judicial a seguir 

frente a informes o recomendaciones emanadas de la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, están obligados a atender a su contenido con el fin 

de procurar la protección de los derechos humanos involucrados pues en esta 

materia aquélla no es requisito indispensable (Fallos: 239:459 y 241: 291, entre 

otros citados en Fallos: 317:247, cons. 14) y, por lo demás, el Tribunal ya ha 
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señalado que entre las medidas necesarias en el orden jurídico interno para 

cumplir con el objeto y fin del pacto deben considerarse incluidas las senten-

cias judiciales (Fallos: 315:1492 antes citado, cons. 22 de la mayoría y cons. 18 

del voto de los jueces Moliné O´Connor y Petracchi).

17) Que establecidos los alcances que esta Corte ha otorgado a los informes de 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a la protección que debe 

otorgarse a esa clase de derechos, cabe examinar si la inteligencia que los recu-

rrentes otorgan al informe 55/97 -con el fin de obtener la inmediata libertad de 

aquellos que aún continúan detenidos o el cese de toda medida restrictiva de la 

libertad para los liberados condicionales-, es la consecuencia necesaria de sus 

términos pues sólo en esas condiciones existiría el deber de atender a su con-

tenido y, por ende, relación directa e inmediata entre lo resuelto y la privación 

de la libertad ambulatoria cuyo mantenimiento con posterioridad al informe los 

recurrentes consideran ilegal. 

18) Que en el citado documento la Comisión concluyó en que el Estado argen-

tino era responsable por las violaciones de los derechos humanos consagrados 

en los artículos del pacto que se detallan a continuación, todos ellos en relación 

con el art. 1.1, respecto de todos o algunos de los recurrentes según expresó 

en cada caso: a) derecho a la vida (art. 4); b) derecho a la integridad personal 

(art. 5.2); c) derecho de recurrir un fallo condenatorio ante un juez o tribunal 

superior (art. 8.2.h) y d) derecho a un recurso sencillo y efectivo (art. 25.1).

(...)

21) Que es en este contexto en el que el Tribunal considera que del contenido 

del informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos n° 55/97 no 

emana, directa o indirectamente, una recomendación en favor de la libertad de 

los recurrentes. 

(...)

22) Que tampoco puede desprenderse directa o indirectamente de sus térmi-

nos un reconocimiento del derecho a la libertad como forma de reparación 

posible por las violaciones así declaradas.

(...)

25) Que, a esta altura, parece conveniente señalar que diversas decisiones de 

esta Corte Suprema han procurado, en la medida de su competencia, contribuir 

a la implementación del derecho internacional de los derechos humanos en el 

orden interno al eliminar obstáculos legales que atentaban contra el libre y ple-

no ejercicio de esos derechos. Así, en materia del derecho de recurrir del fallo 

ante un tribunal superior en los términos del art. 8.2.h. declaró inconstituciona-

les los límites establecidos en el art. 459 del Código Procesal Penal de la Nación 

para recurrir en casación (Fallos: 318:514). Y más recientemente delimitó el 
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alcance que debía reconocérsele a la competencia del tribunal superior para 

cumplir con ese deber de garantía (causa "Tabarez" antes citada). A lo que cabe 

agregar lo actuado en igual sentido en materia de plazo razonable de duración 

de la detención en prisión preventiva (causa "Estevez" antes citada).

26) Que ello fue resuelto en el marco de los principios hasta aquí expuestos y 

como contribución permanente y activa para el desarrollo progresivo del dere-

cho internacional de los derechos humanos y su implementación en el derecho 

interno, actividad para cuyo ejercicio las autoridades nacionales en modo algu-

no pueden apartarse del "marco de sus leyes internas y sus preceptos constitu-

cionales" límite que, por otra parte, el mismo Pacto de San José de Costa Rica 

consagra para estas situaciones (art. 41.b. in fine). 

(...)

28) Que, en tales condiciones, la pretensión de la libertad deducida en autos 

fundada tanto directamente en la violación al derecho a la libertad como a 

resultas de una suerte de reparación o compensación por la violación de de-

rechos y garantías ajenas a la libertad, aparece desprovista de apoyo jurídico 

nacional y/o internacional. 

En consecuencia, la decisión apelada en cuanto mantuvo la vigencia de la limi-

tación que actualmente pesa sobre la libertad de los beneficiarios al haber ema-

nado de autoridad competente para su dictado -sentencia condenatoria firme- 

no guarda relación directa e inmediata con el derecho a la libertad ambulatoria 

fundada en el informe emanado de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos n° 55/97 y su virtualidad para modificar lo resuelto.

Por todo lo expuesto, oído el señor Procurador Fiscal, se declara procedente 

el recurso extraordinario y se confirma la sentencia apelada. Hágase saber y 

devuélvase.

Antonio Boggiano. Gustavo A. Bossert.

Voto en disidencia del Señor Ministro Doctor Don Enrique Santiago 
Petracchi

Considerando:
Que coincido con los considerandos 1° a 4° del voto de los jueces Boggiano 

y Bossert.

5°) Que la cuestión federal a la que, prima facie, debería abocarse esta Corte es 

la relativa a determinar en qué medida son, o no, obligatorias -a la luz de la Con-

vención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica)- 
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las recomendaciones formuladas por la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos de conformidad a lo establecido en los arts. 41 y 51 de aquélla.

Los actores sostienen que los jueces de un Estado Parte -en este caso, los de 

nuestro país- están obligados a ceñir sus decisiones al contenido de las menta-

das recomendaciones.

El a quo, por su lado, concluyó que los Estados Parte no han asumido jurí-

dicamente el compromiso de cumplir sus recomendaciones, conclusiones u 

opiniones (de la Comisión)".

(...)

7°) Que, en lo que interesa a los actores, la Comisión Interamericana de Dere-

chos Humanos estimó en su informe 55/97 que el Estado argentino era respon-

sable por violaciones al derecho a la integridad personal (art. 5.2. del Pacto), al 

derecho de recurrir un fallo condenatorio ante un juez o tribunal superior (art. 

8.2.h. íd.) y al derecho a un recurso sencillo y efectivo (art. 25.1. íd.). 

Sobre esa base, le formuló las siguientes recomendaciones:

"[1] Que proporcione los mecanismos y las garantías necesarias para realizar 

una investigación independiente, completa e imparcial de los hechos aconteci-

dos a partir del 23 de enero de 1989 y analizados en este informe, con el objeto 

de identificar y sancionar a todas las personas que resulten individualizadas 

como responsables de las violaciones a los derechos humanos mencionados en 

las conclusiones expuestas supra 'VII'.

[2] Que en cumplimiento de sus obligaciones previstas en los artículos 2 y 8.2.h 

de la Convención Americana, adopte las medidas necesarias con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales a fin de hacer plenamente efectiva, en lo su-

cesivo, la garantía judicial del derecho de apelación a las personas procesadas 

bajo la ley 23.077.

[3] Que, en virtud de las violaciones de la Convención Americana arriba ex-

puestas, adopte las medidas más apropiadas para reparar a las víctimas o sus 

familiares el daño sufrido por las personas individualizadas en el párrafo 436 

(A) y 436 (B)".

En el párrafo 436 del informe la Comisión declaró que "no encontró evidencia 

alguna en el expediente de este caso para sustentar las alegadas violaciones al 

derecho a la libertad personal (artículo 7.5 de la Convención Americana)...".

8°) Que de la mera lectura de las dos primeras recomendaciones resulta claro 

que ellas no están relacionadas con la libertad de los reclamantes que es, vale 

reiterarlo, el objeto perseguido en el sub lite.

En cuanto a la tercera recomendación, cabe puntualizar dos circunstancias:

A) Las "recomendaciones" a que se refiere el texto de la Convención son di-

rigidas por la Comisión a los estados miembros "para que adopten medidas 

progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes 
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internas y sus preceptos constitucionales..." (art. 41, inciso b, la acentua-

ción no está en el original), con lo que el respeto al orden jurídico interno 

resulta ser aquí una exigencia de la propia norma interamericana.

B) Otorgar la libertad como una suerte de "reparación" que se originaría en 

violaciones a derechos y garantías ajenas a ella -tal lo pretendido por los recu-

rrentes- no sólo no se deriva del texto de la aludida recomendación sino que 

obligaría a los jueces argentinos a violar el "marco de sus leyes internas y sus 

preceptos constitucionales" (art. cit.) que les impone respetar los efectos de 

una sentencia condenatoria firme.

Lo expuesto permite concluir que tampoco esa recomendación tiene los alcan-

ces pretendidos por los actores.

9°) Que, en consecuencia, establecido que los términos y alcances del informe 

55/97 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos no dan funda-

mento a lo peticionado por los apelantes, resulta innecesario expedirse sobre 

la cuestión del grado de obligatoriedad que tienen las recomendaciones de ese 

órgano del sistema interamericano (conf. considerandos 5° y 6° supra).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se declara inadmi-

sible el recurso extraordinario. 

Notifíquese y devuélvase. 

Enrique Santiago Petracchi.
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Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Recurso de Hecho. Felicetti, Roberto y otros s/ revisión. Causa Nº 2813-11. 

Sentencia del 21 de diciembre de 2000. 

Se interpone revisión contra la sentencia de condena. El caso llega a la Corte por 

intervención del Procurador General del Tesoro, quien se funda en la necesidad 

de garantizar la recomendación efectuada por la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos. La Corte Argentina reitera el criterio de que las decisiones 

emitidas en el ámbito internacional deben servir de guía para la interpretación,  

pero que los informes no son  vinculantes para el poder judicial.

VISTOS los autos: "Recurso de hecho deducido por el Estado Nacional en la 

causa Felicetti, Roberto y otros s/ revisión” -causa nº 2813-11, para decidir sobre 

su procedencia.

Considerando:
(...)

4º) Que el recurrente sostiene a fs. 123/124 que su objetivo es satisfacer la reco-

mendación efectuada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 

el informe 55/97 -caso 11.137- para hacer plenamente efectiva la garantía judicial 

del supuesto derecho de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior respecto de 

las personas condenadas, de conformidad con lo establecido en el art. 8, inc. 2, 

párrafo h, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y así evitar la 

eventual responsabilidad institucional internacional del Estado Nacional.

5º) Que si bien tanto en el informe mencionado en el considerando anterior 

como en la nota de fecha 11 de diciembre de 2000 de la Comisión Interamerica-

na de Derechos Humanos, las recomendaciones efectuadas al Estado Argentino 

abarcan diversos aspectos, aquí habrá de abordarse aquella -que corresponde al 

contenido de esta causa- formulada en el apartado 438.A.II, la que textualmente 

expresa: "Que en cumplimiento de sus obligaciones previstas, en los artículos 2 

y 8.2.h de la Convención Americana, adopte las medidas necesarias con arreglo 

a sus procedimientos constitucionales, a fin de hacer plenamente efectiva, en lo 

sucesivo la garantía judicial del derecho de apelación a las personas procesadas 

bajo la ley 23.077..." (el subrayado no es del original).

6º) Que en Fallos: 321:3555 esta Corte ha reconocido que la jurisprudencia de los 

tribunales internacionales competentes para la interpretación y aplicación de las 

convenciones incorporadas a la Constitución por el art.75 inc. 22, segundo párrafo 

"debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales" (con-

siderando 10). Sin embargo, en relación a las recomendaciones de la Comisión 

Interamericana agregó que "si bien por el principio de buena fe que rige la actua-
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ción del Estado argentino en el cumplimiento de sus compromisos internaciona-

les, aquél debe realizar los mejores esfuerzos para dar respuesta favorable a las 

recomendaciones efectuadas por la Comisión, ello no equivale a consagrar como 

deber para los jueces el de dar cumplimiento a su contenido, al no tratarse de de-

cisiones vinculantes para el Poder Judicial", y que "la jurisprudencia internacional, 

por más novedosa y pertinente que se repute, no podría constituir un motivo de 

revisión de las resoluciones judiciales -equiparable al recurso de revisión-, pues 

ello afectaría la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales, la que, en la medida 

en que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es exigencia 

del orden público y posee jerarquía constitucional" (considerando 13).

7º) Que, por otra parte, en el voto de los jueces Boggiano y Bossert expedido 

en la misma causa, se expuso en términos que esta Corte comparte- que la ya 

aludida recomendación de la Comisión "en modo alguno puede interpretarse 

como una recomendación para que se aplique retroactivamente a las personas 

involucradas en este caso. La expresión `en lo sucesivo´ no deja lugar a dudas 

en ese sentido".

8º) Que los criterios jurisprudenciales expuestos se corresponden con la opinión 

de la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, órgano este que al 

pronunciarse en la opinión consultiva 13/93 solicitada por la República Argentina 

y la República Oriental del Uruguay, señaló que "...la atribución otorgada a la Co-

misión para formular recomendaciones a los Estados Miembros para que adopten 

medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus 

leyes internas y sus preceptos constitucionales o el compromiso de los Estados 

de adoptar las medidas legislativas necesarias para hacer efectivos los derechos y 

libertades garantizados por la convención con arreglo a sus procedimientos cons-

titucionales, no le dan a la Comisión facultad para calificar el cumplimiento por el 

Estado de los preceptos constitucionales en la elaboración de normas internas...".

(...)

13) Que esta Corte tiene dicho que el principio de igualdad ante la ley, según 

la ciencia y el espíritu de nuestra Constitución, no es otra cosa que el derecho al 

que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que 

se concede a otros en iguales circunstancias de donde se sigue forzosamente 

que la verdadera igualdad consiste en aplicar en los casos ocurrentes la ley se-

gún, las diferencias constitutivas de ellos (Fallos: 320:2145; y sus citas).

14) Que en esas condiciones, la solución de Fallos: 322:2488 en modo alguno 

importa una violación a la garantía de la igualdad ante la ley respecto de los de-

más condenados, toda vez que se trata de estadios procesales diferentes. En el 

primero la sentencia aún no estaba firme y sí en el segundo, como dijo el juez 

Petracchi en Fallos: 321:3555. Sostuvo allí, en el considerando 8º, que “... A) Las 

`recomendaciones´ a que se refiere el texto de la Convención son dirigidas por 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



213

A
rg

en
tin

a
Ju

ris
pr

ud
en

ci
a

la Comisión a los estados miembros `para que adopten medidas progresivas 

en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y de 

sus preceptos constitucionales…´ (art. 41, inciso b; la bastardilla no está en el 

original), con lo que el respeto al orden jurídico interno resulta ser aquí una 

exigencia de la propia norma interamericana. B) Otorgar la libertad como una 

suerte de `reparación´ que se originaría en violaciones a los derechos y garan-

tías ajenas a ella –tal lo pretendido por los recurrentes- no sólo no se deriva del 

texto de la aludida recomendación sino que obligaría a los jueces argentinos a 

violar el `marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales´ (art. cit), 

que les impone respetar los efectos de una condenatoria firme…”.

Conforme con los principios así reseñados, la protección de los derechos hu-

manos se puede concretar mediante la reforma de las normas constitucionales 

o legales que aseguran su respeto, pero nunca mediante actos que impliquen 

la violación del orden jurídico interno. El aseguramiento de la vigencia del de-

recho no puede concretarse mediante su aniquilación.

Cabe agregar que los peticionarios de la revisión siguieron las vías procesales 

establecidas y la sentencia desestimatoria fue consentida por ellos.

(...)

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador General, 

se rechaza la queja. 

Notifíquese, devuélvanse los autos principales y archívese.

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Carlos S. Fayt

Considerando:
(...)

6°) Que por lo demás, a esta Corte como órgano supremo del gobierno federal, 

le corresponde -en la medida de su jurisdicción- aplicar los tratados internacio-

nales por los que el país está vinculado en los términos anteriormente expues-

tos, toda vez que lo contrario podría implicar -como ya se señaló- responsabili-

dad institucional. En tal sentido, la Corte Interamericana precisó el alcance del 

art. 1º de la Convención, señalando que los Estados Parte deben no solamente 

"respetar los derechos y libertades reconocidos en ella" sino además "garantizar 

su pleno y libre ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción". Según dicha 

Corte "garantizar" implica el deber del Estado -entendiendo por tal todas las 

estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público- de 

tomar todas las medidas necesarias para remover los obstáculos que puedan 

existir para que los individuos puedan disfrutar de los derechos que la Con-

vención reconoce (conf. opinión consultiva 11/90 del 10 de agosto de 1990, 

parágrafos 23 y 34, citados en la causa "Giroldi", Fallos: 318:514).

(...)
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Por ello y oído el señor Procurador General, se declara procedente el recurso 

extraordinario y se revoca la sentencia apelada. Agréguese la queja al principal. 

Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda dicte 

nuevo fallo con arreglo al presente. 

Notifíquese.

Carlos S. Fayt.

Disidencia Del Señor Ministro Doctor Don Gustavo A. Bossert

Considerando:
(...)

5º) Que entre esos supuestos se encuentran indudablemente aquellos casos en 

los cuales el Estado Nacional ha asumido el compromiso de respetar la legalidad 

internacional en el marco de la protección de los derechos humanos y particu-

larmente cuando la República Argentina -al adherir a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos- ha aceptado la competencia de la Comisión en las 

facultades que dicha Convención le confiere y la jurisdicción de la Corte Intera-

mericana de Derechos Humanos (cap. VIII de la CADH), órgano con facultades 

suficientes para dictar sentencia e imponer sanciones a los estados signatarios en 

el caso de violación a derechos o garantías protegidos por aquella Convención.

(...)

7º) Que, por consiguiente, esa pretensión del Procurador del Tesoro de la Nación 

se encuentra enderezada a la custodia de los intereses del Estado, que en el caso 

actúa por un interés propio, respecto de las eventuales sanciones a que podría dar 

lugar la falta de cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión, mediante 

la concreción de la instancia de revisión que surge del informe 55/97 (ver punto 

IV del recurso federal). Tal pretensión queda, pues, diferenciada de la interven-

ción que cabe al Ministerio Público en resguardo de la tutela de la legalidad y de 

los intereses propios y excluyentes de los interesados que pueden adoptar medi-

das conducentes a lograr una decisión eventualmente favorable a sus intereses.

8º) Que de la lectura de las presentes actuaciones surge que los condenados 

por la Cámara Federal de San Martín se han visto impedidos de plantear en su 

oportunidad el recurso de casación -necesario en nuestro ordenamiento proce-

sal para tener por cumplido el requerimiento a la segunda instancia que exige 

el art. 8, inc. 2, ap. h de la Convención- pues tal hipótesis se encontraba vedada 

por lo dispuesto en el art. 479, inc. 5, del Código Procesal Penal, de conformi-

dad con lo prescripto por el art. 87 de la ley 2.077.

En efecto, los responsables del ataque a La Tablada fueron condenados el 5 de 

octubre de 1989 y la queja por denegación del recurso extraordinario -deducida 

contra dicha sentencia condenatoria- fue desestimada el 17 de marzo de 1992, 

en tanto que la Cámara Nacional de Casación Penal sólo fue creada mediante 
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ley 24.121 (sancionada el 26 de agosto de 1992 y publicada en el Boletín Ofi-

cial el 8 de septiembre de ese año), todo lo cual demuestra la inexistencia -al 

momento de aquel pronunciamiento de esta Corte- de la presencia de la doble 

instancia en materia penal que requiere la mencionada Convención.

9º) Que la Comisión señaló en el punto 273 de su Informe 55/97 que el recurso 

extraordinario -como único recurso disponible contra las sentencias dictadas de 

acuerdo al procedimiento establecido según ley 23.077- no satisfacía los presu-

puestos consagrados en el art. 8, inc. 2, ap. H, de la Convención, de modo que 

la aplicación del procedimiento penal especial establecido en esa norma consti-

tuyó una violación del derecho de los peticionarios a recurrir del fallo ante juez 

o tribunal superior como lo exige el mencionado artículo de la Convención.

10) Que este Tribunal ha tenido oportunidad de señalar en la causa publicada en 

Fallos: 322:2488 que "la forma más adecuada para asegurar la garantía de la doble 

instancia en materia penal prevista en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, es declarar la invalidez constitucional de la limitación establecida en el 

art. 87 de la ley 23.077, en cuanto veda la admisibilidad de recurrir a la Cámara 

Nacional de Casación Penal de las sentencias condenatorias dictadas por los tri-

bunales de acuerdo al procedimiento regulado por dicha normativa".

11) Que lo decidido en aquel fallo resulta plenamente aplicable al sub lite ya que 

no existe razón alguna para mantener esa restricción respecto a los condenados, 

y así lo ha entendido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que ha 

requerido el fiel cumplimiento de las recomendaciones del Informe 55/97.

12) Que la Comisión ha efectuado el 11 de diciembre de 2000 un nuevo pe-

dido de cumplimiento de la resolución 55/97 de acuerdo con lo decidido por 

la reunión plenaria de ese cuerpo y que el apelante denuncia como hecho 

nuevo (fs. 149/150), lo que exige interpretar que aquella requiere la garantía 

de la vía recursiva respecto de los condenados en esta causa. Es ésta la única 

explicación posible a ese nuevo requerimiento al Estado Nacional, fundado en 

el incumplimiento del mandato de abrir una nueva instancia a los condenados 

en la presente causa, toda vez que la sanción de la ley -que permitió la doble 

instancia en materia penal en todos los casos- ha liberado a nuestro país del 

cumplimiento de esa recomendación en materia de adecuación legislativa a las 

disposiciones del art. 8, inc. 2, ap. h, de la mencionada Convención.

13) Que el precedente de Fallos: 321:3555 mencionado por el a quo, trataba del 

otorgamiento de la libertad, materia ajena a la posibilidad de recurrir; no obstante, 

se aludió allí -voto de los jueces Boggiano y Bossert- a una posible interpretación 

gramatical de la expresión "en lo sucesivo" contenida en el Informe 55/97 respecto 

de este último tema; pero la Nota de la Comisión del 11 de diciembre de 2000 

dirigida al Estado Nacional en la que se reitera la exigencia de la aplicación de 
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dicha garantía con expresa referencia a los condenados en el proceso de La Tabla-

da exige apartarse de esa posible interpretación gramatical que conduciría a una 

conclusión exactamente contraria al contenido de esa Nota que, de este modo, 

esclarece definitivamente el sentido de las Recomendaciones del Informe 55/97.

14) Que, por consiguiente, son plenamente aplicables las consideraciones del 

citado precedente (ver considerando 10 del voto de los jueces Boggiano y Bos-

sert) en cuanto allí se señaló que por aplicación del principio de buena fe, que 

rige la actuación del Estado argentino en el cumplimiento de sus obligaciones 

internacionales y en virtud de la calidad de los argumentos y la autoridad de 

quien emana, este Tribunal considera a los informes de la Comisión Interame-

ricana de Derechos Humanos formuladas en el marco del art. 51 del Pacto San 

José de Costa Rica como una inestimable fuente de hermenéutica en el ámbito 

del derecho internacional de los derechos humanos y que, por ende, ellos 

constituyan un criterio valioso de interpretación de las cláusulas convenciona-

les en la materia tal como lo ha sostenido esta Corte expresamente (ver voto 

de la mayoría en Fallos: 319:1840) o al adoptar sus pautas interpretativas para 

resolver cuestiones traídas a su conocimiento (Fallos: 318:1877, considerando 

8º; 318:2611; voto del juez Bossert en Fallos:¨320:2105; votos de los jueces Fayt 

y Petracchi en Fallos: 321:494, entre otros).

15) Que, como fuente de derecho, los informes y las opiniones de la Comisión 

Interamericana constituyen criterios jurídicos de ordenación valorativa para los 

estados miembros que deben tomar en cuenta razonadamente para adoptar de-

cisiones en el derecho interno con miras a armonizarlas en todo lo posible con 

aquellos criterios establecidos por la comisión. En tales condiciones, este deber 

de tomar en consideración las recomendaciones formuladas por la Comisión para 

adoptar medidas progresivas en favor de los derechos humanos se inserta dentro 

de un deber general de "respetar los derechos y libertades" contenido en el art. 1 

de la Convención, cuyo alcance ha sido interpretado por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos como comprensivo del deber de "garantizar" su libre y 

pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción (OC 11/90 del 10 de agosto 

de 1990, Excepciones al agotamiento de los recursos internos, parágrafo 34; ver 

considerando 14 de Fallos: 321:3555, voto de los jueces Boggiano y Bossert).

(...)

Por ello y oído el señor Procurador General de la Nación, se declara proceden-

te el recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada. Agréguese la queja 

al principal, notifíquese y remítase a la Cámara Nacional de Casación Penal a 

fin de que por quien corresponda dicte pronunciamiento de acuerdo con lo 

decidido en la presente resolución. 

Notifíquese.

Gustavo A. Bossert.
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Sumario

Argentina 

Procuración General de la Nación 

Simón Julio Héctor y otro s/ privación ilegítima de la libertad, etc. Causa Nº 

17.768. Dictamen del Procurador General de la Nación del 29 de agosto del 

2002, acerca de la inconstitucionalidad de las leyes 23.492 y 23.521, conocidas 

como Obediencia Debida y Punto Final.

Reitera el criterio de que la interpretación de las normas del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos por parte de sus órganos de aplicación 

resulta obligatorio para los tribunales locales.

Suprema Corte:
I.  La Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccio-

nal Federal de esta ciudad confirmó el auto de primera instancia que decreta 

el procesamiento con prisión preventiva de Julio Héctor Simón y amplía el 

embargo sobre sus bienes, por crímenes contra la humanidad consistentes en 

privación ilegal de la libertad, doblemente agravada por mediar violencia y 

amenazas y por haber durado más de un mes, reiterada en dos oportunidades 

en concurso real, las que, a su vez, concurren materialmente con tormentos 

agravados por haber sido cometidos en pejuicio de perseguidos políticos, en 

dos oportunidades en concurso real entre sí (fojas 1 a 6). Contra esa resolución 

la defensa interpuso recurso extraordinario (fojas 45 a 71) que, denegado (fojas 

72 a 73 vuelta) dio origen a la presente queja.

(…)

V. En lo tocante al examen de las cuestiones sustanciales traídas a debate, 

estimo conveniente adelantar brevemente, para una más clara exposición, los 

fundamentos que sustentarán la posición que adoptaré en el presente dictamen 

y los distintos pasos argumentales que habré de seguir en el razonamiento de 

los problemas que suscita el caso.

Dada la trascendencia de los aspectos institucionales comprometidos, explicita-

ré, en primer lugar, la posición desde la cual me expediré. Para ello comenzaré 

con una introducción relativa a la ubicación institucional del Ministerio Públi-

co, las funciones encomendadas en defensa de la legalidad y de los intereses 

generales de la sociedad, en particular, en relación con la protección de los 

derechos humanos, y específicamente en el ejercicio de la acción penal, cuya 

prosecución se halla en cuestión.

Seguidamente, me ocuparé, de examinar la constitucionalidad de las leyes 

23.492 y 23.521 a la luz del artículo 29 de la Constitución Nacional, con el 

objeto de demostrar que, ya para la época de su sanción, las leyes resultaban 

contrarias al texto constitucional.
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En tercer lugar, abordaré el examen de la compatibilidad de las leyes con normas 

internacionales de jerarquía constitucional, vinculantes para nuestro país, al menos 

desde 1984 y 1986, que prohíben actos estatales que impidan la persecución penal 

de graves violaciones de los derechos humanos y crímenes contra la humanidad 

(artículos 27, 31 y 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, 1 y 2 de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos y 2 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos). Concluiré que las limitaciones a las potestades legislativas ‑y de 

los demás poderes del Estado ‑ que de ellas se deriva son coincidentes con aquella 

que ya imponía originariamente una correcta interpretación del artículo 29 del tex-

to constitucional. Expondré, asimismo, que el deber de no impedir la investigación 

y sanción de los graves ilícitos mencionados pesa no sólo sobre el Legislativo, sino 

que recae sobre todo el Estado y obliga, por tanto, al Ministerio Público y al Poder 

Judicial a no convalidar actos de otros poderes que lo infrinjan.

En cuanto lugar, puesto que las consideraciones precedentes sólo tienen senti-

do en tanto no deba concluirse que se ha operado la prescripción de la acción 

penal para la persecución de los delitos imputados, explicaré por qué, a pesar 

del paso del tiempo, la acción penal para la persecución del hecho objeto de 

la causa aún no ha prescrito. 

Preliminarmente haré una consideración en lo que respecta al análisis de la pri-

vación ilegítima de la libertad como delito permanente, así como la fecha a partir 

de la cual corre la prescripción, a la luz del Derecho interno.

Por último, también en relación con este aspecto, fundamentaré que, ya para la 

época de los hechos, existían normas en el ordenamiento jurídico nacional que 

reputaban la desaparición forzada de personas como delito de lesa humanidad 

y disponían su imprescriptibilidad en términos compatibles con las exigencias 

de lex certa y scripta, que derivan del principio de legalidad (artículo 18 de la 

Constitución Nacional). 

(…)

VIII. En el acápite anterior he expuesto las razones por las que considero que 

para la época de su sanción los argumentos que se derivan del artículo 29 ya 

eran suficientes para concluir en la inconstitucionalidad de las leyes de obe-

diencia debida y punto final.

Si a pesar de todo se entendiera, como ocurrió en el fallo "Camps" (Fallos: 

310:1162), que ello no es así, nuevos argumentos, producto de la evolución 

del pensamiento universal en materia de derechos humanos, han venido a 

corroborar la doctrina que permite extraer una sana interpretación del sentido 

histórico‑político del artículo 29 de la Constitución, y obligan a replantear la 

solución a la que se arribó en el caso "Camps" mencionado.

En concreto, en lo que sigue expondré las razones por las que considero que 

las leyes cuestionadas resultan, en el presente caso, incompatibles con el deber 

de investigar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos 
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humanos que surge de los artículos 1.1 de la Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos y 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; nor-

mas éstas que integran el derecho interno nacional con jerarquía constitucional.

(…)

C. Llegados a este punto, corresponde adentrarse en la cuestión referida a la 

compatibilidad de las leyes en análisis con normas internacionales que, como 

acabo de reseñar, son a la vez normas internas del orden jurídico nacional de 

jerarquía constitucional. Como lo he expuesto, me refiero a aquellas normas 

que imponen al Estado argentino el deber de investigar y sancionar las viola-

ciones de los derechos humanos y los crímenes contra la humanidad (artículo 

1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y del 2.2 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos). 

En concreto, si las leyes 23.492 y 23.521 contuvieran disposiciones contrarias a 

esos tratados internacionales, o hicieren imposible el cumplimiento de las obli-

gaciones en ellos asumidas, su sanción y aplicación comportaría una trasgre-

sión al principio de jerarquía de las normas y sería constitucionalmente inválida 

(artículo 31 de la Constitución Nacional).

Creo, sin embargo, conveniente destacar que no se trata de examinar la com-

patibilidad de actos del último gobierno de facto con el deber de no violar los 

derechos fundamentales reconocidos en la Convención Americana o en el Pac-

to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sino de confrontar la validez 

de actos del gobierno de iure que asumió el poder en 1983, y que consistieron 

en la sanción de las leyes 23.492 y 23.521, durante el año 1987, con la obliga-

ción de investigar seriamente y castigar las violaciones a esos derechos, que se 

desprende de los mencionados instrumentos internacionales.

Y, en tal sentido, cabe recordar que la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos había sido ratificada por el Estado argentino en 1984 y el Pacto In-

ternacional de Derechos Civiles y Políticos en 1986, es decir, con anterioridad 

a la sanción de las leyes cuestionadas, y, por otra parte, que la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre ‑vigente al momento en 

que los crímenes ocurrieron‑ obligaba ya al Estado argentino a investigar y 

sancionar las graves violaciones de los derechos humanos, puesto que ella 

misma es fuente de obligaciones internacionales, y así lo ha establecido la 

Corte Interamericana en sus decisiones (cf., en cuanto al pleno valor vinculante 

de la Declaración Americana, CIDH, OC‑10/89, del 4/7/89). Por ello, queda 

descartada cualquier objeción referente a la aplicación retroactiva de 

los instrumentos mencionados (cf. Informe de la Comisión Nº 28/92, casos 

10.147, 10.181, 10.240, 10.262, 10.309 y 10.311, Argentina, párr. 50).

Es, en efecto, un principio entendido por la doctrina y jurisprudencia interna-

cionales que las obligaciones que derivan de los tratados multilaterales sobre 

derechos humanos para los Estados Partes no se agotan en el deber de no 
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violar los derechos y libertades proclamados en ellos (deber de respeto), sino 

que comprenden también la obligación de garantizar su libre y pleno ejercicio 

a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción (deber de garantía). En el ám-

bito regional, ambas obligaciones se hallan establecidas en el artículo 1.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Como es sabido, el contenido de la denominada obligación de garantía fue preci-

sado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el primer caso que 

inauguró su competencia contenciosa (caso Velásquez Rodríguez, sentencia del 29 

de julio de 1988, Serie C, Nº 4). En ese leading case la Corte expresó que:

"La segunda obligación de los Estados Partes es la de 'garantizar' el libre y pleno 

ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a 

su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de organi-

zar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través 

de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que 

sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos 

humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, 

investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Con-

vención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho con-

culcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de 

los derechos humanos" (cf. caso Velásquez Rodríguez, ya citado, párr. 166-. Esta 

jurisprudencia ha sido reafirmada en los casos Godínez Cruz ‑sentencia del 20 

de enero de 1989, Serie C, Nº 5, párr. 175 ‑ y El Amparo, Reparaciones ‑senten-

cia del 14 de septiembre de 1996, Serie C, Nº 28, párr. 61 ‑, entre otros). 

Recientemente, sin embargo, en el caso "Barrios Altos", la Corte Interamerica-

na precisó aún más las implicancias de esta obligación de garantía en relación 

con la vigencia de los derechos considerados inderogables, y cuya afectación 

constituye una grave violación de los Derechos Humanos cuando no la comi-

sión de un delito contra la humanidad. En ese precedente quedó establecido 

que el deber de investigar y sancionar a los responsables de violaciones a los 

derechos humanos implicaba la prohibición de dictar cualquier legislación 

que tuviera por efecto conceder impunidad a los responsables de hechos de 

la gravedad señalada. Y si bien es cierto que la Corte se pronunció en el caso 

concreto sobre la validez de una autoamnistía, también lo es que, al haber 

analizado dicha legislación por sus efectos y no por su origen, de su doctrina 

se desprende, en forma implícita, que la prohibición rige tanto para el caso 

de que su fuente fuera el propio gobierno que cometió las violaciones o el 

gobierno democrático restablecido (cf. caso Barrios Altos, Chumbipuma Agui-

rre y otros vs. Perú, Sentencia de 14 de Marzo de 2001 e Interpretación de la 

Sentencia de Fondo, Art. 67 de la CADH, del 3 de Septiembre de 2001). 

En sus propias palabras: 
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"Esta Corte considera que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 

disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsa-

bilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables 

de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las 

ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, 

todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos" (párr. 41). 

"…a la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de 

la Convención Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las provi-

dencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y 

del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los ar-

tículos 8 y 25 de la Convención. Es por ello que los Estados Partes en la Conven-

ción que adopten leyes que tengan este efecto, como lo son las leyes de autoam-

nistía, incurren en una violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con 

los artículos 1.1 y 2 de la Convención. Las leyes de autoamnistía conducen a la 

indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la impunidad, por lo que son 

manifiestamente incompatibles con la letra y el espíritu de la Convención Ame-

ricana. Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos responsables 

de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el 

acceso a la justicia e impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad 

y recibir la reparación correspondiente" (párr. 43). 

"Como consecuencia de la manifiesta incompatibilidad entre las leyes de au-

toamnistía y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencio-

nadas leyes carecen de efectos jurídicos y no pueden seguir representando un 

obstáculo para la investigación de los hechos que constituyen este caso ni para 

la identificación y el castigo de los responsables..." (párr. 44). 

Por lo demás, en sentido coincidente, también la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos se expidió en diferentes oportunidades sobre el deber de 

los Estados Parte de la Convención de investigar y, en su caso, sancionar las 

graves violaciones a los derechos humanos. En su informe Nº 28/92 (casos 

10.147, 10.181, 10.240, 10.262, 10.309 y 10.311, Argentina) sostuvo que las leyes 

de Obediencia Debida y Punto Final son incompatibles con el artículo XVIII de 

la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y los artículos 

1, 8 y 25 de la Convención Americana. Asimismo, recomendó al Gobierno ar-

gentino "la adopción de medidas necesarias para esclarecer los hechos e indi-

vidualizar a los responsables de las violaciones de derechos humanos ocurridas 

durante la pasada dictadura militar" (cf., en igual sentido, Informe Nº 29/92, 

Casos 10.029, 10.036, 10.145, 10.305, 10.372, 10.373, 10.374 y 10.375, Uruguay, 

2 de octubre de 1992, párr. 35, 40, 45 y 46; y caso "Carmelo Soria Espinoza v. 

Chile", caso 11.725, Informe Nº 133/99). 

Al respecto, es importante destacar que también la Comisión consideró que la 

leyes de punto final y de obediencia debida eran violatorias de los derechos a 
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la protección judicial y a un proceso justo en la medida en que su consecuen-

cia fue la paralización de la investigación judicial (artículo 25 de la Convención 

Americana y XVIII de la Declaración Americana). Así lo expresó en el ya men-

cionado Informe 28/92: 

"En el presente informe uno de los hechos denunciados consiste en el efecto 

jurídico de la sanción de las Leyes… en tanto en cuanto privó a las víctimas de 

su derecho a obtener una investigación judicial en sede criminal, destinada 

a individualizar y sancionar a los responsables de los delitos cometidos. En 

consecuencia, se denuncia como incompatible con la Convención la violación 

de las garantías judiciales (artículo 8) y del derecho de protección judicial 

(artículo 25), en relación con la obligación para los Estados de garantizar el 

libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos (artículo 1.1 de la Conven-

ción) (párr. 50). 

De lo expuesto se desprende sin mayor esfuerzo que los artículos 1° de la ley 

23.492 y 1°, 3° y 4° de la ley 23.521 son violatorios de los artículos 1.1, 2, 8 y 25 

de la Convención Americana, en tanto concedan impunidad a los responsables 

de violaciones graves a los derechos humanos y crímenes contra la humanidad, 

como lo es la desaparición forzada de persona materia de la presente causa.

Creo, sin embargo, necesario destacar, en relación al contenido del deber de in-

vestigar y sancionar, un aspecto que estimo de suma trascendencia al momento 

de evaluar la constitucionalidad de leyes de impunidad como la de punto final 

y obediencia debida. Me refiero a que el contenido de esta obligación en modo 

alguno se opone a un razonable ejercicio de los poderes estatales para disponer 

la extinción de la acción o de la pena, acorde con las necesidades políticas del 

momento histórico, en especial, cuando median circunstancias extraordinarias.

En este sentido, la propia Corte Interamericana, por intermedio del voto 

de uno de sus magistrados, ha reconocido que, en ciertas circunstancias, 

bien podría resultar conveniente el dictado de una amnistía para el res‑

tablecimiento de la paz y la apertura de nuevas etapas constructivas en 

la vida en el marco de "un proceso de pacificación con sustento demo‑

crático y alcances razonables que excluyen la persecución de conductas 

realizadas por miembros de los diversos grupos en contienda…". Sin 

embargo, como a renglón seguido también lo expresa esa Corte, "esas 

disposiciones de olvido y perdón no pueden poner a cubierto las más 

severas violaciones a los derechos humanos, que significan un grave 

menosprecio de la dignidad del ser humano y repugnan a la conciencia 

de la humanidad" (cf. "Barrios Altos", voto concurrente del Juez García Ramí-

rez, párr. 10 y 11).

Con idéntica lógica los propios pactos internacionales de derechos humanos 

permiten a los Estados Parte limitar o suspender la vigencia de los derechos 

en ellos proclamados en casos de emergencia y excepción, relacionados en 
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general con graves conflictos internos o internacionales, no obstante lo cual 

expresamente dejan a salvo de esa potestad un conjunto de derechos básicos 

que no pueden ser afectados por el Estado en ningún caso. Así, por ejemplo, 

el artículo X de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas ha receptado este principio al establecer que:

"en ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como 

estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cual-

quier otra emergencia pública, como justificación de la desaparición forzada 

de personas".

También el artículo 2.2 de la Convención contra la Tortura que expresa: 

"en ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como el 

estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cual-

quier otra emergencia pública como justificación de la tortura" (en el mismo 

sentido el artículo 5º de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancio-

nar la Tortura).

De acuerdo con este principio, por lo tanto, un Estado podría invocar situaciones 

de emergencia para no cumplir, excepcionalmente, con algunas obligaciones 

convencionales, pero no podría hacerlo válidamente respecto de ese conjunto de 

derechos que son considerados inderogables. Y con la misma lógica que se pos-

tula para la exégesis del artículo 29 de la Constitución Nacional, se ha sostenido 

que la violación efectiva de alguno de esos derechos ha de tener como conse-

cuencia la inexorabilidad de su persecución y sanción, pues su inderogabilidad 

se vería seriamente afectada si existiera el margen para no sancionar a aquellos 

que hubieran violado la prohibición absoluta de no afectarlos.

Pienso que este fundamento, vinculado con la necesidad de asegurar la vigen-

cia absoluta de los derechos más elementales considerados inderogables por 

el Derecho internacional de los derechos humanos, ha quedado explicado, 

asimismo, con toda claridad en el voto concurrente de uno de los jueces en el 

fallo "Barrios Altos". Allí se dice que:

"En la base de este razonamiento se halla la convicción, acogida en el Derecho 

internacional de los derechos humanos y en las más recientes expresiones del 

Derecho penal internacional, de que es inadmisible la impunidad de las con-

ductas que afectan más gravemente los principales bienes jurídicos sujetos a la 

tutela de ambas manifestaciones del Derecho internacional. La tipificación de 

esas conductas y el procesamiento y sanción de sus autores ‑así como de otros 

participantes ‑ constituye una obligación de los Estados, que no puede eludirse 

a través de medidas tales como la amnistía, la prescripción, la admisión de 

causas excluyentes de incriminación y otras que pudieren llevar a los mismos 

resultados y determinar la impunidad de actos que ofenden gravemente esos 

bienes jurídicos primordiales. Es así que debe proveerse a la segura y eficaz 

sanción nacional e internacional de las ejecuciones extrajudiciales, la desapa-
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rición forzada de personas, el genocidio, la tortura, determinados delitos de lesa 

humanidad y ciertas infracciones gravísimas del Derecho humanitario" (voto 

concurrente del Juez García Ramírez, párr. 13).

Estas consideraciones ponen, a mi juicio, de manifiesto que la obligación 

de investigar y sancionar que nuestro país ‑con base en el Derecho inter‑

nacional ‑ asumió como parte de su bloque de constitucionalidad en rela‑

ción con graves violaciones a los derechos humanos y crímenes contra la 

humanidad, no ha hecho más que reafirmar una limitación material a la 

facultad de amnistiar y, en general, de dictar actos por los que se conceda 

impunidad, que ya surgía de una correcta interpretación del artículo 29 de 

la Constitución Nacional.

En efecto, no se trata de negar la facultad constitucional del Congreso de 

dictar amnistías y leyes de extinción de la acción y de la pena, sino de re‑

conocer que esa atribución no es absoluta y que su contenido, además de 

las limitaciones propias de la interacción recíproca de los poderes consti‑

tuidos, halla límites materiales en el artículo 29 de la Constitución y el 1.1 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Esta norma y las 

relativas a la facultad de legislar y amnistiar ‑todas de jerarquía constitu‑

cional‑ no se contraponen entonces; antes bien se complementan.

D- Llegado a este punto, creo oportuno recordar que, de conformidad con 

reiterada jurisprudencia de V.E., la interpretación de las normas del Derecho 

internacional de los derechos humanos por parte de los órganos de aplicación 

en el ámbito internacional resulta obligatoria para los tribunales locales. En tal 

sentido, en el precedente de Fallos: 315: 1492, ya citado, V.E. afirmó que la 

interpretación del alcance de los deberes del Estado que surgen de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos debe guiarse por la jurisprudencia 

producida por los órganos encargados de controlar el cumplimiento de las 

disposiciones de dicho instrumento internacional. 

Asimismo, en el precedente "Giroldi" (Fallos: 318:514) sostuvo que los derechos 

y obligaciones que surgían de los Pactos de derechos humanos que integran el 

bloque de constitucionalidad, a partir de la última reforma constitucional, de-

terminan el contenido de toda la legislación interna de rango inferior, y agregó 

que, tal como lo establecía la Constitución, su interpretación debía realizarse de 

acuerdo a las "condiciones de su vigencia", es decir, conforme al alcance y con-

tenido que los órganos de aplicación internacionales dieran a esa normativa. 

También considero necesario destacar que el deber de no impedir la investiga-

ción y sanción de las graves violaciones de los derechos humanos, como toda 

obligación emanada de tratados internacionales y de otras fuentes del Derecho 

internacional, no sólo recae sobre el Legislativo, sino sobre todos los poderes 

del Estado y obliga, por consiguiente, también al Ministerio Público y al Poder 

Judicial a no convalidar actos de otros poderes que lo infrinjan.
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En este sentido, ya se ha expresado esta Procuración en varias oportunidades 

(cf. dictámenes de esta Procuración en Fallos: 323:2035 y S.C. V.34.XXXVI, 

Videla, Jorge R. s/ incidente de falta de jurisdicción y cosa juzgada, del 14 de 

noviembre de 2000), como así también V. E. en reiterada jurisprudencia (cf. 

Fallos: 321:3555 y sus citas, especialmente el voto concurrente de los doctores 

Boggiano y Bossert), y ha sido también señalado por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC‑14/94 sobre la responsa-

bilidad internacional que genera la promulgación de una ley manifiestamente 

contraria a las obligaciones asumidas por un Estado y en el precedente "Barrios 

Altos" ya citado (especialmente punto 9 del voto concurrente del Juez A.A. Can-

cado Trindade), concretamente en relación al deber en examen.

(…)

XI. Por todo lo expuesto, opino que V. E. puede abrir la presente queja decla-

rando formalmente admisible el recurso extraordinario oportunamente plantea-

do, pronunciarse en favor de la invalidez e inconstitucionalidad de los artículos 

1º de la ley 23.492 y 1º, 3º y 4º de la ley 23.521, y confirmar la resolución de 

fs. 341/346 del principal, que confirmó el procesamiento con prisión preven-

tiva de Julio Héctor Simón, por crímenes contra la humanidad consistentes en 

privación ilegal de la libertad, doblemente agravada por mediar violencia y 

amenaza y por haber durado más de un mes, reiterada en dos oportunidades 

en concurso real, la que, a su vez, concurre materialmente con tormentos agra-

vados por haber sido cometidos en perjuicio de perseguidos políticos, en dos 

oportunidades en concurso real entre sí.

Buenos Aires, 29 de agosto de 2002

Nicolás Eduardo Becerra
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Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Recurso de Hecho. Simón Julio Héctor y otro s/ privación ilegítima de la libertad, 

etc. Causa Nº 17.768. Sentencia del 14 de junio de 2005.

La Corte Suprema por mayoría -sobre la base de la jurisprudencia dictada por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos- declara la inconstitucionalidad 

de las leyes 23.492 y 23.521, conocidas como Obediencia Debida y Punto Final, 

“en tanto y en cuanto pudiesen extinguir delitos de lesa humanidad”.

Considerando:
(…)

17) Que, tal como ha sido reconocido por esta Corte en diferentes oportuni-

dades, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así 

como las directivas de la Comisión Interamericana, constituyen una impres-

cindible pauta de interpretación de los deberes y obligaciones derivados de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (conf. Fallos: 326:2805, voto 

del juez Petracchi, y sus citas).

18) Que ya en su primer caso de competencia contenciosa, "Velázquez Ro-

dríguez"�, la Corte Interamericana dejó establecido que incumbe a los Estados 

partes no sólo un deber de respeto de los derechos humanos, sino también un 

deber de garantía, de conformidad con el cual, "en principio, es imputable al 

Estado toda violación a los derechos reconocidos por la Convención, cumplida 

por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de poderes 

que ostentan por su carácter oficial. No obstante, no se agotan allí las situacio-

nes en las cuales un Estado está obligado a prevenir, investigar y sancionar las 

violaciones a los derechos humanos, ni los supuestos en que su responsabili-

dad puede verse comprometida por efecto de una lesión a esos derechos. En 

efecto, un hecho ilícito violatorio de los derechos humanos que inicialmente 

no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de 

un particular o por no haberse identificado al autor de la transgresión, puede 

acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí 

mismo, sino por la falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para 

tratarla en los términos requeridos por la Convención"�.

19) Que si bien el fallo citado reconoció con claridad el deber del Estado de 

articular el aparato gubernamental en todas sus estructuras del ejercicio del 

poder público de tal manera que sean capaces de asegurar la vigencia de los 

�	 CIDH, sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C N° 4

�	 Loc. cit. § 172
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derechos humanos, lo cual incluye el deber de prevenir, investigar y sancionar 

toda violación de los derechos reconocidos por la Convención, lo cierto es 

que las derivaciones concretas de dicho deber se han ido determinando en 

forma paulatina a lo largo del desarrollo de la evolución jurisprudencial del 

tribunal internacional mencionado, hasta llegar, en el momento actual, a una 

proscripción severa de todos aquellos institutos jurídicos de derecho interno 

que puedan tener por efecto que el Estado incumpla su deber internacional de 

perseguir, juzgar y sancionar las violaciones graves a los derechos humanos.

20) Que en el caso particular del Estado argentino, las leyes de punto final, 

obediencia debida y los subsiguientes indultos fueron examinados por la Comi-

sión Interamericana de Derechos Humanos en el informe 28/92�. En esa opor-

tunidad, la Comisión sostuvo que el hecho de que los juicios criminales por 

violaciones de los derechos humanos —desapariciones, ejecuciones sumarias, 

torturas, secuestros— cometidos por miembros de las Fuerzas Armadas hayan 

sido cancelados, impedidos o dificultados por las leyes 23.492 (de punto final), 

23.521 (de obediencia debida) y por el decreto 1002/89, resulta violatorio de 

los derechos garantizados por la Convención, y entendió que tales disposicio-

nes son incompatibles con el art. 18 (Derecho de Justicia) de la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y los arts. 1, 8 y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo, recomendó al go-

bierno argentino "la adopción de medidas necesarias para esclarecer los hechos 

e individualizar a los responsables de las violaciones de derechos humanos 

ocurridas durante la pasada dictadura militar"�.

21) Que ya a partir de ese momento había quedado establecido que para la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la circunstancia de que los 

actos en cuestión hubieran sido dictados por órganos democráticos fundados 

en la urgente necesidad de reconciliación nacional y de la consolidación del 

régimen democrático (tal había sido la alegación del gobierno argentino�) era 

prácticamente irrelevante a los fines de la determinación de la lesión de los 

derechos a que se refieren los arts. 8.1 y 25.1 de la CADH.

22) Que, sin embargo, restaba aún por determinar los alcances concretos de la 

recomendación de la Comisión en el Informe citado, en particular, con respecto 

a cuáles eran las "medidas necesarias para esclarecer los hechos e individualizar 

a los responsables de las violaciones de derechos humanos". Ello, por cuanto el 

tenor de la recomendación dirigida por la Comisión a la Argentina con relación 

a la incompatibilidad de las leyes de punto final y obediencia debida no per-

�	 "Consuelo Herrera v. Argentina", casos 10.147, 10.181, 10.240, 10.262,10.309 y 10.311, infor-

me N° 28, del 2 de octubre de 1992

�	 Loc. cit., puntos resolutivos 1 y 3, respectivamente.

�	 Cf. § 25.
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mitía inferir, sin más ni más, si era suficiente el mero "esclarecimiento" de los 

hechos, en el sentido de los llamados "juicios de la verdad", o si los deberes (¡y 

las facultades!) del Estado argentino en esta dirección también suponían privar 

a las leyes y el decreto en cuestión de todos sus efectos, ya que tal conclusión 

significaba producir una fuerte restricción de la cosa juzgada y del principio de 

legalidad, que impide prolongar retroactivamente la prescripción de la acción 

penal, ya cumplida en muchos casos.

23) Que tales dudas con respecto al alcance concreto del deber del Estado 

argentino con relación a las leyes de punto final y obediencia debida han que-

dado esclarecidas a partir de la decisión de la Corte Interamericana en el caso 

"Barrios Altos"�. 

(…)

Por ello, y lo concordamente dictaminado por el señor Procurador General de 

la Nación, se resuelve:

1. Hacer lugar parcialmente a la queja y al recurso extraordinario según el 

alcance indicado en los considerandos; declarar la inconstitucionalidad de las 

leyes 23.492 y 23.521, y confirmar las resoluciones apeladas.

2.- Declarar la validez de la ley 25.779.

3. Declarar, a todo evento, de ningún efecto las leyes 23.492 y 23.521 y cual-

quier acto fundado en ellas que pueda oponerse al avance de los procesos 

que se instruyan, o al juzgamiento y eventual condena de los responsables, u 

obstaculizar en forma alguna las investigaciones llevadas a cabo por los canales 

procedentes y en el ámbito de sus respectivas competencias, por crímenes de 

lesa humanidad cometidos en el territorio de la Nación Argentina.

4. Imponer las costas al recurrente (art. 68 del Código Procesal Civil y Comer-

cial de la Nación). Agréguese la queja al principal. 

Notifíquese y devuélvase. 

Enrique Santiago Petracchi. Carlos S. Fayt (en disidencia). Antonio Boggiano 

(según su voto). Juan Carlos Maqueda (según su voto). E. Raúl Zaffaroni (según 

su voto). Elena I. Highton de Nolasco (según su voto). Ricardo Luis Lorenzetti 

(según su voto). Carmen M. Argibay (según su voto).

(…)

�	 CIDH, caso "Chumbipuma Aguirre vs. Perú", sentencia del 14 de marzo de 2001, Serie C N° 75
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Voto del Señor Ministro Doctor Don Juan Carlos Maqueda

Considerando:
Que el infrascripto coincide con los considerandos 1° a 11 del voto de la mayoría.

(…)

VII. Sobre el Deber de Punición del Estado.
58) Que la integración entre estos principios recibidos por la comunidad in-

ternacional para la protección de los derechos inherentes a la persona con el 

sistema normativo de punición nacional fue una de las pautas básicas sobre la 

que se construyó todo el andamiaje institucional que impulsó a la Convención 

Constituyente de 1994 a incorporar los tratados internacionales como un orden 

equiparado a la Constitución Nacional misma (art. 75, inc. 22). 

En efecto, allí se señaló expresamente que lo que se pretendía establecer "es una 

política constitucional, cual es la de universalizar los derechos humanos, reconocer 

los organismos supranacionales de solución de conflictos como lo son la Comi-

sión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y promover opiniones consultivas de la Corte Interamericana, para que 

informe sobre el alcance de las normas consagradas en el Pacto, así como también 

sobre leyes y disposiciones conforme a sus propias resoluciones para asegurar que 

estén en armonía con el Poder Ejecutivo.La historia nacional y universal ha proba-

do que cuando los estados nacionales violan los derechos humanos, esto sólo pue-

de revertirse por la presencia coactiva de organismos internacionales que aseguren 

el respeto de los mismos. Los derechos consagrados internamente se convierten en 

letra muerta cuando el Estado Nacional decide no cumplirlos" (Convencional Alicia 

Oliveira en la 22ª Reunión, 3ª. Sesión ordinaria del 2 de agosto de 1994 de la Con-

vención Constituyente de 1994, Diario de Sesiones, T. III, pág. 2861); (conf. consi-

derando 11 de la disidencia del juez Maqueda respecto de la decisión de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso Cantos en la Resolución/2003 

Expte. 1307/2003, Administración General del 21 de agosto de 2003).

(…)

64) Que este Tribunal, en oportunidad de pronunciarse en el caso "Ekmekd-

jian" (Fallos: 315:1492) sostuvo que la interpretación de la Convención Ameri-

cana sobre Derechos Humanos debe guiarse por la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Se trata de una insoslayable pauta de 

interpretación para los poderes constituidos argentinos en el ámbito de su com-

petencia y, en consecuencia, también para la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, a los efectos de resguardar las obligaciones asumidas por el Estado 

argentino en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos 

(conf. considerando 15 del voto del juez Maqueda en la causa "Videla, Jorge 

Rafael" y considerando 15 del voto del juez Maqueda en la causa "Hagelin, 

Ragnar Erland", Fallos: 326:2805 y 3268, respectivamente).
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65) Que corresponde, pues, examinar el modo en que la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha precisado las obligaciones de los estados en relación 

a los deberes de investigación y de punición de delitos aberrantes, entre los 

que se encuentran indudablemente los delitos aludidos en el art. 10 de la ley 

23.049. 

(…)
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Sumario

Argentina 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Cantos, José  María c/ Santiago del Estero, Provincia y/o Estado Nacional s. 

cobro de pesos. Expediente 1307/2003, Adm. Gral. Resolución 1404/2003 del 21 

de agosto del 2003. 

El Tribunal desestima la presentación efectuada por el Procurador del Tesoro 

de la Nación para dar cumplimiento a sentencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos -del 28 de septiembre de 2002 en el caso Cantos-, en virtud de 

que su cumplimiento afectaría cláusulas que amparan los derechos de terceros y 

modificaría pronunciamientos protegidos por el principio de la cosa juzgada.

Vistos y Considerando:
1º) Que se inician estas actuaciones con motivo de la presentación efectuada 

por el Señor Procurador del Tesoro de la Nación, a fin de que este Tribunal 

instrumente el cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana de De-

rechos Humanos del 28 de septiembre de 2002 en el caso Cantos.

2º) Que en dicho pronunciamiento, en cuanto al caso concierne, se decidió 

que el Estado argentino violó el derecho de acceso a la justicia consagrado en 

los arts. 8.1. y 25 en relación con el art. 1.1. de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y se decidió que: 

1. El estado debe abstenerse de cobrar al señor José María Cantos la tasa de 

justicia y la multa por falta de pago oportuno de la misma; 

2. El Estado debe fijar en un monto razonable los honorarios regulados en el 

caso C. 1099 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina; 

3. El Estado debe asumir el pago de los honorarios y costas correspondientes a 

todos los peritos y abogados del Estado y de la Provincia de Santiago del Este-

ro, bajo las condiciones establecidas en el punto anterior; 

4. El Estado debe levantar los embargos, la inhibición general y demás medidas 

que hayan sido decretadas sobre los bienes y las actividades comerciales del 

señor José María Cantos, para garantizar el pago de la tasa de justicia y de los 

honorarios regulados.

3º) Que la petición efectuada por el señor Procurador del Tesoro de la Nación 

no puede ser atendida por este Tribunal, so riesgo de infringir ostensiblemente 

cláusulas de inequívoca raigambre constitucional que amparan los derechos 

cuya titularidad corresponde a diversos profesionales que han intervenido en la 

causa C. 1099, XX. Cantos, José María c/ Santiago del Estero, Provincia de y/o 

Estado Nacional s/ cobro de pesos, con patente y deliberada renuncia de su 

más alta y trascendente atribución, para cuyo ejercicio ha sido instituida como 

titular del Poder Judicial de la Nación, que es ser el custodio e intérprete final 

de la Constitución Nacional.
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4º) Que ello es así, pues la reducción del monto de los honorarios fijados por 

este Tribunal a favor de los profesionales intervinientes sin darles siquiera la 

posibilidad de resistir una eventual petición del interesado en tal sentido que 

en su caso debiera formularse, como es obvio, en el marco de la ejecución de 

la decisión de esta Corte- vulneraría elementales garantías constitucionales de 

los así afectados. Ello, por cuanto los profesionales beneficiarios de esos de-

rechos creditorios no han sido parte en el procedimiento desarrollado ante la 

instancia internacional. Por lo demás no corresponde sustanciar el pedido en 

estudio fuera de una causa judicial, confundiendo de este modo la intervención 

que a la Corte en todo caso podría corresponderle en orden al gobierno del 

Poder Judicial de la Nación, con la que resulta de su competencia originaria en 

materia judicial. 

La primera de las apuntadas circunstancias importaría la violación de garantías 

judiciales y del derecho de propiedad, expresamente tuteladas por la Cons-

titución Nacional (arts. 17 y 18) como por la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (arts. 8, 21 y 25; Fallos 325:28). Así bajo el ropaje de dar 

cumplimiento con una obligación emanada de un tratado con jerarquía cons-

titucional (art. 63.1, de la Convención), llevaría a la inicua –cuanto paradójica- 

situación, de hacer incurrir al Estado argentino en responsabilidad internacional 

por afectar garantías y derechos reconocidos a los profesionales, precisamente, 

en el instrumento cuyo acatamiento se invoca. 

La segunda, por su parte más allá de su improcedencia- no parece imprescindi-

ble. Una decisión como la aquí indicada implicaría asumir que el Estado Nacio-

nal seguirá adelante con la ejecución de la tasa judicial y su multa no obstante 

la decisión de la Corte Interamericana; que en el ámbito de esa ejecución, el 

ejecutado no podrá esgrimir defensa alguna sobre la base de la decisión inter-

nacional o que, en su caso, ella habrá de ser desestimada.

Finalmente, debe tenerse en cuenta que ni el Estado Nacional ni la Provincia 

de Santiago del Estero requieren de decisión alguna del Tribunal para dar cum-

plimiento al pago de los honorarios de los profesionales que los asistieron en 

juicio y de los peritos intervinientes.

5º) Que en las condiciones expresadas corresponde declinar la intervención 

que se requiere.

Por ello

SE RESUELVE: Desestimar la presentación efectuada por el señor Procurador 

del Tesoro de la Nación. Regístrese, hágase saber y archívese. 

Carlos S. Fayt. Enrique Santiago Petracchi (Según Su Voto). Eduardo Moliné 

O’Connor. Antonio Boggiano (en disidencia). Guillermo A. F. López (según 

su voto). Adolfo Roberto Vázquez (según su voto). Juan Carlos Maqueda (en 

disidencia).
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Voto del Señor Ministro Doctor Don Enrique Santiago Petracchi y 
del Señor Ministro Doctor Don Guillermo Alberto López:

Vistos y Considerando:
Que se inician estas actuaciones con motivo de la presentación efectuada por 

el Señor Procurador del Tesoro de la Nación, a fin de que este Tribunal instru-

mente el cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos del 28 de septiembre de 2002 en el caso “Cantos”.

Que en las circunstancias del caso, esta Corte carece de atribuciones para mo-

dificar pronunciamientos jurisdiccionales amparados por el atributo de cosa 

juzgada, por lo que el Poder Ejecutivo de la Nación deberá adoptar las medidas 

que, en ámbito de sus competencias, considere apropiadas, o -en todo caso- 

tomar la iniciativa que contempla el art. 77 de la Constitución Nacional por 

ante el Congreso de la Nación, a fin de dar cumplimiento con la sentencia de 

la Corte Interamericana.

Por ello,

SE RESUELVE: Desestimar la presentación efectuada por el señor Procurador 

del Tesoro de la Nación. Regístrese, hágase saber y archívese. 

Enrique Santiago Petracchi, Guillermo A. F. López.

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Antonio Boggiano:

Vistos y Considerando:
(...)

3º) Que, corresponde a esta Corte, como órgano supremo de uno de los pode-

res del Gobierno Federal, aplicar en la medida de su jurisdicción, los tratados 

internacionales al que el país está vinculado a fin de evitar que la responsabili-

dad internacional de la República quede comprometida (Fallos: 318:1269 y sus 

citas, entre muchos otros). 

4º) Que tanto de los términos expresos de la Convención Americana de Dere-

chos Humanos como de su contexto se desprende que cuando ese instrumento 

convencional ha querido asignar carácter obligatorio a las decisiones emanadas 

de sus órganos de aplicación lo hizo en forma explícita. En este sentido la Con-

vención dispone que cuando la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en el Pacto 

dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 

conculcado. Los Estados parte en la Convención se comprometen a cumplir la 

decisión de la Corte en todo caso en que sean partes -art. 68.1- (Fallos: 321:3555 

voto de los jueces Boggiano y Bossert). 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



234

A
rgentina

Jurisprudencia

5º) Que, en consecuencia, corresponde que la Administración Federal de In-

gresos Públicos se abstenga de ejecutar la tasa de justicia y la correspondiente 

multa por falta de pago, y que el Estado Nacional asuma el pago de los hono-

rarios de los peritos y profesionales que representaron a los demandados, lo 

que así se declara. 

6º) Que, que en cambio, en lo atinente a la reducción de los emolumentos y al 

levantamiento de embargos y otras medidas adoptadas corresponde dar trasla-

do a los profesionales interesados que no fueron parte en el procedimiento en 

la instancia internacional. De otro modo se afectarían sus garantías judiciales 

y el derecho de propiedad que la Convención tutela expresamente (arts. 8, 21 

y 25), pues pese a los términos en que está redactada la sentencia de la Corte 

Interamericana, corresponde indagar su verdadero sentido, ya que no es dable 

suponer que ésta, como garante final de los derechos que el Pacto reconoce, 

consagre semejante menoscabo a ellos. De estar a los términos literales de la 

sentencia se produciría un detrimento que a su vez haría incurrir al Estado 

Argentino en responsabilidad internacional, hipótesis ésta que cabe aventar. 

En efecto, sería incongruente reparar una lesión en los términos del art. 63.1 

de la Convención causando otra a terceros. Esto sencillamente importaría una 

violación al Pacto. 

Por ello

Se resuelve: 
1º) Declarar que el Estado Nacional debe abstenerse de perseguir el cobro de 

la tasa de justicia y la correspondiente multa y asumir el pago de los honorarios 

de los peritos y profesionales que representaron a los demandados.

2º) Dar traslado a los profesionales interesados a los fines precedentemente 

señalados. 

3º) Hágase saber al Señor Procurador del Tesoro. Regístrese y notifíquese. 

Antonio Boggiano.

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Juan Carlos Maqueda:

Vistos y Considerando:
1º) Que se inician estas actuaciones con motivo del oficio librado por el Señor 

Procurador del Tesoro de la Nación en virtud de la sentencia dictada el 28 de 

noviembre de 2002 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

caso Cantos (sentencia CDH-11.636).

(...)
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3º) Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos dispuso en el capítulo 

IX de la sentencia citada que el Estado debe rendir a ese tribunal un informe 

cada seis meses sobre las medidas tomadas para dar cumplimiento a aquélla, el 

que será valorado por ese Tribunal. El Sr. Procurador del Tesoro sostiene que 

de ello se desprende que las medidas solicitadas deberán ser adoptadas y arbi-

tradas por el Alto Tribunal de la República que entendió en la causa C 1099. 

4º) Que los fallos dictados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

tienen el carácter de definitivos e inapelables (art. 67 de la Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos) sin que resulte de las actuaciones remitidas 

por el Señor Procurador del Tesoro de la Nación que el Estado Nacional haya 

pedido la interpretación acerca de los alcances de lo decidido en el pronuncia-

miento CDH -11.636.

5º) Que el art. 68.1 de la misma Convención establece que los Estados se 

comprometen a cumplir con la decisión de la Corte (conf. Fallos 321:3555, con-

siderando 9º) y es en el marco de ese proceso de ejecución de una sentencia 

que se ha pedido la intervención de esta Corte para remediar los supuestos 

derechos afectados a raíz del fallo dictado por el Tribunal en la causa C.1099 L. 

XX, Cantos, José María c/ Santiago del Estero, Provincia de y/o Estado Nacional 

s/cobro de pesos. 

6º) Que esta Corte ha reconocido que los tribunales locales deben adoptar las 

medidas necesarias para evitar que el Estado incurra en responsabilidad por 

incumplimiento de un tratado (Fallos: 315:1492; 316:1669; 317:1282). A la luz 

de esa interpretación corresponde, además, tener en cuenta la importancia de 

las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos dentro del 

marco del nuevo ordenamiento institucional que resulta de la Reforma Consti-

tucional del año 1994 que ha conferido jerarquía constitucional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (conf. art. 75, inc. 22, de la Constitución 

Nacional). 

7º) Que, asimismo, corresponde a esta Corte velar porque la buena fe que 

rige la actuación del Estado Nacional en el orden internacional para el fiel 

cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes 

del derecho internacional no se vea afectada a causa de actos u omisiones de 

sus órganos internos (Fallos: 315:1492, consid. 19 in fine y 318:373, consid. 

4º). Esos deberes se extienden a todos los jueces aún ante la inexistencia de 

reglamentación legislativa indicativa del curso judicial a seguir frente a infor-

mes o recomendaciones emanadas de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos en cuanto están obligados a atender a su contenido con el fin de 

procurar la protección de los derechos humanos involucrados pues en esta ma-

teria aquélla no es requisito indispensable (Fallos: 321:3555, voto de los Dres. 

Boggiano y Bossert, considerandos 15 y 16). Tales criterios resultan de plena 
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aplicación en el presente caso tanto más si se tiene en cuenta que no se trata 

de una recomendación de dicha Comisión sino de una sentencia dictada en 

términos inequívocos por la Corte Interamericana con el alcance indicado en el 

considerando 4º de este pronunciamiento. 

8º) Que la remoción de tales obstáculos corresponde a esta Corte tanto en lo 

que se refiere a la disposición para que el Estado se abstenga de cobrar la tasa 

judicial, la multa respectiva y los honorarios correspondientes como a la parte 

dispositiva en cuanto manda adecuar tales honorarios a las pautas previstas en 

la sentencia CDH-11.636. 

Formular distinciones con un supuesto sustento en la diversa naturaleza de las 

cuestiones resueltas y de los sujetos involucrados implica una decisión sin fun-

damento suficiente, cuyos efectos conducirían a la instrumentación de un pro-

cedimiento de ejecución parcial de las sentencias de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, que altera el cumplimiento efectivo del pronunciamiento, 

ajeno y, por lo tanto, contrario a la normativa de la Convención. 

En tal sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha entendido 

en diversos precedentes, al referirse al concepto de reparación y definir su 

alcance, en los términos del art.63.1, que aquéllas no pueden ser modificadas 

o incumplidas por el Estado obligado invocando disposiciones de su derecho 

interno (fs.36-Cap.VIII de la sentencia de la Corte Interamericana). 

9º) Que no resulta obstáculo a ello la ausencia de un procedimiento específico 

para la ejecución de las sentencias de la corte respecto de la parte dispositiva 

de la sentencia que no prevé carácter indemnizatorio, puesto que resulta ínsito 

al espíritu mismo del Tratado -al que la República Argentina se adhirió y que

es parte de la Constitución Nacional en los términos del art. 75, inc. 22- el 

hecho de que se retiren los obstáculos que afecten tales derechos humanos. 

10) Que, naturalmente, la índole del tratado en cuestión que tiende a proteger 

los derechos humanos y no a los Estados mismos lleva a la convicción en el 

sentido de que esta remoción debe producirse de inmediato y sin demoras que 

impidan el cumplimiento estricto de la sentencia CDH-11.636. 

11) Que este ha sido, además, el espíritu que emana de la Convención Consti-

tuyente de 1994 en cuanto allí se señaló que lo que se pretendía establecer “es 

una política constitucional, cual es la de universalizar los derechos humanos, 

reconocer los organismos supranacionales de solución de conflictos como lo 

son la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos y promover 

opiniones consultivas de la Corte Interamericana, para que informen sobre el 

alcance de las normas consagradas en el Pacto, así como también sobre leyes 

y disposiciones conforme a sus propias resoluciones para asegurar que estén 

en armonía con el Poder Ejecutivo... La historia nacional y universal ha proba-

do que cuando los estados nacionales violan los derechos humanos, esto sólo 
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puede revertirse por la presencia coactiva de organismos internacionales que 

aseguren el respeto de los mismos. Los derechos consagrados internamente se 

convierten en letra muerta cuando el Estado Nacional decide no cumplirlos” 

(Convencional Alicia Oliveira en la 22a. Reunión, 3a. Sesión ordinaria del 2 de 

agosto de 1994 de la Convención Constituyente de 1994, Diario de Sesiones-T. 

III pág. 2861). 

12) Que por consiguiente, el Estado Nacional debe ajustar las interpretaciones 

de las normas respectivas a los criterios establecidos por la Corte Interamerica-

na de Derechos Humanos que -en el marco estricto de este caso- ha conside-

rado que el cobro de honorarios profesionales regulados con base en el monto 

de la litis, en los términos en que se ha hecho en este caso particular, impone al 

actor una carga desmedida y se transforma, en definitiva, en un elemento obs-

tructor de la efectiva administración de justicia con afectación de lo dispuesto 

por los arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (ver 

considerandos 54 a 56 de la sentencia CDH-11.636).

13) Que, por todo lo expresado, corresponde a este Tribunal adoptar -de inme-

diato- las medidas necesarias para asegurar los derechos afectados que han sido 

puntualizados en la sentencia de la Corte Interamericana y que, precisamente, 

se refieren a la cuantía de los honorarios fijados en la causa C. 1099 L. XX., para 

adecuarlos a las pautas establecidas en dicho pronunciamiento. La misma Corte 

Interamericana ha señalado en la sentencia en el caso Genie Lacayo -dictada el 

29 de enero de 1997- que habiendo encontrado que se ha producido una viola-

ción de los derechos humanos protegidos por la Convención, los estados nacio-

nales deben poner todos los medios a su alcance para asegurar jurídicamente el 

libre y pleno ejercicio de los derechos humanos y, como consecuencia de esta 

obligación, deben procurar el restablecimiento del derecho conculcado y, en su 

caso, subsanar la demora objeto de la violación señalada (considerando 96).

14) Que no resulta obstáculo a lo decidido el hecho de que no hayan interve-

nido los letrados en cuyo favor han sido regulados los honorarios respectivos, 

porque este Tribunal debe acatar la decisión de la Corte Interamericana en 

cuanto a su interpretación de lo decidido en la causa C. 1099, sin que el plan-

teamiento de eventuales hipótesis lleve a una dilación del Estado Nacional. En 

tal sentido, resulta una pauta orientadora –de acuerdo con la referida jurispru-

dencia de esta Corte- lo decidido por aquel Tribunal internacional en cuanto 

ha considerado, en el proceso de ejecución de sentencia del caso Castillo Páez, 

que su fallo -de carácter definitivo e inapelable (art.67 de la Convención)- debe 

ser prontamente cumplido por el Estado en forma íntegra (considerando 5 de 

la resolución del 27 de noviembre de 2002).

15) Que -a la luz de lo expresado- el hecho que dio lugar a la sentencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos no es otro que la sentencia dictada 
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por este Tribunal el 3 de septiembre de 1996 y por consiguiente -ante el pedido 

formulado por el Señor Procurador- corresponde a esa Corte disponer las medi-

das pertinentes en el marco de su competencia para remediarlas sin demora. Es 

dentro de ese marco que corresponde hacerle saber al Estado Nacional que de-

berá adoptar las medidas pertinentes para que se abstenga de ejecutar la tasa de 

justicia y la multa por falta de pago y para que asuma el pago de los honorarios 

de los peritos y profesionales que representaron a los demandados. Asimismo, 

corresponde reducir los emolumentos de acuerdo con las pautas fijadas por 

la sentencia de la Corte y ordenar -una vez cumplido el levantamiento de las 

medidas cautelares, lo que se dispondrá una vez notificados los profesionales 

de los nuevos emolumentos. 

16) Que a partir de la reforma constitucional de 1994, y de acuerdo con lo 

dispuesto en el art.75, inc. 22º, de la norma fundamental, las sentencias de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos pronunciadas en causas en que el 

Estado argentino sea parte deben ser cumplidas por los poderes constituidos en 

el ámbito de su competencia y, en consecuencia, son obligatorias para la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación.

Por ello, 

Se resuelve: 
1º) Declarar que el Estado Nacional debe abstenerse de perseguir el cobro de 

la tasa de justicia y la correspondiente multa y asumir el pago de los honorarios 

de los peritos y profesionales que representaron a los demandados.

2º) Disponer la reducción de los honorarios de los profesionales conforme las 

pautas y criterios indicados en la sentencia Nº 11.636 de la Corte Interamerica-

na de Derechos Humanos y una vez notificada la resolución correspondiente 

disponer el levantamiento de las medidas cautelares dispuestas contra el de-

mandado. 

Regístrese, notifíquese y oportunamente archívese. 

Juan Carlos Maqueda.
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Argentina 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Espósito, Miguel Ángel s/ incidente de prescripción de la acción penal promovido 

por su defensa. Expediente Nº 224. XXXIX. Sentencia del 23 de diciembre del 

2004.

Declara procedente el recurso extraordinario y revoca la sentencia apelada 

que declaró extinguida por prescripción la acción penal respecto de Miguel 

Ángel Espósito y lo sobreseyó definitivamente por el hecho cometido en perjuicio 

de Walter David Bulacio, en concordancia con la sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos -del 18 de septiembre de 2003 en el caso 

Bulacio vs. Argentina-, la que es considerada “de cumplimiento obligatorio 

para el Estado argentino” (ap.6).

(…)

Considerando:
1º) Que la Sala VI de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y 

Correccional de la Capital Federal confirmó la decisión de la jueza de primera 

instancia que declaró extinguida por prescripción la acción penal respecto de 

Miguel Ángel Espósito, y lo sobreseyó definitivamente por el hecho cometido 

en perjuicio de Walter David Bulacio, por el que fuera acusado (arts. 59, inc. 3º, 

62, inc. 2º, 144 bis, inc. 1º, con las agravantes previstas en los incs. 2º y 3º del 

art. 142, Código Penal). Contra dicha resolución, el fiscal interpuso el recurso 

extraordinario de fs. 85/90, concedido a fs. 129.

2º) Que el recurrente sostiene que el a quo, al computar el plazo de prescrip-

ción de la acción penal, omitió considerar el efecto interruptivo de actos poste-

riores a la acusación de la querella, en particular, de los diversos traslados a la 

defensa. Según su punto de vista, "en una línea amplia sobre la interpretación 

del término 'secuela de juicio', son idóneos a esos fines todos aquellos actos 

procesales que forzosa e inevitablemente deben ocurrir para que el órgano 

jurisdiccional se encuentre en condiciones de resolver la cuestión de fondo o 

poner fin al proceso de cualquier otra manera, aunque éstos fueran dictados a 

petición de parte y como defensa de fondo".

(...)

5º) Que, por lo tanto, el recurrente ha limitado sus agravios a una mera dis-

crepancia con lo resuelto por la cámara sobre temas no federales. Por regla 

general, ello constituiría fundamento suficiente para rechazar el recurso ex-

traordinario introducido. Sin embargo, no puede soslayarse la circunstancia de 

que en el sub lite el rechazo de la apelación tendría como efecto inmediato la 

confirmación de la declaración de prescripción de la acción penal, en contra-

vención a lo decidido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su 
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sentencia del 18 de septiembre de 2003 en el caso "Bulacio vs. Argentina", en 

el que se declarara la responsabilidad internacional del Estado Argentino -entre 

otros puntos- por la deficiente tramitación de este expediente.

6º) Que la decisión mencionada resulta de cumplimiento obligatorio para el Esta-

do Argentino (art. 68.1,CADH), por lo cual también esta Corte, en principio, debe 

subordinar el contenido de sus decisiones a las de dicho tribunal internacional.

7º) Que según se desprende de la sentencia internacional citada, la declaración 

de la prescripción de la acción penal en estos actuados representaría una viola-

ción a los derechos garantizados por la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. En efecto, de acuerdo con el texto de dicha decisión, en el marco de 

un acuerdo de solución amistosa, el Estado Argentino reconoció su responsabi-

lidad internacional en el caso, en lo que aquí interesa, en los siguientes térmi-

nos: "El Gobierno reconoce la responsabilidad por la violación a los derechos 

humanos de Walter David Bulacio y su familia, con base en la demanda efec-

tuada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En ese sentido 

se deja constancia [de] que Walter David Bulacio fue víctima de una violación 

a sus derechos en cuanto a un inapropiado ejercicio del deber de custodia y a 

una detención ilegítima por incumplimientos procedimentales" (' 32,1). 

Con relación a este punto, el Estado reconoció que la detención fue ilegal, por 

incumplimiento de las normas internas que obligan a los funcionarios policiales 

a dar aviso a los padres, informar a las personas menores de edad sobre las 

causas de la detención y dar intervención a un juez sin demora. Asimismo, se 

reconoció la responsabilidad por la violación del derecho a la vida y la integri-

dad física, por un inapropiado ejercicio del deber estatal de custodia, por la no 

adopción de las medidas de protección que la condición de menor requería y 

por haberse excedido los estándares internacionales en materia de plazo razo-

nable y en materia de recursos efectivos (' 33). 

En lo atinente a los recursos internos, la Corte Interamericana tuvo por probado 

que en la presente causa judicial, seguida por las lesiones y muerte de Wal-

ter David Bulacio, se han producido diversas actuaciones que originaron una 

dilación en el proceso y "[A] la fecha no existe un pronunciamiento firme por 

parte de las autoridades judiciales sobre el conjunto de los hechos investigados. 

Nadie ha sido sancionado como responsable de éstos" (' 69, A, 6). 

Asimismo, se indica que desde que se corrió traslado de la acusación del fiscal, 

la defensa del comisario Espósito "promovió una extensa serie de diferentes 

articulaciones y recursos (...) que han impedido que el proceso pudiera avanzar 

hasta su culminación natural, lo que ha dado lugar a que se opusiera la pres-

cripción de la acción penal" (' 113).

8º) Que según la Corte Interamericana "esta manera de ejercer los medios 

que la ley pone al servicio de la defensa, ha sido tolerada y permitida por los 
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órganos judiciales intervinientes, con olvido de que su función no se agota en 

posibilitar un debido proceso que garantice la defensa en juicio, sino que debe 

además asegurar en tiempo razonable, el derecho de la víctima o sus familiares 

a saber la verdad de lo sucedido y que se sancione a los eventuales responsa-

bles. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que diri-

jan el proceso de modo de evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos 

conduzcan a la impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los 

derechos humanos" (114 y sgtes.).

9º) Que con relación a la "prescripción de la causa pendiente a nivel de de-

recho interno", la Corte Interamericana señaló, específicamente, que "son in-

admisibles las disposiciones de prescripción o cualquier obstáculo de derecho 

interno mediante el cual se pretenda impedir la investigación y sanción de los 

responsables de las violaciones de derechos humanos" (116). 

10) Que, en consecuencia, la confirmación de la decisión por la cual se de-

clara extinguida por prescripción la acción penal resultaría lesiva del derecho 

reconocido en este caso a las víctimas a la protección judicial, y daría origen, 

nuevamente, a la responsabilidad internacional del Estado argentino. Desde 

esa perspectiva, el ámbito de decisión de los tribunales argentinos ha quedado 

considerablemente limitado, por lo que corresponde declarar inaplicables al 

sub lite las disposiciones comunes de extinción de la acción penal por prescrip-

ción en un caso que, en principio, no podría considerarse alcanzado por las 

reglas de derecho internacional incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico 

en materia de imprescriptibilidad ("Convención sobre desaparición forzada de 

personas" Cley 24.556, art. VIIC y "Convención sobre la imprescriptibilidad de 

los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad" Cley 24.584C). 

(...)

12) Que, sin perjuicio de lo precedentemente expuesto, corresponde dejar sen-

tado que esta Corte no comparte el criterio restrictivo del derecho de defensa 

que se desprende de la resolución del tribunal internacional mencionado.

(...)

14) Que, en cambio, el fallo de la Corte Interamericana soluciona la colisión 

entre los derechos del imputado a una defensa amplia y a la decisión del pro-

ceso en un plazo razonable -íntimamente relacionado con la prescripción de 

la acción penal como uno de los instrumentos idóneos para hacer valer ese 

derecho (conf. citas de Fallos: 322:360, voto de los jueces Petracchi y Boggiano, 

considerando 9º)-, a través de su subordinación a los derechos del acusador, 

con fundamento en que se ha constatado en el caso una violación a los dere-

chos humanos en los términos de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. Ello, por cierto, bien puede bastar para generar la responsabilidad 

internacional del Estado infractor, pero no para especificar cuáles son las res-
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tricciones legítimas a los derechos procesales de los individuos que resulten 

imputados penalmente como autores o cómplices del hecho que origina la 

declaración de responsabilidad internacional.

(...)

16) Que, en consecuencia, se plantea la paradoja de que sólo es posible cum-

plir con los deberes impuestos al Estado argentino por la jurisdicción interna-

cional en materia de derechos humanos restringiendo fuertemente los derechos 

de defensa y a un pronunciamiento en un plazo razonable, garantizados al 

imputado por la Convención Interamericana. Dado que tales restricciones, em-

pero, fueron dispuestas por el propio tribunal internacional a cargo de asegurar 

el efectivo cumplimiento de los derechos reconocidos por dicha Convención, a 

pesar de las reservas señaladas, es deber de esta Corte, como parte del Estado 

argentino, darle cumplimiento en el marco de su potestad jurisdiccional. 

17) Que la actuación de los jueces que han intervenido en la tramitación de 

la presente investigación fue calificada por la Corte Interamericana como to-

lerante y permisiva respecto de las dilaciones en que se incurriera en la causa 

(conf.113 y sgtes.). En tales condiciones, corresponde remitir testimonios de la 

presente al Consejo de la Magistratura, a fin de que se determinen las posibles 

responsabilidades. 

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se declara proce-

dente el recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada. 

Enrique Santiago Petracchi. Augusto César Belluscio (según su voto). Carlos S. 

Fayt (según su voto). Antonio Boggiano (según su voto). Juan Carlos Maque-

da (según su voto). E. Raúl Zaffaroni. Elena I. Highton de Nolasco (según su 

voto).

Voto del Señor Vicepresidente Doctor Don Augusto César Belluscio 
y del Señor Ministro Doctor Juan Carlos Maqueda

(...)

9º) Que tanto de los términos expresos de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos como de su contexto se desprende que cuando ese ins-

trumento convencional ha querido asignar carácter obligatorio a las decisiones 

emanadas de sus órganos de aplicación lo hizo en forma explícita. En este 

sentido la Convención dispone que "...Los Estados Partes en la Convención 

se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean 

partes..." (art. 68.1), por lo que la obligatoriedad del fallo no admite dudas en 

la medida que el Estado Nacional ha reconocido explícitamente la competencia 

de ese tribunal internacional al aprobar la citada convención (ley 23.054).
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Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador Gene-

ral, se rechaza la presentación de fs.298/ 299, se declara procedente el recurso 

extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al 

tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronun-

ciamiento con adecuación al presente. 

Notifíquese y, oportunamente, remítase. 

Augusto César Belluscio. Juan Carlos Maqueda.

Voto del Señor Ministro Doctor Don Carlos S. Fayt

Considerando:
(...)

6º) Que en su decisión del 18 de septiembre de 2003 la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos señaló que los órganos judiciales intervinientes no tuvieron 

en cuenta que "su función no se agota en posibilitar un debido proceso que 

garantice la defensa en juicio, sino que debe además asegurar en tiempo razo-

nable, el derecho de la víctima o sus familiares a saber la verdad de lo sucedido 

y a que se sancione a los eventuales responsables" (caso Bulacio vs. Argentina 

2003, párr. 114). Agregó, con relación a la "prescripción de la causa pendiente 

a nivel de derecho interno", que "son inadmisibles las disposiciones de pres-

cripción o cualquier obstáculo de derecho interno mediante el cual se pretenda 

impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones de 

derechos humanos" (párr. 116, con cita de los casos "Trujillo Oroza" y "Barrios 

Altos"). Destacó que "(d)e acuerdo con las obligaciones convencionales asumi-

das por los Estados, ninguna disposición o instituto de derecho interno, entre 

ellos la prescripción, podría oponerse al cumplimiento de las decisiones de la 

Corte en cuanto a la investigación y sanción de los responsables de las violacio-

nes de los derechos humanos" (párr. 117). Por último, (en lo que aquí interesa) 

señaló que "de conformidad con los principios generales del derecho y tal 

como se desprende del art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 

los Tratados de 1969, las decisiones de los órganos de protección internacional 

de derechos humanos no pueden encontrar obstáculo alguno en las reglas o 

institutos de derecho interno para su plena aplicación" (párr. 118).

7º) Que si bien está fuera de discusión el carácter vinculante de las decisiones 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a los efectos de resguardar 

las obligaciones asumidas por el Estado argentino en el sistema interamericano 

de protección a los derechos humanos (conf. doctrina de Fallos: 321:3555), 

como así también que la obligación de reparar del Estado no se agota en el 

pago de una indemnización como compensación de los daños ocasionados, 

sino que comprende además otro tipo de reparaciones como la persecución 

penal de los responsables de las violaciones a los derechos humanos -"deber 
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de justicia penal", considerando 9º del voto del juez Fayt en Fallos: 326:3268 

in re "Hagelin"-, ello no significa que en ese deber pueda entenderse incluida 

la especificación de restricciones a los derechos procesales de los individuos 

concretamente imputados en una causa penal, como autores o cómplices del 

hecho que origina la declaración de responsabilidad internacional.

8º) Que, en efecto, dentro de las diferentes formas en las que un Estado pue-

de hacer frente a la responsabilidad internacional en la que ha incurrido que 

"varían según la lesión producida" (caso "Garrido y Baigorria", Reparaciones, 

párr. 41 y "Castillo Páez", Reparaciones, párr. 48), se encuentra el denominado 

"deber de justicia penal". 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana es uniforme en el reconocimiento 

del deber de investigación, persecución y enjuiciamiento de quienes incurren 

en violación de los derechos humanos, a fin de que su tutela no se vea erosio-

nada por la impunidad.

Sin embargo, obvio es señalarlo, "(l)a Corte Interamericana no tiene atribucio-

nes para emitir condenas penales, que se reservan a la justicia local; tampoco 

define la responsabilidad penal de los autores de las violaciones" (Sergio García 

Ramírez, Las reparaciones en el sistema interamericano de protección de los de-

rechos humanos, en AAVV, El Sistema Interamericano de Protección de los De-

rechos Humanos en el Umbral del Siglo XXI, San José de Costa Rica, 2001, tomo 

I, pág. 154). Sabido es que "(e)n lo que concierne a los derechos humanos 

protegidos por la Convención, la competencia de los órganos establecidos por 

ella se refiere exclusivamente a la responsabilidad internacional del Estado y no 

la de los individuos" (Opinión Consultiva sobre Responsabilidad internacional 

por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención, OC-14/94 

del 9 de diciembre de 1994, párr. 56; en el mismo sentido casos "Velásquez 

Rodríguez", "Paniagua Morales" y "Cesti Hurtado"). Se trata de un proceso no 

individual sino estatal por violaciones a los derechos humanos (conf. Juan Mén-

dez, "La participación de la víctima ante la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos", publ. En AAVV, "La Corte y el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos", ed. Rafael Nieto Navia, San José de Costa Rica, 1994, citado en el 

considerando 9º del voto del juez Fayt en Fallos: 326:3268).

9º) Que, por ello, la solución a la que se pretende arribar, esto es, la imposibi-

lidad de declarar la prescripción de la acción penal en esta causa respecto del 

imputado Miguel Ángel Espósito como parte del deber reparatorio que incum-

be al Estado argentino, nunca puede ser derivación del fallo internacional en 

cuestión. Tal conclusión implicaría asumir que la Corte Interamericana puede 

decidir sobre la responsabilidad penal de un individuo en concreto. 

En efecto, si el objeto del proceso consiste en determinar la responsabilidad 

internacional del Estado Parte por la violación de la Convención Americana y la 

reparación -como nueva obligación generada a partir de esa violación- puede 

incluir el deber de investigar para el Estado infractor, no se sigue de ello que tal 
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deber deba recaer respecto de quien se encuentra fuera del ámbito de decisión 

del tribunal internacional. Si como derivación de una interpretación de la Con-

vención realizada por la Corte Interamericana, se concluyera que al imputado 

Miguel Ángel Espósito debe aplicársele sin base legal y retroactivamente el 

principio de imprescriptibilidad, dicho tribunal estaría -de algún modo- deci-

diendo sobre la suerte de un sujeto sobre quien no declaró, ni pudo declarar, 

su responsabilidad.

(...)

11º) Que lo dicho hasta aquí no implica negar vinculatoriedad a las decisiones 

de la Corte Interamericana, sino tan sólo entender que la obligatoriedad debe 

circunscribirse a aquella materia sobre la cual tiene competencia el tribunal inter-

nacional. En este sentido, la conclusión a la que aquí se arriba es armónica con lo 

establecido en el art. 68 del Pacto de San José de Costa Rica, bien entendido que 

sea el ámbito de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana. 

Esta interpretación, por lo demás, no se contradice con lo resuelto por el propio 

tribunal internacional, pues lo que éste ha entendido inadmisibles -sólo esto 

pudo hacer-, son las disposiciones de prescripción mediante las que se pre-

tenda impedir la investigación y sanción de los responsables. Esta alusión no 

puede considerarse extensiva a previsiones generales de extinción de la acción 

penal por prescripción.

(...)

Voto del Señor Ministro Doctor Don Antonio Boggiano

Considerando:
(...)

4º) Que el caso suscita cuestión federal de trascendencia a los efectos de la vía 

extraordinaria por hallarse en tela de juicio el reconocimiento y la eficacia en 

el derecho argentino de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, caso Bulacio vs. Argentina, del 18 de septiembre de 2003. 

(...)

6º) Que la causa llega por primera vez a esta Corte y los fundamentos antes 

dados bastan para la descalificación de la resolución apelada. Empero, algunos 

aspectos de la causa fueron juzgados ya por la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos en su referido pronunciamiento del 18 de septiembre de 2003. 

7º) Que, pese a no hallarse agotados los recursos previstos en jurisdicción 

argentina, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos consideró ad-

misible el presente caso al observar que "existe un retardo injustificado en la 

decisión definitiva". En efecto, valoró que "desde abril de 1991 hasta la fecha, 

han pasado más de siete años" (art. 46.2,c de la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos; Informe 29/98, caso 11.752, Walter David Bulacio vs. Ar-

gentina, del 5 de mayo de 1998).

8º) Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que los jue-

ces argentinos han "tolerado y permitido" que "los medios que la ley pone al 

servicio de la defensa" hayan "impedido que el proceso pudiera avanzar hasta 

su culminación natural, lo cual ha dado lugar a que se opusiera la prescripción 

de la acción penal" y advirtió que debe garantizarse "en tiempo razonable, el 

derecho de la víctima o sus familiares a saber la verdad de lo sucedido y a que 

se sancione a los eventuales responsables" (caso Bulacio vs. Argentina, senten-

cia del 18 de septiembre de 2003, párr. 113 y 114). 

9º) Que esta Corte ha reconocido el carácter vinculante de las decisiones de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, a los efectos de resguardar las obli-

gaciones asumidas por el Estado argentino en el sistema interamericano de pro-

tección a los derechos humanos. El art. 68.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos dispone en forma explícita que los estados parte se compro-

meten a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que intervengan en ese 

carácter (Fallos: 321:3555 considerando 9º del voto de la mayoría; considerando 

8º del voto de los jueces Bossert y Boggiano; Expte. 1307/2003 -Adm. Gral.-, re-

solución 1404/ 2003, causa "Cantos", tasa de justicia y honorarios. Rechazo de la 

presentación efectuada por el Procurador del Tesoro respecto del cumplimiento 

de la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 28 

de septiembre de 2002, disidencia de los jueces Boggiano y Maqueda). 

10) Que la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos resol-

vió, ante el reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado argen-

tino que: 

"el Estado debe proseguir y concluir la investigación del conjunto de los he-

chos de este caso y sancionar a los responsables de los mismos; que los fa-

miliares de las víctimas deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar, en 

todas las etapas e instancias de dichas investigaciones, de conformidad con la 

ley interna y las normas de la Convención Americana de Derechos Humanos; 

y que los resultados de las investigaciones deberán ser públicamente divulga-

dos en los términos de los párrafos 110 a 121 de la presente". A fin de llegar 

a esa conclusión juzgó que: "...la obligación de investigar debe cumplirse con 

seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 

infructuosa. La investigación que el Estado lleve a cabo en cumplimiento de 

esta obligación [d]ebe tener un sentido y ser asumida por el [mismo] como un 

deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, 

que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de 

la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública 

busque la verdad" (parr. 112).
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"El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que diri-

jan el proceso de modo de evitar dilaciones y entorpecimientos indebidos, 

conduzcan a la impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los 

derechos humanos.

"En cuanto a la invocada prescripción de la causa pendiente a nivel de dere-

cho interno, este Tribunal ha señalado que son inadmisibles las disposiciones 

de prescripción o cualquier obstáculo de derecho interno mediante el cual 

se pretenda impedir la investigación y sanción de los responsables de las 

violaciones de derechos humanos. La Corte considera que las obligaciones 

consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana requieren 

de los Estados Partes la pronta adopción de providencias de toda índole para 

que nadie sea sustraído del derecho a la protección judicial, consagrada en el 

artículo 25 de la Convención Americana.

"De acuerdo a las disposiciones convencionales asumidas por los Estados, 

ninguna disposición o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción 

podría oponerse al cumplimiento de las decisiones de la Corte en cuanto a la 

investigación y sanción de los responsables de las violaciones de los derechos 

humanos...

"De conformidad con los principios generales del derecho y tal como se des-

prende del art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra-

tados de 1969, las decisiones de los órganos de protección internacional de 

derechos humanos no pueden encontrar obstáculo alguno en las reglas o 

institutos de derecho interno para su plena aplicación.

"Además, conviene destacar que el Estado ha aceptado su responsabilidad 

internacional en el presente caso por la violación de los artículos 8 y 25 

de la Convención Americana, que consagran los derechos a las garantías 

judiciales y a la protección judicial, respectivamente, en perjuicio de Walter 

David Bulacio y sus familiares. Asimismo esta Corte ha tenido como proba-

do que a pesar de haberse iniciado varios procesos judiciales, hasta  la fecha 

más de doce años después de los hechos nadie ha sido sancionado como 

responsable de éstos. En consecuencia, se ha configurado una situación de 

grave impunidad.

"La Corte entiende como impunidad la falta en su conjunto de investigación, 

persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las 

violaciones de los derecho[s] protegidos por la Convención Americana, toda 

vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los 

medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica 

de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas 

y de sus familiares" (párr. 115 a 120 de la causa citada). 

11) Que, en forma coincidente con la sentencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, esta Corte ha juzgado que la obligación de reparar del 

Estado no se agota en el pago de una indemnización como compensación de 

los daños ocasionados, sino que también comprende la efectiva investigación y 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/dWdYye

DR © 2007. 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

http://www.cejil.org/



248

A
rgentina

Jurisprudencia

la correspondiente sanción de los responsables de las violaciones de los dere-

chos humanos (Fallos: 326:3268 Hagelin, voto de los jueces Petracchi y López, 

considerando 6º; voto del juez Fayt, considerando 9º; voto del juez Boggiano, 

considerando 10; voto del juez Maqueda, considerando 17).

12) Que en efecto, al interpretar el alcance del art. 63.1 de la Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos este Tribunal sostuvo, con cita de la jurispru-

dencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que "toda violación 

de una obligación internacional que haya producido un daño comporta el de-

ber de repararlo y de hacer cesar las consecuencias de la violación" (Cantoral 

Benavides, Reparaciones,párr. 40; Cesti Hurtado. Reparaciones, antes citado, 

párr. 35; Niños de la Calle -Villagrán Morales y otros- Reparaciones, antes ci-

tado, párr. 62). La reparación del daño ocasionado por la infracción requiere, 

siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual 

consiste en el restablecimiento de la situación anterior. En lo que se refiere a la 

violación del derecho a la vida y otros derechos (libertad e integridad persona-

les, garantías judiciales y protección judicial), ante la imposibilidad de la restitu-

tio in integrum y dada la naturaleza del bien afectado, la reparación se realiza, 

inter alia, según la práctica jurisprudencial internacional, mediante una justa 

indemnización o compensación pecuniaria, a la cual deben sumarse medidas 

positivas del Estado para conseguir que los hechos lesivos no se repitan (Panel 

Blanca -Paniagua Morales y otros- Reparaciones, antes citado, párr. 80; Castillo 

Páez. Reparaciones, sentencia del 27 de noviembre de 1998, párr. 52; Garrido 

y Baigorria, sentencia del 27 de agosto de 1988, párr. 41), y la reparación de 

las consecuencias que las infracciones produjeron mediante la efectiva inves-

tigación y la correspondiente sanción de los responsables de las violaciones 

del derecho internacional (Cesti Hurtado.Reparaciones, antes citado, párr. 33 

y Panel de la Blanca -Paniagua Morales- antes citado, párr. 76, Castillo Páez, 

antes citado, párr. 70 -Fallos: 326:3268, voto del juez Boggiano, considerando 

9º y voto del juez Vázquez, considerando 9º-). 

13) Que en esta inteligencia el deber de investigar y sancionar a los respon-

sables de las violaciones de los derechos humanos, como una de las formas 

de reparación integral impuesta por la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio a fin 

de no incurrir en responsabilidad internacional. En efecto, la citada Convención 

impone a los estados partes el deber de tomar todas las medidas necesarias 

para remover los obstáculos al ejercicio de los derechos que ese Pacto recono-

ce (art. 1.1). En este sentido, la Corte Interamericana consideró que "es deber 

de los Estados parte organizar todo el aparato gubernamental y, en general, 

todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder 

público, de tal manera que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y 

pleno ejercicio de los derechos humanos", O/C 11/90, parágrafo 23, (Fallos: 

326:3268, voto del juez Boggiano, considerando 14). 
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14) Que ello no es excluyente del derecho que también tienen las víctimas y sus 

familiares de intervenir e impulsar la persecución penal de los responsables de las 

violaciones de los derechos humanos (Fallos: 326:3268, voto de los jueces Petrac-

chi y López considerando 5º; voto del juez Fayt, considerando 9º; voto del juez 

Boggiano, considerando 14 y voto del juez Maqueda, considerandos 22 y 23). 

15) Que la solución a la que se arriba en cuanto a la imposibilidad de declarar 

la prescripción de la acción penal en esta causa, como parte del deber reparato-

rio que incumbe al Estado argentino, resulta de conformidad con la ley interna, 

en atención a las circunstancias particulares de la causa, y a las normas de la 

Convención según la inteligencia que le ha otorgado esta Corte por referencia 

a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (punto 

resolutivo 4 caso Bulacio vs. Argentina). En este sentido, existe un margen de 

apreciación razonable de los estados parte respecto al modo de hacer efecti-

vo el deber de investigación y sanción de los responsables de las violaciones 

de los derechos humanos. Por ello no sería posible adoptar disposiciones de 

imprescriptibilidad para crímenes no alcanzados por las reglas de derecho in-

ternacional referidos por nuestro ordenamiento jurídico (Convención sobre Im-

prescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad). El principio de 

imprescriptibilidad derivado, tanto del derecho internacional consuetudinario, 

cuanto de la Convención de Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y Lesa 

Humanidad, ha sido reconocido por esta Corte para los delitos de lesa humani-

dad (Fallos: 318:2148; A.533.XXXVIII "Arancibia Clavel, Enrique Lautaro s/ ho-

micidio calificado y asociación ilícita y otros Causa Nº 259C", pronunciamiento 

del 24 de agosto de 2004). 

(...)

17) Que corresponde a este Tribunal velar porque la buena fe que debe regir el 

fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados no se vea afec-

tada a causa de actos u omisiones de sus órganos internos (Fallos: 315: 1492; 

318:373). En este sentido se ha reconocido que los tribunales locales deben 

adoptar las medidas necesarias para evitar que el Estado incurra en responsa-

bilidad internacional por incumplimiento de un tratado (Fallos: 315:1492; 316: 

1669; 317:1282; 319:2411, 3148; 322:875). 

18) Que lo por demás cabe recordar que la República Argentina al conferir 

jerarquía constitucional a los tratados internacionales sobre derechos humanos 

tal como lo hace el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional presenta un fenó-

meno jurídico que puede considerarse como referencia al derecho internacio-

nal de los derechos humanos (Monges: Fallos: 319:3148).

(...)

21) Que los "referidos tratados" no se han "incorporado" a la Constitución 

Argentina convirtiéndose en derecho interno, sino que, por voluntad del cons-
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tituyente, tal remisión lo fue "en las condiciones de su vigencia"(art. 75, inc. 

22). Mantienen toda la vigencia y vigor que internacionalmente tienen y preci-

samente le provienen del ordenamiento internacional en modo tal que "la refe-

rencia" que hace la Constitución es a tales tratados tal como rigen en el derecho 

internacional y, por consiguiente, tal como son efectivamente interpretados y 

aplicados en aquel ordenamiento (causa "Giroldi" de Fallos: 318:514, conside-

rando 11). Ello implica también, por conexidad lógica razonable, que deben ser 

aplicados en la Argentina tal como funcionan en el ordenamiento internacional 

incluyendo, en su caso, la jurisprudencia internacional relativa a esos trata-

dos y las normas de derecho internacional consuetudinario reconocidas como 

complementarias por la práctica internacional pertinente. La referencia a los 

Tratados - Constitución incluye su efectiva vigencia en el derecho internacional 

como un todo sistemático (causa "Arce" de Fallos: 320:2145, considerando 7º). 

Los estados y entre ellos la Argentina han reducido grandemente el ámbito de 

su respectiva jurisdicción interna por vía de acuerdo con muchos tratados y 

declaraciones sobre derechos humanos (conf. causa "Arancibia Clavel" citada 

precedentemente).

22) Que una interpretación contraria a la precedentemente expuesta importaría 

la derogación de una cláusula constitucional por otra, privando de sentido a la 

referencia a la Convención Interamericana de Derechos Humanos que efectúa 

el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. 

(...)

24) Que en atención a la calificación efectuada por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos respecto de la actuación de los órganos judiciales argen-

tinos, según surge del considerando 8º, corresponde remitir testimonios de la 

presente al Consejo de la Magistratura, a fin de que se determinen las posibles 

responsabilidades. 

(...)

Voto de la Señora Ministra Doctora Doña Elena I. Highton de 
Nolasco

Considerando: 
(...)

5º) Que, por lo tanto, el recurrente ha limitado sus agravios a una mera dis-

crepancia con lo resuelto por la cámara sobre temas no federales. Por regla 

general, ello constituiría fundamento suficiente para rechazar el recurso ex-

traordinario introducido. Sin embargo, no puede soslayarse la circunstancia de 

que en el sub lite el rechazo de la apelación tendría como efecto inmediato la 

confirmación de la declaración de prescripción de la acción penal, en contra-

vención a lo decidido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su 
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sentencia del 18 de septiembre de 2003 en el caso "Bulacio vs. Argentina", en 

el que se declarara la responsabilidad internacional del Estado argentino -entre 

otros puntos- por la deficiente tramitación de este expediente.

6º) Que la decisión mencionada resulta de cumplimiento obligatorio para el 

Estado argentino (art. 68.1, CADH), por lo cual también esta Corte, en prin-

cipio, debe subordinar el contenido de sus decisiones a las de dicho tribunal 

internacional. 

(...)

11) Que con independencia de que en la decisión de la Corte Interamericana 

se hayan considerado -entre otros elementos- hechos reconocidos por el go-

bierno argentino en el marco de un procedimiento de derecho internacional del 

que no participó el acusado, resulta un deber insoslayable de esta Corte, como 

parte del Estado Argentino, y en el marco de su potestad jurisdiccional, cumplir 

con los deberes impuestos al Estado por la jurisdicción internacional en materia 

de derechos humanos. 

(...)

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se rechaza la 

presentación de fs. 298/299, se declara procedente el recurso extraordinario y 

se revoca la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de 

que por quien corresponda se dicte nuevo pronunciamiento de conformidad 

con la presente.

Hágase saber y, oportunamente, remítase. 

Elena I. Highton de Nolasco.
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Sumario

Argentina 

Corte Suprema de Justicia de la Nación

Lavado, Diego Jorge y otros c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ acción declarativa 

de certeza. L733. XLII. Originario. Sentencia del 6 de septiembre de 2006.

Se presenta la acción contra el Estado Nacional y la Provincia de Mendoza a 

fin de que el Tribunal determine que los hechos que se  denuncian afectan la 

garantía del derecho a la vida  y la integridad física de los internos alojados 

en tres unidades carcelarias de ese Estado provincial. La Corte Suprema 

valida el carácter obligatorio de las medidas provisionales dictadas por la 

Corte Interamericana y asume el control de su cumplimiento, ordenando a los 

Poderes Ejecutivos Nacional y Provincial que informen las  decisiones y medidas 

adoptadas para superar la situación de riesgo e inseguridad registradas en las 

penitenciarias.

Autos y Vistos; Considerando: 
1º) Que los profesionales firmantes del escrito obrante a fs. 129/140, cuya 

inscripción en la matrícula federal denuncian a fs. 144, presentan a la con-

sideración de la Corte una “acción declarativa de certeza” contra el Estado 

Nacional y la Provincia de Mendoza, a fin de que el Tribunal determine que 

los hechos que denuncian afectan la garantía del derecho a la vida y la inte-

gridad física de los internos alojados en las tres unidades carcelarias de ese 

Estado provincial. 

Asimismo requieren que el Tribunal establezca que el Estado Nacional y la 

provincia demandada son los sujetos obligados a garantizar la vigencia de 

esos derechos, y a cumplir las recomendaciones y decisiones adoptadas al 

respecto por la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Integra el objeto de la pretensión que el Tribunal fije un plazo máximo para que 

dichas decisiones sean cumplidas en su totalidad, dada la urgencia y gravedad 

de los hechos que denuncian, y en mérito a que el daño que se deriva del in-

cumplimiento resulta irreversible y de imposible o tardía reparación ulterior. 

2º) Que sobre la base de los hechos que describen a fs. 129 vta./132 ponen 

en conocimiento del Tribunal, que el 29 de mayo de 2003 varios internos que 

se encontraban bajo el control, custodia y supervisión de la Penitenciaría de la 

Provincia de Mendoza, efectuaron una petición ante la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, en la que requirieron que se determinase la responsa-

bilidad de la República Argentina por violación de los derechos a la integridad 

física, a la salud y a la vida de los internos recluidos en los establecimientos 

penitenciarios referidos; dado que, según se afirma en el escrito inicial, además 

de las condiciones infrahumanas en las que se encuentran alojados, muchos de 

ellos fueron víctimas de hechos de violencia públicos y notorios, que trajeron 

aparejadas lesiones y muertes de varias de las personas allí detenidas. 
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3º) Que los interesados resaltan que la Comisión Interamericana, bajo la pre-

visión contenida en el art. 25 de su Reglamento, el 3 de agosto de 2004 re-

comendó al Gobierno Nacional salvaguardar la integridad de los detenidos, 

proceder a la separación de los procesados y condenados y garantizar medidas 

de higiene y salud en el lugar. A pesar de ello, según relatan, continuaron los 

hechos de violencia y muerte dentro del penal, extremos que determinaron que 

el 14 de octubre del mismo año la Comisión sometiera a la consideración de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos una solicitud de que se dictaran 

"medidas provisionales" de conformidad con las disposiciones contenidas en 

los arts. 63.2 de la Convención respectiva, 25 del Reglamento del Tribunal, y 74 

del correspondiente a la Comisión peticionaria. 

4º) Que los antecedentes agregados en el escrito inicial y dentro del estrecho 

marco de conocimiento en el que esta Corte se expedirá en la presente ins-

tancia procesal, permiten poner de resalto que, frente al pedido formulado el 

14 de octubre al que se ha hecho referencia en el considerando precedente, 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó la resolución del 22 de 

noviembre de 2004 por medio de la cual, entre otras imposiciones, requirió al 

Estado Nacional que adopte de inmediato las medidas necesarias para proteger 

la vida de los internos y demás personas en riesgo en las unidades en cuestión; 

que investigue los hechos que motivaban la adopción de las medidas provi-

sionales y que determine las responsabilidades consiguientes; que en el plazo 

allí fijado -siete días- informe al Tribunal sobre las medidas que se hubiesen 

adoptado como consecuencia de su decisión, y que, con posterioridad, presen-

te informes bimestrales al respecto. 

5º) Que el 18 de junio de 2005 la Corte dicta una nueva resolución de “medidas 

provisionales”, a cuyo efecto tiene en cuenta que con posterioridad a la orden 

impartida y referida en el considerando precedente, se produjeron una serie de he-

chos y violencia en los que cabía incluir dos homicidios que evidenciaban la conti-

nuidad de la situación, y que permitían afirmar que el Estado no había dado pleno 

cumplimiento a su obligación de prevenir los ataques contra la vida e integridad 

de los internos de la Penitenciaría; que tampoco había informado el estado de las 

investigaciones llevadas a cabo por los hechos violentos ocurridos en 2004 y 2005 

que “terminaron con la muerte de 18 internos y lesiones para otros tantos”; y que 

a pesar de que el Gobierno Nacional había solicitado constituirse como querellante 

en los procesos iniciados con relación a los hechos referidos, dichas solicitudes ha-

bían sido sistemáticamente desechadas por las autoridades judiciales provinciales. 

En esa ocasión la Corte Interamericana, si bien valoró positivamente el hecho de 

que “durante la audiencia pública celebrada el 11 de mayo de 2005 en la sede de 

la Corte Suprema de Justicia del Paraguay, la Comisión, los representantes y el 

Estado coincidieron en la necesidad de mantener vigentes las medidas provisio-

nales y suscribieron un acuerdo en el cual desglosaron los puntos que estimaron 

deben ser considerados por la Corte para hacer más específicas las medidas pro-
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visionales” (considerando 9º de esa decisión), también indicó que persistía una 

situación de “extrema gravedad y urgencia” (su considerando 8º). 

Sobre la base de ello, y de las demás circunstancias que puso de resalto en ese 

pronunciamiento, decidió reiterar al Estado que mantenga las medidas provisio-

nales en los términos de la resolución del 22 de noviembre de 2004, y disponga, 

“en forma inmediata”, las que sean necesarias “para proteger eficazmente la 

vida e integridad de todas las personas privadas de libertad en la Penitenciaría 

Provincial de Mendoza y en la unidad Gustavo André, de Lavalle, así como de 

todas las personas que se encuentren en el interior de éstas” (ver punto 1 de la 

parte resolutiva; énfasis agregado). 

6º) Que a pesar del largo camino recorrido, de las manifestaciones coincidentes 

de las partes en la controversia en el sentido de buscar soluciones para superar la 

grave crisis carcelaria, y de las medidas provisionales ordenadas, el 30 de marzo 

de 2006 la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ve exigida a dictar un 

nuevo pronunciamiento del mismo tenor de los anteriores, en el que le indica 

al Estado argentino que “no puede alegar razones de derecho interno para dejar 

de tomar medidas firmes, concretas y efectivas en cumplimiento de las medidas 

ordenadas, de modo que no se produzca ninguna muerte más” (énfasis agre-

gado). Asimismo, en dicha ocasión, contesta alguna de las respuestas dadas en 

los informes presentados por el demandado señalándole que el Estado no puede 

alegar la descoordinación entre autoridades federales y provinciales para evitar 

las muertes y actos de violencia que han continuado ocurriendo durante la vigen-

cia de éstas (se refiere a las medidas ordenadas anteriormente). 

7º) Que los antecedentes de esas conclusiones se encuentran, entre otros, en 

el considerando 8º de esa sentencia provisional, en el que el Tribunal afirma 

que “...durante la vigencia de estas medidas provisionales...”, se refiere a las ya 

reseñadas en esta decisión del 22 de noviembre de 2004 y del 18 de junio de 

2005, “...según la información presentada por la Comisión, los representantes 

y el Estado, las personas privadas de libertad en la Penitenciaría Provincial de 

Mendoza y en la unidad Gustavo André de Lavalle, así como las personas que 

se encuentran en el interior de éstas, continúan siendo objeto de situaciones 

que ponen en riesgo, o han directamente afectado, su vida e integridad perso-

nal. En particular, de la información aportada surge que, a pesar de la buena 

fe y los esfuerzos desplegados por autoridades estatales, durante el año 2005 

y hasta el presente han continuado ocurriendo graves actos de violencia y han 

muerto cuatro personas en el primero de aquellos centros penitenciarios, en 

circunstancias aún no determinadas plenamente; se han dado motines en los 

que se alega que la fuerza utilizada para develarlos ha sido excesiva y durante 

los cuales los internos han resultado heridos y/o han sufrido diversos tipos de 

vejaciones; y, en general, se mantienen el hacinamiento y las deficientes condi-

ciones de detención a los internos de dichos centros. 

Tal como fue enfatizado por la Comisión, no se ha erradicado el riesgo de 
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muerte violenta, las investigaciones adelantadas no han producido resultados 

concretos y subsisten las deficientes condiciones de seguridad y control inter-

nos, inclusive la falta de separación de presos por categorías y la continuidad 

del ingreso y posesión de armas “...Estas situaciones además de haber sido refe-

ridas expresamente durante la audiencia pública celebrada en el día de hoy en 

Brasilia...y algunas haber sido advertidas por Juzgados de Ejecución de la Pena 

al resolver recursos de habeas corpus, prevalecen a pesar de la vigencia de las 

medidas provisionales anteriormente ordenadas por la Corte”. 

Asimismo la Corte en el considerando 10 señala “Que la disposición estable-

cida en el artículo 63.2 de la Convención confiere un carácter obligatorio a la 

adopción, por parte del Estado, de las medidas provisionales que le ordene este 

Tribunal, ya que según el principio básico del Derecho de la responsabilidad 

internacional de los Estados, deben cumplir sus obligaciones convencionales de 

buena fe (pacta sunt servanda). El incumplimiento de una orden de adopción 

de medidas provisionales dictada por el Tribunal durante el procedimiento ante 

la Comisión y ante la Corte puede generar la responsabilidad internacional del 

Estado”. Como corolario de todo lo antedicho, y poniendo de resalto quizá una 

obviedad, en el considerando 14 afirma “...el deber de informar a la Corte sobre 

la implementación de las medidas constituye una obligación de carácter dual que 

requiere para su efectivo cumplimiento la presentación formal de un documento 

en plazo y la referencia material específica, cierta, actual y detallada de los te-

mas sobre los cuales recae dicha obligación...Si bien el Estado ha presentado en 

tiempo y forma la mayoría de los informes requeridos, se hace necesario que en 

adelante continúe informando a la Corte concreta y específicamente acerca de 

los resultados obtenidos en la implementación de las medidas. Es fundamental 

que las medidas prioritarias...se reflejen en informes estatales que contengan los 

medios, acciones y objetivos determinados por el Estado en función de las espe-

cíficas necesidades de protección de los beneficiarios de las mismas, de manera 

que le den sentido concreto y de continuidad a esos informes...” 

8º) Que frente a ello, y sin perjuicio de lo que en definitiva se resuelva sobre 

la competencia para entender en estas actuaciones por la vía prevista en el art. 

127 de la Constitución Nacional, la Corte debe requerir informes al Estado Na-

cional y a la Provincia de Mendoza, a fin de que pongan en conocimiento del 

Tribunal cuáles han sido las medidas concretas adoptadas en el marco de las 

“medidas provisionales” dispuestas por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. El Tribunal debe dejar expresamente establecido que, aun cuando 

en el sub lite no existe una petición expresa de que la Corte requiera los infor-

mes que, tal como queda anticipado, se ordenarán; y resta aún, como ha sido 

señalado, definir la competencia. La gravedad de la situación sucintamente 

descripta, y la advertencia de la Corte Interamericana sobre las consecuencias 

que puede traer aparejadas el desconocimiento del carácter obligatorio de las 

“medidas provisionales” adoptadas por ella, y el consiguiente incumplimiento 

(ver considerando 71 de esta decisión), imponen a esta Corte la obligación de 
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adoptar medidas conducentes, que, sin menoscabar las atribuciones de otros 

poderes, tiendan a sostener la observancia de la Constitución Nacional. 

Por ello se RESUELVE: 

Requerir al Poder Ejecutivo Nacional y a la Provincia de Mendoza, que en el 

plazo de quince días, informen al Tribunal: 

a) qué decisiones concretas, y qué actos se han llevado a cabo, con posterio-

ridad al 30 de marzo del corriente año, para impedir y superar la situación de 

riesgo e inseguridad que padecen los internos de la Penitenciaría Provincial de 

Mendoza y de la unidad Gustavo André de Lavalle; 

b) si se han llevado a cabo las medidas tendientes a separar definitivamente a 

los “jóvenes-adultos” de los “adultos”, y si se ha definido y concretado la se-

paración de quienes están detenidos y procesados, de aquellos detenidos que 

han sido condenados. 

Líbrese oficio, que se confeccionará por Secretaría, al Poder Ejecutivo Nacional 

y al gobernador de la Provincia de Mendoza, en este último caso por interme-

dio del juez federal. 

Notifíquese. 

Enrique Santiago - Petracchi - Elena I. Highton de Nolasco - Carlos S. Fayt - 

Juan Carlos Maqueda - E. Raúl Zaffaroni - Ricardo Luis - Lorenzetti - Carmen 

M. Argibay. 

(*) Profesionales intervinientes en la presentación de la “acción declarativa de 

certeza”: Dres. Diego Jorge Lavado; Carlos Varela Alvarez; Pablo Gabriel Salinas 

y Alfredo Guevara Escayola.
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